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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 19 de julio de 1990. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ex- 
traordinaria -a solicitud de varios señores senadores- el próxi- 
mo lunes 23, a la hora 16, a fin de informarse de los asuntos 
entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1% Continúa la discusión gencral y particular del proyecto 
de ley por el que se modifica cl inciso 2 del artículo 
1* del Decreto-Ley N* 14.982, de 24 de diciembre de 


CAMARA DE SENADORES 


23 de Julio de 1990 


Embajador Extraordinario y Plenipotenciario de 
ta República ante la República Francesa al se- 
ñor Dicgo Zorrilla de San Martín. 


10) Servicios Descentralizados. Se modifica el quó- 


rum requerido en sus Directorios para la enaje- 
nación de inmuebles ocn noocnnncnoccnccnnno A 


206 

- — Continúa en discusión general. 

- Manifestaciones de varios señores senadores. 

- Se resuelve, por moción del señor senador Pe- 
reyra, que el proyecto vuelva a Comisión, man- 
teniéndose como primer punto del orden del día 
de la próxima sesión ordinaria, z 

11) Convención de Viena sobre el Derecho de los 

Tratados entre Estados y Organizaciones Inter- 

nacionales o entre Organizaciones Internacio- 

nales. Se aprueba la adhesión de la República . 214 

- En consideración. 


- Manifestaciones del señor senador Zumarán. 


- Aprobado. Se comunicará a la Cámara de Re- 
presentantes. 


12) Arrendamientos Urbanos. Reforma del sistema 
De AJUSTES ..oonocnonnnncccoconaniana ra conarnarccnronancoconancos - 238 


- En consideración. 
- Manifestaciones de varios señores senadores. 


- Aprobado. Se comunicará a la Cámara de Re- 
presentantes. 


14) Se levanta la sesión ....oooonnnnnnnninccninonancconición 251 


- Así se resuelve, por moción del señor senador 
Raffo. 


1979, relacionado con el quórum requerido en los Di- 
rectorios de los Servicios Descentralizados para la 
enajenación de inmuebles. 


(Carp. N* 183/90 - Rep. N* 58/90) 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos 
de ley: 


2%) Por el que se aprucba la adhesión de la República a la 
Convención de Viena sobre el Derccho de los Trata- 
dos entre Estados y Organizaciones Internacionales o 
entre Organizaciones Internacionales. 


(Carp. N* 1263/88 - Rep. N* 74/90) 
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3% Por el que se reforma cl régimen de ajuste de los 
arrendamientos urbanos. 


(Carp. N* 219/90 - Rep. N* 79/90) 
4%) Por el que se designa con cl nombre “Doctor Baltasar 


Brum” la Escuela N* 77 de la localidad de Baltasar 
Brum, departamento de Artigas. 


(Carp. N* 107/90 - Rep. N' 77/90) 


5% Por el que se designa con el nombre “J, Américo Bcis- 
so” la Escuela N* 3, de 2do. Grado, de San Gregorio 
de Polanco, departamento de Tacuarembó. 


(Carp. N* 106/90 - Rep. N* 76/90) 
6% Por el que se designa con el nombre “Agustín Ferrci- 


ro” ta Escuela N? 34, Rural, Granja, del paraje Roldán, 
departamento de Lavalleja. 


(Carp. N* 104/90 - Rep. N* 75/90) 
7”) Mensaje del Poder Ejecutivo por el que solicita venia 
para designar como miembro integrante del Directorio 
de la Corporación Nacional para el Desarrollo, al Cr. 

Carlos Hugo González Alvarcz. 
(Carp. N* 242/90 - Rep. N' 81/90) 
LOS SECRETARIOS” 

2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Arana, Araújo, Batalla, 
Belvisi, Blanco, Brause, Bruera, Cadenas Boix, Cassina, 
Cigliuti, de Fuentes, de Posadas Montero, Gargano, Gon- 
zález Modernell, Trurtia, Jude, Korzeniak, Millor, Perey- 
ra, Pérez, Posadas, Raffo, Ricaldoni, Silveira Zavala, Sin- 
glet, Urioste y Zumarán. 


FALTAN: con licencia, el señor senador Abreu y con 
aviso, el señor senador Bouza. 


3) SOLICITUD DE SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, queda abierto 
el acto. 


(Es la hora 16 y 10 minutos) 

-Désce cuenta de una solicitud de sesión. 

(Se da de la siguiente:) 

“Varios señores senadores solicitan se cite al Cuerpo, a fin 


de considerar los asuntos que en el mismo pedido se mencio- 
nan”, 
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-Léase. 
(Se Icc:) 
“Montevideo, 19 de julio de 1990, 


Señor Presidente 
de la Cámara de Senadores 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 


Los senadores abajo firmantes solicitamos a Ud. se cite cl 
Cucrpo, en sesión extraordinaria el próximo lunes 23 a la hora 
16, a fín de considerar los siguientes asuntos: 


1) proyecto de ley por el que se modifica el inciso 2* del 
artículo 1” del Decreto-Ley N* 14,982, de 24 de diciembre de 
1979, relacionado con el quórum requerido en los Directorios 
de los Servicios Descentralizados para la enajenación de in- 
mucbles. (Carp. N* 183/90). 


2) proyecto de ley por el que se aprueba la adhesión de la 
República a la Convención de Vicna sobre el Derecho de los 
Tratados entre Estados y Organizaciones Internacionales o en- 
tre Organizaciones Internacionales. (Carp. N* 1263/88). 


3) proyecto de ley referente a la reforma del régimen de 
ajuste de los arrendamientos urbanos. (Carp. N* 219/90). 


4) por el que se designa con el nombre “Doctor Baltasar 
Brum” la Escuela N* 77 de la localidad de Baltasar Brum, 
departamento de Artigas. (Carp. N* 107/90), 


5) por el que se designa con el nombre “J, Américo Beis- 
so” la Escuela N* 3, de 2do, Grado, de San Gregorio de Polan- 
co, departamento de Tacuarembó. (Carp. N* 106/90). 


6) por el que se designa con el nombre “Agustín Ferreiro” 
la Escuela N* 34, Rural, Granja, del paraje Roldán, departa- 
mento de Lavalleja. (Carp. N* 104/90). 


7) Mensaje del Poder Ejecutivo por el que solicita venia 
para designar como miembro integrante del Directorio de la 


Corporación Nacional para el Desarrollo al Cr. Carlos Hugo 
González Alvarez. (Carp. N? 242/90 - Rep. N?* 81/90). 


Saludamos al señor Presidente muy atentamente. 
Américo Ricaldoni, Sergio Abreu, Walter Santo- 
ro, Ignacio de Posadas Montero, Juan Carlos 


Blanco. Senadores”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se desca cele- 
brar sesión. 


(Se vota:) 


-18 cn 18. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


186 -C.S. 


4) ASUNTOS ENTRADOS 
SEÑOR PRESIDENTE. - Está abierta la sesión. 
Dése cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 23 de julio de 1990. 


La Presidencia de la Asamblea General remite varios 
Mensajes del Poder Ejecutivo por los que comunica haber 
dictado los siguientes decretos y resoluciones: 


por cl que se autoriza al Ministerio de Defensa Nacional la 
trasposición de Rubros dentro de varios Programas. 


por la que se designa como integrantes del Consejo Direc- 
tivo Central de la Administración Nacional de Educación 
Pública al Dr. Juan Antonio Gabito Zóboli, al Sr, Miguel 
A. Bujosa, a la Dra. Beatriz Macedo de Burghi, al Prof. 
Alfredo Traversoni y la Mtra. Alba Soutullo, 


por la que se designa en el Directorio del Banco de Previ- 
sión Social en calidad de Presidente al Dr. Rodolfo Sal- 
dain y en calidad de miembros al Sr. Ricardo Romero, al 
Sr. Daoiz Jaurena y al Esc. Héctor Goñi Castelao. 


-Ténganse presente. 


La Presidencia de la Asamblea General remite varias notas 
del Tribunal de Cuentas de la República por las que comunica 
las observaciones interpuestas a los siguientes expedientes: 


De la Administración Nacional de Usinas y Trasmisio- 
nes Eléctricas del Estado: relacionadas con la Licitación 
Pública N* 638/89 para el suministro ce instalación de un 
nuevo sistema de aire acondicionado, con la Licitación 
Pública N* 622/89 para el suministro e instalación de equi 
pos transceptores, con la Licitación Pública N* 089/87 
para el suministro de cortacircuitos fusibles de expulsión y 
con la adquisición directa de repuestos eléctricos para uni- 
dades generadoras y vertedero de la central hidrocléctrica 
de “Rincón de Baygorria”. 


Del Banco Hipotecario del Uruguay: relacionadas con 
varias contrataciones. 


Del Ministerio de Defensa Nacional: relacionada con cel 
contrato de mantenimiento de sistema de computación. 


De la Dirección Nacional de Comercio y Abastecimien- 
to: relacionadas con las contrataciones de dos asosoros. 


Del Ministerio de Industria y Energía: relacionada con 
el pago de horas extras. 


Del Ministerio de Salud Pública: relacionada con la re- 
novación del contrato en régimen de arrendamiento de 
obra de un funcionario para el Servicio de Radiología del 
Hospital Pasteur. : 
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Del Ministerio de Relaciones Exteriores: relacionada 
con la reiteración de varios pagos a las empresas Intertal- 
kic, Intel Ltda. y Conatel S.A. 


Del Instituto Nacional del Menor: relacionadas con la 
reiteración de Ordenes de Entrega a favor de la Clínica 
Larrañaga por concepto de internación de menores. 


-A las Comisiones de Hacienda y de Constitución y Legis- 
lación. 


La Presidencia de la Asamblea General remite notas del 
Tribunal de Cuentas de la República por las que comunica las 
resohuciones adoptadas relacionadas con: 


Estado de Situación Patrimonial y Estado de Resultados de 
la Administración Nacional de Ferrocarriles del Estado (AFE) 
al 31 de diciembre de 1988, 


y con la Auditoría llevada a cabo en el Servicio Oficial de 
Difusión Radiotelevisión y Espectáculos. 


-A las Comisiones de Hacienda y de Constitución y Legis- 
lación. 


El Poder Ejecutivo remite un Mensaje, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 187 de Ja Constitución de la 
República y literal b) del artículo 1% de la Ley N* 15.740, a 
efectos de solicitar la venia para designar como miembros 
integrantes del Directorio de Primeras Líncas Uruguayas de 
Navegación Aérca (PLUNA) al Prof. Washington Neme, al 
Cr. Carlos Alonso y al Sr. Juan Carlos Bugailo. 


-A la Comisión de Asuntos Administrativos. Por disposi- 
ción reglamentaria se repartió. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los si- 
guientes proyectos de ley: 


por el que se designa con el nombre “Serafín Rivas Rodrí- 
guez”, la Escucla N” 46 del barrio Cerro de la ciudad de 
Mercedes, departamento de Sortano. 


-A la Comisión de Educación y Cultura. 


por el que se designa con el nombre “Jesualdo Sosa” la 
Escuela N* 56, de Canteras de Riachuelo, departamento de 
Colonia. 


-A la Comisión de Educación y Cultura. 


por el que se designa con el nombre “Agustín Ferreiro” la 
Escuela Rural N* 30, de Pachina, departamento de San 
José. 


-A ta Comisión de Educación y Cultura. 


y por el que se derogan la Ley N* 7.253, de 6 de agosto de 
1920, y los artículos 38 y 200 a 205 inclusive del Código 
Penal, sobre el instituto del duclo y se establecen normas 
de procedimiento en caso de instancia por delito de difa- 
mación o injuria consumado por cualquier forma que no 
fuere un medio de comunicación, 
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-A la Comisión de Constitución y Legislación. 


El señor Presidente del Senado Dr. Gonzalo Aguirre Ramí- 
rez, presenta con exposición de motivos los siguientes proycc- 
ios de ley: 


por el que se modifican varios artículos del Código Aero- 
náutico (Decreto-Ley N* 14,305, de 29 de noviembre de 
1974), 


-A la Comisión de Constitución y Legislación. 


por el que se amplía la competencia material de los Juzga- 
dos Letrados de lo Contencioso Administrativo, estableci- 
da en el artículo 1* de la Ley N* 15,881, de 26 de agosto 
de 1987. 


-Á la Comisión de Constitución y Legislación. 


y por el que se establecen normas sobre el Transporte 
Multimodal de Mercaderías, 


-A la Comisión de Transporte y Obras Públicas integrada 
con dos miembros de la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción. 


El señor senador Raumar Jude presenta con exposición de 
motfívos un proyecto de ley por el que se establece que el 
desarrollo económico y social de las zonas del terrilorio na- 
cional adyacentes a los límites geográficos de la República 
son de imerés nacional, se les declara zonas de desarrollo 
fronterizo, y se crea la Comisión Nacional de Desarrollo de 
Fronteras y se fijan su competencia, 


-A la Comisión de Constitución y Legislación. 


Los señores senadores Reinaldo Gargano y José Korze- 
niak, de conformidad con lo establecido en el artículo 118 de 
la Constitución de la República solicitan se curse un pedido 
de informes a la Administración Nacional de Enseñanza Pú- 
blica, a través del Ministerio de Educación y Cultura relacio- 
nado cor la nómina de autoridades nacionales y departamen- 
talos que realizaron visitas a centros de Enseñanza Media de 
Momtevideo € interior, en el periodo comprendido entre marzo 
de 1985 y marzo de 1990, 


-Procédase como se solicita”. 
5) PROYECTOS PRESENTADOS 
“REFORMA DEL. CODIGO AERONAUTICO 


Fundamentos y exposición de motivos del proyecto de 
ley de reforma del Código Aeronáutico 


1 » Introducción 


En diciembre de 1974 el Consejo de Estado aprobó el 
Decreto-Ley N* 14,305 por el que se dio sanción a un nuevo 
Código Aeronáutico. 
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Como muchas de las leyes sancionadas bajo el régimen de 
acto su aprobación se hizo prácticamente a tapas cerradas y 
sin una provia discusión pública de sus defectos y virtudes. 


Poco después, y en 1975 el Consejo de Estado aprobó un 
nuevo Decreto-Ley (N* 14.829) por el que se ralificó la Con- 
vención para la unificación de determinadas reglas relativas al 
Transporte Aéreo Internacional aprobada en Varsovia en 1929 
(llamada Convención de Varsovia). 


Nuevamente el procedimiento de aprobación fue el mis- 
mo, a lapas cerradas y sin discusión, llegándose en esto caso a 
un extremo insólito, único en nuestros anales legislativos: la 
aprobación se hizo sin que ninguno de los consejeros tuviera 
siquiera presente el texto de la Convención, y en ausencia de 
dicho texto, la promulgación y publicación, se limitó a anun- 
ciar la ratificación pero sin publicar en el Diario Oficial un 
texto completo de la Convención ratificada como hubiera sido 
de rigor en circunstancias normales. 


Este procedimiento alípico de tratamiento legislativo y 
puesta ca vigencia ha traído aparejado diversas dificultades, 
algunas variadas de vicios propios del Código Aeronáutico 
que comicne normas que difícilmente hubieran podido ser 
aprobadas en libre discusión, y otras por falta de coordinación 
entre lo que éste dispone y lo que dispone la Convención de 
Varsovia. 


IT. - Dificultades de coordinación 


Por lo tanto, a partir de la ratificación de la CV, rigen en 
Uruguay, dos regímenes diferentes y superpuestos en materia 
de transporte aírco. 


Ello sería grave pero solucionable si uno (el CA) se refi- 
ricra al transporte aéreo interno, y el otro (da CV) se refiriera 
al transporte aéreo internacional, aunque no se percibo ningún 
motivo lógico para tal tratamiento discriminatorio, 


Pero se torna en algo mucho peor e insoluble para los 
usuarios del transporte internacional de carga, si tenemos cn 
cuenta que cl CY no se aplica automáticamente a todos los 
transportes aéreos internacionales. 


En cfecto, por disponerlo así su artículo 1 inc. 2, la CV se 
aplica sólo cuando “el punto de partida y el de 
destino... estén situados en territorio de dos Altas Panes Con- 
tratantes... 


Ello provoca que la CV no sea aplicable cuando cl punto 
de partida del viaje se encuentre en un país no ratificante de 
Varsovia. 


La primera consecuencia de esta característica del sistema 
de la EY provoca que los plazos para protestar, o los términos 
de prescripción, o los límites de responsabilidad scan total- 
mente distintos según sca que el avión viene de Panamá (país 
no ratificanto) o de Miami (país ratificante). 


188 -E.S. 


Un importador uruguayo al que le entregan una carga da- 
ñada tiene que formular una protesta en un plazo de cator: 
días si el viaje se rige por el Art. 159 CA (o sea si el avión 
salió de un acropuerto situado en un país no ratificante). Pero 
le puede suceder que haga la protesta el día octavo y le digan 
que su posibilidad de reclamar caducó, porque el avión salió 
de un país ratificante de la CV y por la CV (Art. 26) cl plazo 
es de solamente siete días. 


A la inversa el régimen se invierte y es mucho más riguro- 
so en el sistema del CA para casos de pérdida total. 


En ese caso el 159 CA dispone que la protesta es obligato- 
ría siempre dentro de los catorce días de la fecha “en que el 
equipaje o la cosa debieron ser puestos a disposición del desti- 
natario”. 


El Art. 26 CV en cambio, no ponc la obligación de protes- 
tar en caso de pérdida total. La misma sólo rigc para los casos 
de avería o retardo. 


Un importador puede encontrarse con que su carga no 
llega, y con que cn la línca aérea le contestan que espere yue 
vendrá en otro vuelo. Luego de esperar quince días, si protes- 
ta, le pueden decir: “mire, el avión salió de un país no ratifi- 
cante así que ríge el CA y Ud. dejó pasar catorce días desde la 
fecha en que debía haber recibido la carga... así que sus dere- 
chos caducaron y no puede reclamar nada”. 


A los importadores les es difícil entender todo este sistema 
sólo reservado a eruditos, y con el agravante de que a los 
comerciantes nacionales o a los despachantes de aduana los es 
prácticamente imposible tener en su poder una tabla de ratfi- 
caciones y comprender cuál es el sistema aplicable a un vuclo 
concreto, para defender con un mínimo de eficacia sus derc- 
chos. 


En cuanto al absurdo de que el plazo de prescripción sea 
de un año o de dos años según el aeropuerto de salida, o que 
los límites de responsabilidad del transportador varíen enor- 
memente en función de este dato aleatorio, es tan evidente 
que no merece mayores comentarios. 


11T. - Reforma propuesta 


La reforma que se propone tiende a subsanar estos incon- 
venientes, imificando cl régimen de transporte «érco cn un 
sistema uniforme para todos los casos. 


Eso, obviamente, sólo puede lograrse modificando los ar- 
tículos correspondientes del CA y dándoles un texto idéntico 
al de la CV, 


Además de esta reforma (en lo que hace al plazo de cadu- 
cidad, plazo prescripción y límites de responsabilidad). se 
proponen otras tres reformas: 


La primera deroga los artículos que disponen una limita- 
ción de responsabilidad extracontractual (por su monto una 
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virtual exoneración) a los dueños de aeronaves en los casos de 
accidentes aéreos que afecten a terceros en superficie. La se- 
gunda corrigc. un error mecanográfico en el texto del Art, 
162.3 CA que notoriamente se saltea una frase, al intentar 
copiar cl Art. 30.3 CV en lo que hace a los transportes aércos 
sucesivos. La tercera pretende aprobar una norma que rija el 
transporte multimodal, cada vez más frecuente, remitiéndolo 
al régimen general de los Tratados de Montevideo de 1940, 


IV. - Sustitución de artículos 


El artículo 1? de la ley propuesta, sustituye los artículos 
159, 190, 156, 157 y 158 del Código Acronáutico, por los 
textos correspondientes de la C. de Varsovia cn forma de 
unificar ambos sistemas. 


1V.1. - El Art. 159 referido al plazo de protesta se sustitu- 
ye por el texto del Art. 26 de la Convención. 


Ya hemos comentado los problemas que plantea en este 
punto cl actual régimen dual, por lo que no son necesarias 
mayores explicaciones. 


IV. 2. - El Art. 190 referido al plazo de prescripción cxtien- 
de el plazo a dos años conforme el artículo 29 inc. 1 de la CV, 
pero sin adoptar su texto. 


El motivo de esta propuesta es dable: 


a) Por un lado se considera necesario igualar los sistemas y 
plazos de prescripción y ello sólo se puede hacer prolongando 
el plazo del CA para igualarlo con el de la Convención. 


Por otra parte, el plazo de dos años es mucho más razona- 
ble y coincidente con la realidad. En caso de reclamos a 
compañías aéreas internacionales cs normal que éstas consul- 
ten a la Casa Matriz y ellas a su vez consulten a sus ascgura- 
dorcs, cn trámites que suelen prolongarse por meses y muy a 
menudo mucho más de un año. 


El importador nacional suele encontrarse con que luego de 
muchas idas y venidas le ofrecen una suma ridícula (o no le 
ofrecen nada) y cuando quicre reclamar puede suceder que 
(dependiendo del dato alcatorio del país en que estuviera si- 
tuado el acropuerto de partida) le digan que el plazo de pres- 
cripción ne cra de dos sino de un año para ese caso y que no 
puede reclamar. 


b) Por otro lado, el Art. 190 regula además la prescripción 
de las acciones por responsabilidad extracontractual por daños 
a terceros en superficie y por abordaje de acronaves. 


Dado que la CV no trata estos temas no es posible adoptar 
simplemente cl texto del Art. 29 CV. 


De cualquier forma la oportunidad es excelente para de- 
volver el plazo de prescripción en materia de responsabilidad 
extracontractual por daños a terceros en superficie al régimen 
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general de cuatro años establecido en cl Art. 1332 del Código 
Civil. 


No existe ningún motivo para beneficiar a las compañías 
aércas internacionales con un régimen excepcional y brevísi- 
mo de prescripción, En un año pueden no estar terminadas las 
investigaciones sobre las causas de una catástrofe aérea de 
este tipo, y la norma actual tiende a desproteger a terceros 
indeterminados, o sea a los ciudadanos comunes en lugar de 
protegerlos, 


1V.3. - La reforma propuesta a los Arts. 156, 157 y 158 del 
CA tiende a igualar el sistema de límites de responsabilidad 
con el establecido en los artículos 22 y 23 de la CV, 


El sistema de límites de responsabilidad, ha sido impugna- 
do como injusto y carente de fundamento jurídico o ético por 
diversos autores (Beltrán Montiel, Curso de Derecho de la 
Navegación N* 96 pág. 216 Ed. Astrea Bs. Aires; Mohorade - 
Limitación de responsabilidad en el Derccho Marítimo, La 
Ley T. 101 17/1/61). No obstante, cl mismo puede admitirse si 
los montos de responsabilidad son relativamente razonables y 
no tienden a disfrazar una exoncración encubicrta. 


El límite fijado por la Convención de Varsovia, está csta- 
blecido en una unidad de cuenta en oro variable según la 
cotización de la Onza Troy. 


El límite está puesto en una unidad de cuenta equivalente 
a 250 Francos oro por quilo, Á una cotización de la Onza 
Troy de USD 392,75, daría una responsabilidad mínima de 
USD 229,74 por quilo. 


Para un bulto promedio de $0 Kg., el límite sería de 
USD 10.000. Esta medida, es aproximadamente igual a los 
límites de responsabilidad por bulto fijados por las Conven- 
ciones de Bruselas y La Haya-Visby para el transporte maríti- 
mo, con la aclaración de que en el transporte aérco las cargas 
son normalmente de menos peso y mucho más alto valor que 
cn transporte marítimo, por un problema evidente relativo a 
sus costos. Se trata de un límite razonable y ha funcionado du- 
rante más de sesenta años. 


El procedimiento de fijación cn función del valor de la 
Onza Troy (cuyo cálculo, según nuestra jurisprudencia debe 
realizarse en función del precio del oro en el mercado libre) 
ha permitido superar el problema permanente de la inflación a 
pesar de todos los avatares sufridos por la economía mundial 
desde 1929 a la fecha lo que es un mérito relevante. 


A ello se opone el sistema establecido por el CA que 
partió de límites absurdamente bajos. 


Los límites fueron establecidos originariamente cn 
N$ 20.000 por pasajero muerto o lesionado, y N$ 40 por Kg. 
de carga, con un sistema de reajuste no automático que cl Art. 
181 remite al régimen del Art. 332 de la Ley N? 13.835, pero 
que no se cumplió casi nunca en su integridad (esta ley presu- 
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me un ajuste por costo de vida, pero las actualizaciones por el 
Poder Ejecutivo no se hicieron todos los años y cuando se 
hicieron no respetaron el monto de la inflación). 


El resultado de todo esto es que los límites del CA cuando 
resultan aplicables, reducen la responsabilidad de los transpor- 
tistas a sumas ridículas e inaceptables. 


Los límites actuales fueron fijados por el Dec. 198/90 en 
las siguientes cifras: 


Para el Art, 156: N$ 4:196.275 por pasajero lesionado o 
muerto. 


Para cl Art. 157: N$ 8,035 por Kg. de carga y NS 269.686 
por el equipaje perdido. 


O sea, para decirlo claramente: 4.000 dólares por muerto, 
250) dólares por equipaje y menos de 8 dólares por Kg. de 
carga perdida, todo lo cual constituye una burla, 


Repcetimos que el límite internacional de la CV está en una 
suma aproximada a los 200 dólares por Kg. de carga depen- 
diendo del valor de la Onza Troy. 


Debe repetirse además el absurdo que resulta el hecho de 
que cl límite varíe según el acropuerto de partida conforme lo 
expresado anteriormente, 


La única solución aceptable cs, también aquí, la unifica- 
ción del sistema al régimen de la CV. 


1V 4, - El Art. 2* pretende derogar el inicuo Art. 169 del 
CA que dispone un régimen de virtual cxoneración de las 
empresas aéreas en su responsabilidad para con terceros cn 
superficio para el caso de accidente o catástrofe aérea. 


En la CV no existe nada parecido y cl tema es exclusivo 
de nuestro CA. 


El régimen de responsabilidad establecido en el Art. 169 
da montos que varían entre los N$ 80,000 y NS 1:630,000 
(más el reajuste por inflación que no se ha actualizado en 
forma) según el tamaño del avión. 


Si el régimen de limitación de la responsabilidad contrac- 
tual era injusto esto es absolutamente inaceptable, 


Luego de los reajustes del Dec. 198/90 los límites de res- 
ponsabilidad por catástrofe aérea están fijados entre 
NS 16:785.099 y N$ 352:520.000 como límite global por ac- 
cidente. Se agrega un límite máximo de N$ 16:947.196 por 
fallecido, 


O sca entro USD 15.000 y USD 340,000 como indemniza- 
ción total por indemnización total de todos los daños posibles 
provocados por la caída de un avión, y un tope adicional de 
USD 15.000 por muerto. 
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Dado que se trata del monto máximo de responsabilidad 
total por cada accidente, (accidentes en los que pueden mor: 
cientos de personas y destruirse viviendas, instalaciones in- 
dustriales y propiedades con valores multimillonarios, debe 
concluirse en que se trata de una virtual exoneración encu- 
bicria. 


Para una compañía aérea son sumas ridículas que no cu- 
bren ni el valor de un avión. 


Cabe felicitárse la buena fortuna que ha hecho que en 
estos quince años de vigencia del CA no haya sucedido ningu- 
na catástrofc aérea en nuestro país, y es de descar que no la 
haya antes de que esta norma se deroguc. 


Si no fucra trágico, podría ser humorístico el señalar cl 
hecho de que la responsabilidad total de las compañías aércas 
en caso de catástrofe varíe en función del peso del avión. Si 
un uruguayo va a morir por la caída de un avión, le conviene 
ponerse debajo del avión más pesado posible. 


La limitación de responsabilidad en materia extracontrac- 
tual ha sido impugnada de inconstitucionalidad por violar el 
principio de la igualdad (si un ciudadano causa un daño al 
avión debe todo el daño, pcro si cl avión le causa el daño a un 
tercero en superficie tiene la responsabilidad limitada) y por 
implicar una expropiación de un bien económico en el patri- 
monio de un habitante del país, en beneficio de una empresa 
aérea sin previa y justa compensación. 


IV.5. - El Art. 32 introduce una modificación en cl inc. 3 
del Art. 162 que regula el transporte aéreo sucesivo. 


En principio, el Art. 162 intenta repetir el inc. 2 del Art. 
30 de la CV pero notoriamente se saltca una frase por un error 
que sólo puede imputarse a una omisión mecanográlica. 


El 30.3 CV dice que “...el expedidor podrá recurrir contra 
el primer transportador y el destinatario con derecho a entrega 
contra el último...” 


El Art. 162,3 CA dice “...el expedidor tendrá acción contra 
el último transportador (sic)”, lo que es un absurdo sólo cxpli- 
cable por un error de copia. 


La corrección propuesta soluciona esto y también iguala 
los regímenes del CA y la CV en la forma indicada. 


1V.6, - Por último el artículo 4% propuesto busca una solu- 
ción al fenómeno reciente de la expansión del transporte mul- 
timodal. 


La solución del Art. 30.3 CV sólo es aplicable al transpor- 
te aéreo sucesivo unimodal. 


No existe norma en nuestro derecho para el transporte 
multimodal, siendo un hecho evidente que este tipo de trans- 
porte ha crecido enormemente en los últimos años. 
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La única regulación existente es la que da el Tratado de 
Derecho Comercial Terrestre de 1940 en sus Arts. 14, 15 y 16 
para el transporte sucesivo terrestre o por agua y airc al que 
llama “mixto”. 


El régimen es idéntico al del Art, 30.3 CV. ya que hace 
responsable al primer transportador ante el expedidor y al 
último ante el receptor, sin perjuicio de la responsabilidad de 
los transportistas intermedios y de las acciones de los trans- 
portistas cntre sí. 


Este sistema responde a la rcalidad del comercio interna- 
cional, ya que no puede exigirse al receptor importador que 
salga a perseguir distintas empresas por todo el plancta micn- 
tras éstas se echan recíprocamente la culpa de un accidente o 
un faltante. A quien le entregan una carga dañada debe dárse- 
le acción contra quien se la entregó y deben ser las empresas 
transportistas que trabajan en común las que tengan luego la 
facultad de repetir entre sí y contra el responsable real si es 
identificable, o de repartir las pérdidas conforme los contratos 
que las unan. 


Tal sistema consagrado primero en Varsovia y luego en 
los Tratados de Montevideo ha funcionado correctamente du- 
rante medio siglo, por lo que parece recomendable, su exten- 
sión al transporte multimodal cn general que en caso contrario 
queda sin regulación específica. 


El tema es lo suficientemente importante como para mere- 
cer una ley especial, pero mientras tal iniciativa sc estudia, 
parece imprescindible dar un marco normativo mínimo lo que 
se puede hacer por la vía de extender el régimen de los Trata- 
dos de Montevideo (actualmente limitado al comercio zonal) 
atodos los casos. 


El propuesto en el Art, 4? recoge esta solución repitiendo 
“mutatis mutandi” el texto de los Tratados, introduciendo la 
figura del operador multimodal que no existía cn 1940, como 
responsable conjunto con los transportadores. 


Gonzalo Aguirre Ramírez. Presidente del Senado. 
PROYECTO DE LEY 


Artículo. 12, - Modifícanse los siguientes artículos del 
Código Aeronáutico Decreto-Ley N* 14.305, de 29 de no- 
viembre de 1974: 


Art. 159 (Protesta). La recepción del equipaje o las mer- 
cancías O cosas, sin protesta por el destinatario hará presumir 
que las cosas fueron entregadas en buen estado y conforme al 
título del transporte, sin perjuicio de lo establecido en los 
incisos siguientes. 


En caso de avería el destinatario debcrá dirigir al transpor- 
tador su protesta dentro de un plazo de tres días por los cqui- 
pajes y de sicte para las mercancías a partir de la fecha de la 
recepción. En caso de retardo la protesta deberá ser hecha a 
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más tardar, dentro de los catorce días siguientes a la fecha en 
que el equipaje, o la mercancía debieron ser puestos a dispost- 
ción del destinatario. 


Toda protesta deberá formularse por reserva inscripta en el 
título del transporte o mediante escrito expedido en cl plazo 
previsto para dicha protesta. A falta de protesta las acciones 
contra el transportador serán inadmisibles, salvo el caso de 
fraude cometido por el mismo, 


Art. 190 (Prescripción). Las acciones por daños y perjui- 
cios causados a los pasajeros, equipajes O cosas transportadas, 
prescribirán a los dos años contados a partir de la llegada para 
el caso de demoras, averías o hurtos, O del día en que debió 
llegar la aeronave al punto de destino para el caso de pérdida 
de la misma o de la fecha en que la compañía aérea declare 
perdida la carga para el caso de pérdida de bulto entero, o de 
la detención del transporte en el caso de daños derivados de la 
misma, o de la declaración de ausencia, o de la lesión o del 
fallecimiento del pasajero en el caso de daños personales. 


Las acciones reparatorias por daños y perjuicios causados 
a los terceros en la superficie prescribirán a los cuatro años 4 
partir del día del hecho. 


Las acciones emergentes en caso de abordaje prescribirán 
en un año a partir de la fecha en que se produjo el abordaje. 


Art. 156 (Límite de responsabilidad por pasajero). La res- 
ponsabilidad del transportador con relación a cada pasajero, 
queda limitada hasta la suma de 125.000 unidades de cuenta. 


Art. 157 (Límite de responsabilidad por equipaje o carga). 
En cl transporte de equipajes o cosas la responsabilidad del 
transportador queda limitada a la cantidad de 250 unidades de 
cuenta, por kilogramo, salvo declaración de espocial interés 
en la entrega hecha por el expedidor en contra quien emitió la 
carta de porte única y directa, o contra el transportador que 
causó el daño si este pudiera determinarse, o contra el primer 
transportador que tomó la carga, si la acción la sigue el carga- 
dor, o contra el que la entregó, si la acción la ejerce el consig- 
natario. Quedan a salvo las acciones de los diferentes trans- 
portistas entre sí y de éstos con el operador multimodal que 
emitió la carta de porte única y dirccta. 


Gonzalo Aguirre Ramírez. Presidente del Senado”, 


“SE AMPLIA LA COMPETENCIA MATERIAL DF LOS 
JUZGADOS LETRADOS EN LO CONTENCIOSO ADMI- 
NISTRATIVO 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El presente proyecto de ley intenta solucionar un problema 
grave planteado por el actual texto de la Ley N* 15,881 que 
establece la competencia material de los Juzgados Letrados de 
lo Contencioso Administrativo, a la luz de una interpretación 
literal y restrictiva aplicada por esos juzgados y respaldada 
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por las Fiscalías de lo Civil que tiende a producir resultados 
absurdos y no queridos por el legislador, 


Esta interpretación sostiene que el tenor estricto del Art. 1 
de la ley citada, impide que dichos tribunales asuman compe- 
tencia en demandas de reparación patrimonial contra el Esta- 
do en las que se deduzca simultáncamente una acción contra 
un tercero involucrado en los hechos. 


El problema se plantea sobre todo en las demandas de 
reparación patrimonial fundadas en hechos de la administra- 
ción. 


En las mismas, es normal que pueda existir más de un 
posible responsable de los hechos y que el actor quiera code- 
mandar a ambos causantes o que el Estado intente citar cn 
garantía a dicho particular. 


Ello comprende desde casos de choques de camiones mu- 
nicipales a demandas por hurtos en depósitos fiscales y otras 
hipótesis similares. 


Por ejemplo, si un vehículo estatal choca, el Estado puede 
ser demandado y la competencia corresponde a los Juzgados 
Letrados de lo Contencioso Administrativo, desde que se trata 
de un contencioso de reparación por hecho de la administra- 
ción. 


Pero si los causantes del choque fueron varios, el Juzgado 
se nicga a asumir competencia en una demanda en la que se 
intente llevar a los estrados al Estado y al tercero responsable 
para que la Justicia determine qué parte de la indemnización 
debe cada uno. 


Peor aún, asume competencia en la demanda contra cl 
Estado, pero se nicga a darle traslado al particular. 


En el mismo sentido, si el Estado demandado intenta citar 
en garantía a quien considera verdadero culpable, el Juzgado 
le nicga este derecho, diciendo que él no es competente en 
demandas contra particulares. 


Así a la Aduana demandada por un hurto de mercaderías 
que viajaban bajo custodia se le ha negado el derecho a citar 
en garantía al camionero que las transportaba. 


En la interprotación de los Juzgados mencionados (y en 
esta posición se han sucedido varios Jueces) la demanda con- 
tra el particular debcría ventilarse ante la justicia civil, en un 
proceso separado. 


Tal interpretación implica que podrían existir dos procesos 
simultáneos o sucesivos sobre los mismos hechos, no coordi- 
nados y que pudieran (terminar en sentencias contradictorias 
con cl mismo valor de cosa juzgada. 


Obviamente, se trata de una situación inaceptable y que 
debe ser solucionada a la brevedad. 
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El presente proyecto da dicha solución por la vía más 
lógica que es la de ampliar la competencia de los Juzgad 
Leirados de lo Contencioso Administrativo a estas situacio- 
nes. 


Gonzalo Aguirre Ramirez. Presidente del Senado. 
PROYECTO DE LEY 


Artículo 5* Agrégase al Art. 1 de la Ley N* 15.881, de 26 
de agosto de 1987, el siguiente inciso: 


En todas las demandas cn materia de contencioso adminis- 
trativo de reparación patrimonial en las que el Estado o una 
persona pública, sean codemandados con una persona privada, 
o cuando habiendo sido demandada una de ellas, se intentara 
la citación en garantía de las otras, la competencia también 
corresponderá a los Juzgados Letrados de Primera Instancta 
en lo Contencioso Administrativo. 


Gonzalo Aguirre Ramírez. Presidente del Senado”. 


“TIPO DE TRANSPORTE MULTIMODAL 
DE MERCANCIAS: 


EXPOSICION DE MOTIVOS 
1. - Introducción 


El presente proyecto de ley, intenta ofrecer una solución al 
problema planteado por el desarrollo del comercio internacio- 
nal, en base al sistema llamado de “transporte multimodal”. 


Se trata de un tipo de transporte, al que no le son aplica- 
bles directamente, ni las normas de derecho aeronáutico, ni 
las normas de derecho marítimo, ni las respectivas normas 
que regulan los transportes terrestres, ya que cn un solo con- 
trato se usan diversos medios de transporte. 


Su incremento ha planteado a la doctrina y a la jurispru- 
dencia dudas y perplejidades que parece necesario dilucidar. 


El problema no es sólo teórico, ya que desde la aparición 
del contenedor, han proliferado las compañías especializadas 
en este tipo de transporte, Ello tiene ventajas para los importa- 
dores y exportadores locales, al simplificarles las operaciones, 
pcro presenta graves peligros y desventajas, a la hora de lla- 
mar a responsabilidad a estos operadores, por daños, demoras 
o faltantes en la carga. 


Estos “operadores multimodales” son empresas multina- 
cionales de gran poder económico, pero el comerciante local 
que confía en ellas puede encontrarse con que, cuando quicre 
hacer una reclamación, no tiene más que un papel emitido por 
un ente que puede ser solamente un nombre de fantasía, o a lo 
sumo una caja postal en las Bahamas. 


El problema se agrava, si se tiene en cuenta que los agen- 
tes en plaza del operador multimodal, con los que ha tratado 
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el comerciante local, normalmente pasan el reclamo pero se 
niegan a aceptar responsabilidad personal por los incumpli- 
mientos de su mandante. 


Simultáncamente, resulta difícil hacer responsables a los 
transportistas reales que causaron el daño, por imposibilidad 
de determinar el período en que el mismo se produjo, y por 
carencia de un marco legal que permita responsabilizar a 
quien realiza la entrega efectiva (solución que funciona sin 
inconvenientes en el transporte aéreo sucesivo y en el marco 
limitado de los Tratados de Derecho Comercial Terrestre de 
1940). 


Nuestra legislación presenta una laguna importante en cste 
punto y este proyecto intenta solucionarla. 


2. - ¿Qué es el transporte multimodal? 


Se denomina “multimodal” al tipo de transporte que utili- 
za más de un modo de porteo (terrestre, acuático o aéreo) en 
el cumplimiento del contrato. 


Desde los inicios del transporte comercial, siempre han 
existido formas de transporte sucesivo, uni o multimodal. En 
los últimos años, la generalización de este sistema de trans- 
porte -derivada de la aparición del contencdor- ha llevado a la 
búsqueda de soluciones legales especiales. 


La necesidad de regulaciones normativas especiales surge 
como consecuencia de las particularidades del contrato de 
transporte multimodal. Se trata de un contralto único, Cuya 
figura principal, el “operador o empresario de transporte mul- 
timodal”, se compromete a ejecutar o hacer ejecutar, utilizan- 
do dos o más modos de transporte distintos, y asumiendo la 
responsabilidad del cumplimiento del contrato. 


3, - Solución de Naciones Unidas: La Convención de 
Gincbra de 1980 sobre Transporte Multimodal Internacional. 


El problema señalado no es sólo uruguayo, obviamente la 
generalización de este tipo de operativa cn los últimos veinte 
años dio lugar a una serie de trabajos que buscaron establecer 
un régimen uniforme. 


Buscando esta solución, UNCTAD, favoreció una seric de 
estudios y seminarios sobre el tema que culminaron con la 
aprobación del proyecto de Convención de Ginebra de 1980 
sobre Transporte Multimodal Internacional. 


Este convenio, elaborado en el marco de las Naciones Uni- 
das, ha tenido muy poco éxito, lo que se demuestra por el 
hecho de que ha obtenido hasta ahora sólo cinco ralilicacio- 
nes, cuando se necesitan treinta para su entrada en vigor. 


Las críticas más fuertes han provenido del mundo en desa- 
rrollo y en especial del ámbito Jatinoamericano. 


En especial, cl sistema propuesto plantea una regulación 
del fenómeno esencialmente perjudicial para los países consu- 
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midores de servicios armatortales y de transporlc desde que 
consagra la responsabilidad exclusiva del operador, sin sotu- 
cionar el problema evidente de su posible insolvencia, y ade- 
más lo beneficia con un sistema de limitación de responsabili- 
dad a límites bajísimos e inaceptables. 


En los documentos adjuntados como apéndice, se acompa- 
ña un análisis más detallado de las soluciones propuestas por 
la Convención de Ginebra de 1980 y la crítica que las mismas 
merecen. 


4. - Búsqueda de una solución latinoamericana 


En el “ler. Simposio sobre Transporte Multimodal”, ccle- 
brado en Córdoba, en 1985, se llegó a la conclusión de que la 
Convención de Ginebra no servía, en base tanto a las críticas 
que su texto suscitaba como a esta realidad fáctica, derivada 
de la oposición generalizada y escasa obtención de ratificacio- 
nes por parte del texto propuesto. 


Par lo mismo, se decidió que cl interés científico debía 
orientarse hacia la obtención de una ley nacional que por ser 
ley de ejecución del contrato, pudiera resolver los problemas a 
plantearse en la República con la utilización cada vez más 
frecuente del transporte multimodal (“Transporte Multimo- 
dal”, Simposio Internacional de Córdoba -1987- Editado por 
cl Instituto de D. Aeronáutico, Espacial y de las Telecomuni- 
caciones de Córdoba, pág. 15). 


En dicha oportunidad, el Senador de la República del Pa- 
raguay, Mario López Escobar, propuso que más bien debería 
lograrse un proyecto de ley-tipo, es decir, “una ley que sir- 
viendo a nuestro país, sirviera a cada uno de los países de la 
región..., de modo tal que de hecho, pudiéramos instrumentar 
un sistema internacional para regular el transporte multimodal 
interregional (Transporte Multimodal... op. cit., pág. 15). 


El Simposio entendió que esto era lo más conveniente y le 
encomendó al Instituto de Derecho Aeronáutico, Espactal y de 
las Telecomunicaciones de Córdoba para que preparara un 
proyecto de esa ley. 


Asimismo, en el “Primer Simposio Internacional sobre 
Responsabilidad Civil en el Transporte Terrestre”, realizado 
en diciembre de 1987 en Montevideo, se analizó entre otros, 
cl tema de la “Responsabilidad en cl Transporte Multimodal 
de Carga”, llegándose a la conclusión de que la Convención 
de Gincbra merece reparos, sobre todo en cuanto al sistema de 
responsabilidad, y que sería conveniente estudiar una solución 
regional respecto al Transporte Multimodal, que podría instru- 
mentarse por medio de una ley-tipo. 


En el segundo “Simposio Internacional sobre Transporte 
Multimodal”, celebrado en Córdoba en 1987, se completó por 
parle del referido Instituto de Córdoba la redacción de un 
proyecto de ley-tipo sobre transporte multimodal. El Director 
de dicho Instituto, cl profesor Dr. Manuel Augusto Ferrer (h) 
señala (Transporte Multimodal ... op. cit., pág. 11) que cl 
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mismo resolvería los problemas entre los Estados de la Re- 
gión, y que si en algún momento se llegara a ratificar el 
convenio internacional sobre el tema -cosa que entendió ín- 
conveniente para nuestros países- O se aprobara un nuevo con- 
venio, esta ley estaría resolviendo los problemas domésticos, 
al dar un marco cohcrente para la solución del conflicto de 
leyes. 


Finalmente, en abril de este año 1990 se celebró en Córdo- 
ba el “Primer Encuentro del Cono Sur sobre Transporte Multi- 
modal”, donde se trataron diversos temas relativos al transpor- 
te multimodal, culminándose con un pormenorizado análisis 
del “Proyecto de Ley Tipo de Transporte Multimodal de Mer- 
caderías - Córdoba, 1987”, a cargo del profesor Dr. Luis C. 
Romcro Basaldúa, que dio lugar a un debate posterior (cn vías 
de publicación). 


5, - Derecho vigente en Uruguay aplicable al transporte 
multimodal 


S.A. - Normas de fuente interna. 


No cxisten en Uruguay normas de derccho sustantivo in- 
lerno sobre transporte multimodal, 


Los jueces por lo tanto deben aplicar en cada caso las 
reglas internas sustantivas sobre cada forma de transporte uni- 
modal, recurriendo al fundamento de las leyes análogas y a la 
doctrina más recibida para resolver las lagunas y vacios que 
puedan existir sobre el transporte multimodal. 


Para llenar este vacío, la única solución aparente es recu- 
rrir a los Tratados de Montevideo, a falta de norma expresa, y 
en carácter de doctrina más recibida según el criterio del Art. 
16 del C. Civil. Esta solución ya era aceptada por Quintín 
Alfonsín, y fue aplicada por la Sentencia 315/84 de la Supre- 
ma Corte de Justicia, la que reconoce expresamente la posibi- 
lidad de llenar las tagunas que se encuentren en las normas de 
fucnte nacional, con los criterios recogidos en Convenciones 
Internacionales ratificadas por Uruguay, a título de doctrina 
más recibida. (Ver Revista Uruguaya de Derecho Procesal, 
T.1-1985, ps. 62 y sigts., con nota de jurisprudencia del Dr. 
Ronald Herbert destacando la importancia de la misma). 


Esta solución aunque viable, es obviamente insuficiente, Y 
si la solución de los Tratados de Montevideo es adecuada 
-como veremos que lo es- lo que corresponde es aprobar nor- 
mas expresas que la consagren, 


5.B. - Normas de fuente supranacional. 
5.B.a. - Los Tratados de Montevideo de 1889 y 1940, 


Los Tratados de Montevideo de 1889 no regulan en forma 
expresa el transporte multimodal. 


El Tratado de Derecho Comercial Terrestre Internacional 
de Montevideo de 1940, en cambio en su Árt. 15, ya preveía 
expresamente el transporte multimodal. 
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Si bien el texto se refiere en principio, al transporte terres- 
tre sucesivo unimodal, extiende la solución a lo que llar : 
transporte “mixto”, o sea aquél en que el transporte de merca- 
derías se realiza por dos o más modos diferentes de transporte 
(barco, avión, camión). 


Esto es ni más ni menos que lo que, hoy cn día, se conoce 
como transporte miltimodal y la solución que se establece en 
el Tratado, es perfectamente aplicable a los sisiemas de trans- 
porte desarrollados a fines del Siglo XX, lo que habla de la 
lucidez y capacidad de los participantes en el Congreso de 
Montevideo de 1939. 


El artículo habla de transporte internacional por servicios 
acumulativos -lo reputa único “cuando se celebra mediante la 
expedición de carta de porte única y directa, aunque se realice 
mediante la intervención de empresas de diferentes Estados”- 
y hace extensible la disposición al transporte mixto. 


El Art. 14 del referido tratado establece un desmembra- 
miento horizontal: regula el contrato de transporte en cuanto a 
su forma, efectos y naturaleza de las obligaciones de los con- 
tratantes, por la ley del lugar de celebración. Lo relativo «al 
cumplimiento y a la forma de ejecución, en cambio, se regula 
por la ley del lugar de entrega. 


El Art. 16 consagra el sistema de responsabilidad solida- 
ria del primero y del último porteador, sin perjuicio de las 
acciones de los diferentes proteadores entre sí. Esta solución 
responde a las necesidades prácticas del comercio internacio- 
nal. No puede exigirse al receptor importador que salga a 
perseguir a distintas empresas por todo el planeta. Si le entre- 
gan la carga dañada debe tener acción contra quien se la 
entregó. Se supone que son las empresas de transporte inte- 
grantes de la cadena de transportistas sucesivos, quienes Lic- 
nen los medios para identificar y perseguir a los causantes 
concretos del daño, con quienes tienen relaciones contractua- 
les y comerciales que facilitarán su accionar. 


S.B.b. - Otras normas de fuente internacional. 


Esta es también la regla gencral en materia de transporte 
aéreo sucesivo (unimodal) para la Convención de Varsovia de 
1929, vigente en nuestro país desde 1975. 


Esta fue también la solución seguida, con posterioridad a 
los Tratados de 1940, por la Convención de Ginebra sobre 
Transporte por Caminos de 1956 y en la Convención de Berna 
sobre Transporte Ferroviario de Mercaderías de 1980. 


Es importante remarcar que si durante más de sesenta años 
esa ha sido la solución aceptada que ha regido el transporte 
sucesivo unimodal, no aparece claro que existan motivos para 
abandonarla a la hora de regular el transporte multimodal. 


En matería de jurisdicción, la solución dada por la Con- 
vención de Varsovia cs similar a la de los tratados de 1940. 
En caso de incumplimiento, la acción podrá entablarse. a 
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elección del actor, contra el primer poricador con quien el 
cargador contrató o contra el que recibió en último término 
los efectos para ser entregados al consignatario, ante los juc- 
ces del lugar de partida, o del de destino, o de cualquiera de 
los lugares del tránsito en donde haya un representante del 
porteador demandado (Art. 16 del Tratado de 1940 y 30 de la 
Convención de Varsovia). 


6. - Proyecto de Ley-Tipo de Transporte Multimodal de 
Mercaderías 


El Proyecto de Ley-Tipo propuesto por el Instituto de Cór- 
doba intenta una regulación completa del tema, que puede 
seguirse con solamente pequeñas modificaciones y que en 
general propugna soluciones compartibles y que comentamos 
a continuación en sus líncas generales. 


En relación al régimen de responsabilidad, el proyecto 
adopta el régimen latino tradicional en nuestro Continente, de 
obligación de resultado y presunción de culpa, desechando cl 
confuso sistema anglosajón basade en la exoneración median- 
te la prueba de la “due dilligence” del obligado. 


El Art. 3* establece que cl empresario de transporte multi- 
modal se compromete a un resultado, asume una obligación 
de resultado, y en caso de incumplimiento, incurre en respon- 
sabilidad sin más. El Art. 17 recoge las cximicntes tradiciona- 
les de vicio propio, fuerza mayor, etc. 


El Art. 19 acoge la solución de responsabilizar al operador 
por las acciones y omisiones de sus subcontratistas y de los 
empleados de éstos, rechazando también la criticada solución 
anglosajona de eximir al contratante de culpas de sus depen- 
dientes. 


En relación a Jas definiciones que este instituto exige, 
las mismas se desarrollan desde el Art. 19 al 12 con precisión 
y claridad, por lo que se recogen prácticamente sin alteración, 


Importa señalar, todo lo que se refiere al documento de 
transporte multimodal y sus funciones, que es precisamente 
regulado. El Art. 14 establece el sistema de presunción de 
contenido y calidad por las cnumeraciones del documento, 
permitiendo al operador multimodal realizar reservas, en de- 
fecto de las cuales opera la presunción, y también establece su 
derecho a realizar prueba en contrario. No obstante siguiendo 
a las Reglas de La Haya Visby y a la doctrina unánime impide 
al operador intentar csa prueba contra el tercero de buena fe 
tencdor del documento lo que impide fraudes en el comercio 
internacional y protege a los compradores que reciben esos 
documentos previo de la carta de crédito y deben confiar en lo 
que el operador estampó en ellos, 


El Art. 6%: establece que el documento de transporte mul- 
timodal cumple tres funciones: a) es la prueba del contrato; b) 
es el título representativo de las mercaderías; c) es el recibo 
de las mercaderías. 


El Art. 10 establece el valor del documento como título 
ejecutivo para lograr la entrega de la mercadería. 
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En relación al régimen de posible limitación de respon- 
sabilidad el mismo es rechazado. El Art. 20 establece como 
principio la limitación de responsabilidad. 


Beltrán Montiel decía que la limitación de responsabilidad 
no ticne fundamento de derecho, y que si sigue existiendo es 
por razones de conveniencia (Curso de Derecho de la Navega- 
ción N* 96 pág. 216 Ed. Astrea Bs. Atrcs). 


En el mismo sentido Mohorade ha sostenido que el princi- 
pio de limitación se basa en motivaciones incuestionables de 
contenido político, relativas a la necesidad de proteger las 
condiciones de competitividad de las flotas de las grandes 
naciones navieras, transfiriendo costos hacia los usuarios de 
los “...países eminentemente importadores, sujetos a tonelaje 
foráneo”. (Limitación de Responsabilidad en el Derecho Ma- 
rítimo, La Ley T. 101 17/1/61). 


El desarrollo de las limitaciones a la responsabilidad de 
los transportistas tiene una íntima vinculación al desarrollo 
del Imperio Británico como potencia marítima y el interés del 
mismo en proteger a sus navieros. 


No existe ninguna razón de conveniencia, para los comer- 
ciantes locales y para un país consumidor de servicios de 
transportes en manos extranjeras, que aconseje la consagra- 
ción de sistemas de impunidad o responsabilidad limitada de 
las multinacionales extranjeras que controlan el transporte 
mundial, tanto unimodal como multimodal. - 


Ello cs un interés común con el resto del ámbito latinoa- 
mericano, y ha sido consagrado claramente en el proyecto del 
Instituto de Derecho Aeronáutico y Espacial de Córdoba. 


Debe recordarse además que durante la anterior Legislatu- 
ra, se rechazó la introducción de un régimen de responsabili- 
dad limitada para transportitas terrestres nacionales, por lo 
que no hay ningún motivo para dar esa prebenda a multinacio- 
nales extranjeras. Debe señalarse, también, que en la polémica 
parlamentaria que provocó dicha iniciativa se ha alegado, ade- 
más, la inconstitucionalidad de las leyes que incluyen limita- 
ciones de responsabilidad para una de las partes, en forma no 
recíproca, en la medida que violan el principio de la igualdad. 


En lo que hace a la jurisdicción competente, el artículo 
34 respeta la solución tradicional de dar al actor la opción 
entre los tribunales del lugar de cumplimiento o los del domi- 
cilio del demandado. Amplía no obstante, esta regla, permi- 
tiendo también que los tribunales nacionales asuman jurisdic- 
ción cuando el lugar de celebración sea en territorio nacional 
(siempre a opción del actor), por entenderse que en ese caso 
existe una conexión razonable con cl litigio, y puede ser más 
conveniente para el actor demandar en el lugar de partida 
cuando quicn sufrió el daño y demanda es el exportador local 
(lo que es frecuente en el supuesto de una venta sin carta de 
crédito). 


El artículo 35 niega validez. a toda posible cláusula arbitral 
incluida en el documento de transporte multimodal. El motivo 
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de esta prohibición se reficre a que dicho documento es un 
contrato de adhesión, que no refleja un consentimiento efecti- 
vo y real y que además se impone luego de realizado el trans- 
porte a un tercero (el importador) que ni siquiera intervino en 
la negociación del mismo. 


La experiencia indica que este tipo de cláusula se inclu- 
yen en los conocimientos de embarque y documentos de 
transporte multimodal no como elección de foro sino como 
una forma de lograr la irresponsabilidad (no sólo se establece 
el arbitraje sino que se establece su funcionamiento en una 
ciudad lejana al lugar de destino y bajo legislación cxtranje- 
ra), haciendo demasiado costoso cl contratar abogados y pro- 
mover el procedimiento arbitral en el hemisferio norte. 


El mismo artículo permite pactar el arbitraje “ex post fac- 
to” justamente porque dicho acuerdo está normalmente rodea- 
do de todas las garantías y gozando de consentimiento pleno y 
válido. 


En otros puntos, el proyecto regula meticulosamente todo 
lo que se refiere a mercaderías peligrosas, prescripción, avisos 
y control del estado de la carga. 


7. - Modificaciones propuestas al proyecto de Ley-Tipo. 


Al proponer adoptar cl proyecto de Ley-Tipo, como base 
para una legislación nacional, se le han realizado no obstante, 
algunas modificaciones. 


Las mismas recogen determinadas críticas y sugerencias 
planteadas en el mencionado Encuentro del Cono Sur sobre 
Transporte Multimodal realizado en Córdoba en abril de 
1990, al analizarse, justamente el proyccto mencionado. 


Dichas modificaciones son las siguientes: 


a) En el Art. 1? se modifica la norma que haría aplicable la 
ley, tanto en los casos en que el contrato tenga lugar de ejecu- 
ción en la República, como en los que tenga lugar de celebra- 
ción aquí. 


Se entendió que era conveniente mantener el régimen ge- 
neral del Apéndice del Código Civil de remitirse al lugar de 
cumplimiento del contrato. Obviamente esta solución no es 
igual en otros países de América, y por ello el texto propues- 
to. 


b) En el Art. 4” se eliminó la frase “y a la real y efectiva 
posibilidad de su ejercicio por éstas...”, que aparece en el 
Proyecto de Ley Tipo a continuación de la palabra “naciona- 
les”. Se entendió que esta exigencia sería cxagerada, siendo 
suficiente la mera exigencia de reciprocidad en cuanto a la 
posible actividad de empresas de Transporte Multimodal ex- 
tranjeras. 


c) En el Art. 5” se propone un agregado al 2” numeral. 


El mismo recoge una crítica señalada en el Seminario refe- 
rido, en el sentido de que a los operarios de transporte multi- 
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modal extranjeros y asentados en lugares tan lejanos como 
Singapur, Berna o Las Bahamas, les va a importar muy por» 
cumplir esta exigencia. 


De hecho la misma sólo tendría efecto para los pequeños 
empresarios multimodales locales, y en garantía de comer- 
ciantes extranjeros, sin ninguna reciprocidad. 


Si un comerciante local recibe una carga con faltantes, 
bajo un conocimiento emitido por un operador del extremo 
oriente, las posibilidades de reclamarlc van a ser muy lejanas. 
Los agentes locales invariablemente alegan ser mandatarios 
carentes de responsabilidad, 


La solución propuesta recoge la solución dada por cl Códi- 
go de Comercio, para un fenómeno similar que sucedía con 
las Compañías de Seguros extranjeras antes de la Ley de Mo- 
nopolio. Las mismas no podían actuar en el país sin autoriza- 
ción, Pero violando la ley, podían transformarse en virtual- 
mente insolventes mediante la argucia de tener en plaza sola- 
mente un agente con personería distinta y que luego alegara 
su irresponsabilidad respecto al reclamo. 


El artículo 672 del Código de Comercio estableció que si 
la empresa extranjera funcionaba de hecho en el país sin haber 
cumplido los trámites necesarios para su regularización, su 
agente era personalmente responsabilizado por los seguros 
que emitiera sin el debido respaldo. 


La solución funcionó eficazmente y obligó a las empresas 
extranjeras a cumplir la ley sí querían operar en el país. Pare- 
ce bueno recogerla nuevamente para una problemática idénti- 
ca. 


El segundo párrafo de la modificación introducida, prevé 
el caso de que el operador multimodal, ni siquicra tenga un 
agente, freight forwarder, descontaincrizador o mandatario 
equivalente en plaza. 


En este caso la única posibilidad del comerciante local 
defraudado es la de poder reclamar contra los propietarios de 
los medios de transporte involucrados. 


Para que dicha solución funcione se establece la responsa- 
bilidad total y solidaria de los transportistas efectivos que 
intervinieron en la cadena del transporte y que son cn última 
instancia, no sólo los responsables reales de un siniestro posi- 
ble, sino los únicos en situación de responsabilizar a su turno 
al operador multimodal si es que existe, 


Esta solidaridad es sólo entre los que participaron cfectiva- 
mente en la cadena del transporte, para excluir al transportista 
que aumque participaba originariamente en la cadena del 
transporte multimodal, no llega a recibir realmente la merca- 
dería ya sea porque el faltante se produce en un tramo o modo 
anterior, o porque cuando le llega el momento de recibirla sc 
niega a ello debido al estado de la mercadería. 


Se incluyen también a las “terminales y otros intervinicn- 
tes que hayan recibido efectivamente la carga...”. Ello recoge 
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una sugerencia expresa del Dr. Alfredo Mohorade que comen- 
tamos en el Art. 23, 


d) En el Art. 6? se hace un agregado, que se considera 
necesario para definir claramente qué es el documento de 
transporte multimodal. 


Para ello se recurre a la definición siempre válida y lúcida 
de los Tratados de 1940, que nos hablaban de “carta de porte 
única y directa” entre los lugares de origen y destino. 


f) En el Art. 17 se elimina la frase final del literal c. El 
mismo establece la irresponsabilidad del empresario multimo- 
dal por daños derivados de defectos de embalaje. No obstante, 
con una muy loable inquietud por comprender incluso los 
defectos de embalaje no visibles se agregó la expresión “que 
no sca manifiesto”. 


No se ha advertido que a contrario sensu se podría sostencr 
que el artículo no exonera por defectos de embalaje visibles y 
manifiestos. 


Tal solución sería lógica e incomprensible. Parece que lo 
mejor es dejar el “defecto o deficiencia de embalaje” sin dis- 
tinguir, lo que razonablemente comprende todas las hipótesis. 


g) En el Art. 20 se hace una variación en el texto final 
proyectado, El texto de la Ley-Tipo prevé que el principio de 
la responsabilidad ilimitada pueda moderarsc, si cl operador 
puede probar que el daño se produjo en un medio de transpor- 
te concreto que gozara de responsabilidad limitada conforme 
la legislación aplicable (en ese caso responde hasta dónde es 
responsable el transportista concreto y no más). 


Como Argentina cs ratificante de las Convenciones de 
Varsovia de 1929 y Bruselas de 1924, el proyecto del Instituto 
de Córdoba hace referencia a los modos aéreo y marítimo. 


La situación de Uruguay cs distinta ya que no ratificó 
Bruselas y no admite la Jimitación de responsabilidad de los 
Navieros. 


Una solución posible era referirse aquí sólo al transporte 
aérco. No obstante un estudio meditado de la situación, hizo 
ver que tratándose de transporte internacional podía suceder 
que el derecho aplicable a un determinado transporte cn un 
cierto tramo lejano al país, pudiera (ahora o en el futuro) 
comprender una legislación limitativa. Por ello la variación 
propuesta, se refiere a los tres medios posibles (aérco, maríti- 
mo o terrestre) y con referencia abstracta a “la legislación 
aplicable a ese medio concreto”. 


h) En el Art. 23 se cambia el sistema propuesto por el 
proyecto de Ley Tipo, a efectos de superar la principal objec- 
ción que merece este documento, 


Este artículo establecía la solidaridad del operador y el 
transportista que efectivamente había producido el daño, que- 
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dando de cargo del reclamante la prueba de acreditar en qué 
período del transporte o modo se había sucedido ci siniestro, 


Esto pondría al receptor, ante una prueba imposible. Aquél 
a quien le entregan una caja violada y vacía, en el noventa por 
ciento de los casos, no tiene ninguna posibilidad de averiguar, 
y menos de probar, donde se produjo el hurto. 


Si además el transportista que entrega no es responsable 
del mismo, no va a tener ningún interés en suministrar infor- 
mación (por ejemplo los recibos del trasbordo observados que 
estén en su poder) que haga responsable a uno de sus socios. 


Lo que se propugna es extender a todos los casos, la solu- 
ción que los tratados de 1940, dan para el ámbito, por desgra- 
cia limitado, de dichos tratados. 


O sea, que el cargador pueda reclamar al primer transpor- 
tador, y el receptor al último, sin perjuicio de las acciones 
contra cl verdadero causante del daño si es identificable, y la 
necesaria solidaridad del operador. 


Este tema fue discutido en profundidad en el referido con- 
greso celebrado en Córdoba en abril pasado, coincidiendo la 
mayoría de los participantes (entre otros el profesor chileno 
Dr. Eugenio Cornejo Fuller), así como el expositor encargado 
del análisis del texto del proyecto de Ley Tipo, profesor ar- 
gentino Dr. Romero Basaldúa, en que la solidaridad limitada 
al empresario de transporte multimodal con el transportador 
efectivo, como se establecía en cl proyecto del Instituto de 
Córdoba, ponía al propictario de la carga ante una prucha 
imposible, 


Los motivos para establecer la responsabilidad solidaria 
del operador multimodal con el transportista responsable del 
daño son obvios desde que el primero fue quien se obligó 
según el contrato, y el segundo fue el culpable del siniestro. 


En cambio la solución de hacer responsables al primer y 
último transportador frente al cargador y receptor respectiva- 
mente tiene por finalidad solucionar los problemas planteados 
a las víctimas y asegurar la solvencia y responsabilidad de 
quiencs actúan cn este negocio en forma profesional y presu- 
miblemente seria, evitando fraudes y operaciones en base a 
empresas fantasmas. Repetimos que ésta es la solución de 
Varsovia y también de los Tratados de 1940 y que ha funcio- 
nado sin problemas durante más de sesenta años. 


En la práctica, es habitualmente imposible determinar en 
qué modo se produjo el daño o la pérdida, y mucho menos 
acreditarlo y probarlo. Por tanto, el texto original propuesto 
del Art. 23 implicaría que en la práctica no existiría nunca la 
solidaridad, sino que solamente sería responsable frente al 
consignatario el empresario de transporte multimodal, con los 
ricsgos que esto implica, 


Como señaló el profesor argentino Dr.Bengolea Zapata, 
toda la estructura que implica el transporte multimodal no es 
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por cierto improvisada. Por el contrario, el empresario de 
transporte multimodal contrata con todos los transportistas 
que de alguna manera participan en cl contrato de transporte 
multimodal. No es por tanto injusto ni inadecuado que todos 
los que participan en esta cadena que implica esta particular 
forma de transporte que es el transporte multimodal, respon- 
dan solidariamente. 


El texto propuesto suma a los transportadores (únicos 
mencionados en el antecedente de los Tratados de Montevi- 
deo) a las “terminales u otros intervinientes en la cadena de 
transporte que hayan recibido efectivamente la carga”. El pro- 
pósilo de esta mención cs incluir a ciertas formas empresaria- 
les surgidas recientemente como son las terminales de conte- 
nedores y las empresas de containerización y descontaineriza- 
ción de mercadería, que no existían en la época de los Trata- 
dos, y cuya aparición está íntimamente vinculada al modus 
operandi del transporte multimodal. 


Como dijimos al comentar el Art. 5% recogemos una pro- 
puesta del Dr. Alfredo Mohorade quien ha expresado al rcs- 
pecto: “en el Multimodalismo existe un preordenamiento y 
ninguno de los intervinientes participan en el sistema por obra 
del mero azar. No; son todos socios O, quizás, integrantes 
todos de un holding de carácter oligopólico. De mancra que 
los operadores de terminales no pueden alegar ingenuamente 
su desconocimiento de la tarea que están cumpliendo”, 


Si la carga fue hurtada o destruida cuando estaba en poder 
de un operador de terminal, para su trasbordo, embarque o 
desconlaincrización, no existe motivo para hacer sólo respon- 
sables a los transportistas. 


El texto propuesto no obstante, sólo establece la solidari- 
dad total y generalizada cn cel Art. 5? para cl caso de empresa- 
rios multimodales extranjeros operando en forma ilegal en el 
país. La solución del Art. 23 es más moderada y establece la 
responsabilidad de principio de todos los participantes, pero 
con un régimen en el que queda a opción del actor el deman- 
dar a “quien emitió la carta de porte” (el operador), o a quien 
causó cl daño (“si éste pudiera determinarse”), o a (alta de 
uno u otro, contra cl primer transportador (“si la acción la 
ejerce el cargador”) o contra el último transportador (“si la 
acción la ejerce el consignatario”), dejando salvas las accio- 
nes entre sí de todos los integrantes de la cadena. 


1) En el Art. 29 se hace un agregado al final. 


La segunda parte de este artículo no figura en el proyecto 
original del proyecto de Córdoba. Los motivos que determi- 
nan su introducción son los siguientes: 


La cxperiencia muestra que una vez presentado el reclamo 
exigiendo el pago de los daños y perjuicios ocasionados, su 
respuesta se demora hasta vencido el plazo de prescripción. 
Es normal que se alegue la necesidad de consultar a otros 
integrantes de la cadena y éstos a su vez esperan la repuesta 
de sus seguros. 


198 -C.S, 


Ello suele demorar mucho más de un año. Estas demoras 
son usadas maliciosamente para tratar de lograr una prescri 
ción ya que no se contesta o se responde una semana antes a 
que venza el plazo, impidiendo así de manera indirecta las 
posibilidades de reclamación de la parte perjudicada. 


Con el nuevo texto se elimina la posibilidad de que a 
través de una aparentemente inocente demora de una de las 
partes, se causen perjuicios irreparables a la otra. 


j) También se modifica cl sistema de avisos del Art. 30: 


El texto original del proyecto de Córdoba establecía que el 
consignatario debía dar aviso al empresario de transporte mul- 
timodal. Se agrega aquí “o al transportista que le entregue la 
mercancía”, recogiendo una inquietud planteada en el referido 
congreso de Córdoba por el Dr. Adolfo G. Schwarzberg, en el 
sentido de que en la práctica podía ser muchas veces difícil 
dar aviso al empresario de transporte multimodal, que puede 
tener domicilio en el extranjero, en un plazo de 10 días. Con 
este agregado se da la posibilidad al consignatario que recibe 
la mercadería dañada o simplemente no la recibe, que cumpla 
con el requisito del aviso dentro de los 10 días avisando al 
transportador que le entregó la mercadería. 


Se hacen otras modificaciones de fondo al artículo tratan- 
do de remitirse al sistema general del transporte de los artícu- 
los 17 y siguientes del Código de Comercio que se entiende 
más justo para el transportador y para el consignatario. 


En principio, sí la carga viene con daños o faltantes visi- 
bles, no licnc sentido dar diez días de plazo al consignatario 
para protestar. La observación de esos daños o faltantes debe 
hacerse cn el momento de entrega, por el propio consignatario 
o por la autoridad pública receptora. Este sistema coincide 
además con la práctica comercial real, 


Se limita la obligación de aviso, a la hipótesis de daños o 
faltantes no apreciables desde el exterior, Al mismo tiempo se 
mitiga el efecto de la falta de preaviso, estableciendo que ello 
sólo implica una presunción respecto al estado de la carga y 
no una caducidad de las acciones lo que cs una sanción dem- 
siado grave. 


k) En el Art, 31 se introducen determinadas modificacio- 
nes, que obedecen a que la práctica comercial local, no cs 
idéntica a la argentina, donde por imperio de la Ley de Nave- 
gación, la inspección conjunta de la carga es un procedimicn- 
to habitual. 


El nuevo texto además prevé lo que sucede cuando una de 
las partes se niegue u omita concurrir a la revisión. 


Ello es frecuente en la práctica, y de no prever la situación 
expresamente, no estarían regulados los mecanismos a apli- 
carse, con la consiguiente incertidumbre que esto provocaría. 


Se regula más precisamente el procedimiento de inspec- 
ción conjunta. En caso de omisión a concurrir se permite 
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recurrir a los Liquidadores de Avería, dando valor probatorio 
a sus conclusiones, lo que da respaldo legal a una práctica 
efectiva y habitual en nuestro medio. 


Se deja la inspección judicial limitada al caso de que am- 
bas partes hayan concurrido a la inspección y no se pongan de 
acuerdo en lo que deben establecer en el acta. Esta limitación 
de la inspección judicial tiende a recoger la imposibilidad 
material de lograr inspecciones judiciales en tiempo, más a 
partir del Código General del Proceso que exige que todas las 
inspecciones deba realizarlas directamente cl Juez y sean in- 
delegahles. 


8. - Conclusiones 


En conjunto el texto que se propone, recoge en lo sustan- 
cial el proyecto de Ley-Tipo preparado para cl ámbito latinoa- 
mericano y del Cono Sur en especial, por uno de los principa- 
les institutos de investigación de nuestro continente. 


Las modificaciones que se proponen no son muchas y 
atienden a sugerencias efectuadas en los seminarios y simpo- 
sios donde este proyecto de Ley-Tipo fue estudiado por espe- 
cialistas de todos los países del área. 


La necesidad de contar con un sistema legal claro que 
regule el transporte multimodal, es evidente y hacerlo cubrirá 
una laguna de nuestro derecho positivo que exige cada día 
más la pronta atención del legislador. 


Gonzalo Aguirre Ramírez. Presidente del Senado. 


PROYECTO DE LEY 
Transporte Multimodal de Mercaderías 


Artículo 1% - La presente ley rige el transporte multimo- 
dal de mercancías, cuando el contrato tenga lugar de cumpli- 
miento en la República. Se entiende por lugar de cumplimien- 
to el lugar de entrega final de la carga. 


Art. 2*%, - El “transporte multimodal de mercancías” es 
aquel que se realiza en virtud de un contrato, utilizando por lo 
menos dos modos de transporte. 


Art. 3%. - “Empresario de transporte multimodal” cs toda 
persona que celebra con un cargador un contrato de transporte 
multimodal de mercancías, siendo en virtud de esta ley, cl 
obligado directo a su cumplimiento. 


Art. 4%. - La autorización a otorgar a Jas personas físicas O 
jurídicas extranjeras estará supeditada a la reciprocidad por 
parte de su país de procedencia para con los Empresarios de 
Transporte Multimodal Nacionales. Ello sin perjuicio del 
cumplimiento previo de los requisitos en materia de legisla- 
ción de inversiones extranjeras. 
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Art. 5% - Para realizar el transporte multimodal de mer- 
cancías, deberá obtenerse la previa inscripción en el Registro 
Nacional de Transporte Multimodal, la que estará sujeta al 
cumplimiento de los siguientes requisitos: 


1 - Fijar domicilio en la República donde se encontrará la 
sede principal de sus negocios, agencia, sucursal o representa- 
ción. 


2 - Constituir una garantía, cuya vigencia se mantendrá 
hasta la contratación de los seguros que cubran los riesgos del 
transporte multimodal de mercancías. 


Cuando el documento de transporte multimodal, haya sido 
emitido por un operador o empresario de transporte multimo- 
dal no autorizado a funcionar en el país, cl agente en plaza de 
dicho empresario será responsable personalmente del cumpli- 
miento del contrato en la forma establecida por el artículo 672 
del Código de Comercio. 


En este caso todos los transportistas participantes efectiva- 
mente en la cadena de transporte multimodal, así como las 
terminales y otros intervinientes que hayan recibido cfectiva- 
mente la carga en algún momento, serán solidariamente rcs- 
ponsables entre sí y con el empresario de transporte multimo- 
dal y su agente, frente al cargador o consignatario. 


Art. 6%. - El “documento de transporte multimodal” es cl 
instrumento del contrato entre cargador y empresario de trans- 
porte multimodal, hace prueba de su celebración, es el título 
representativo de las mercancías en él indicadas y acredita 
que el Empresario de Transporte Multimodal ha tomado las 
mercancías bajo su custodia y se ha obligado a entregarlas de 
conformidad con lo convenido en dicho contrato. Se entende- 
rá que existe un documento de transporte multimodal, aunque 
no se use ese término, toda vez que se haya emitido una carta 
de porte única y directa entre el lugar de origen y de destino 
para un transporte que deba realizarse por empresas difercn- 
les, aunque estas hayan emitido conocimientos parciales por 
los tramos bajo su control, 


Art. 72, - El Empresario de Transporte Multimodal deberá 
expedir el documento de transporte multimodal cuando tome 
las mercancías bajo su custodia. 


Art. 8%. - La emisión del “documento de transporte multi- 
modal” no impedirá que se expidan si ello fuera necesario, 
otros documentos relativos a transportes o servicios prestados 
durante la ejecución del transporte multimodal. 


Tales documentos no reemplazarán al “documento de 
transporte multimodal”. 


Art. 9%, - El documento de transporte multimodal podrá 
extenderse al portador, a la orden, o en forma nominaliva. 
Cuando se expida un documento de transporte multimodal se 
indicará el número de originales de que consta. Sí se expiden 
copias, cada una de ellas deberá llevar la mención “copia no 
negociable”. 
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Art. 10. - La entrega de las mercancías sólo podrá solici- 
tarse del Empresario de Transporte Multimodal, contra la de- 
volución por parte del tenedor legítimo de uno de los origina- 
les de los documentos de transporte multimodal. Desde ese 
momento carecerán de valor los demás originales, 


Art. 11. - El documento de transporte multimodal deberá 
contener: 


a) el lugar y fecha de emisión; 


b) el nombre y domicilio del empresario de transporte 
multimodal; 


e) el nombre y domicilio del cargador; 


d) el nombre del consignatario, si ha sido comunicado por 
el cargador; 


e) la naturaleza general de las mercancías, su estado y 
condición aparente, las marcas principales necesarias 
para su identificación, el número de bultos o de piezas 
y el peso bruto o volumen de las mercancías o su canti- 
dad expresada de otro modo; 


f) el punto de origen y lugar de destino de las mercan- 
cías; 


2) la fecha o el plazo previstos de entrega de las mercan- 
cías en el lugar de destino; 


h) el itinerario, los modos de transporte, y los puntos de 
transbordo previstos; 


i) una declaración expresa sobre el carácicr peligroso, 
contaminante o nocivo de las mercancías, en su caso; 


JP) el flete convenido, la forma y lugar de pago; 


k) la firma del empresario de transporte multimodal o de 
quien extienda el documento en su nombre y represen- 
tación. 


Art. 12. - La omisión en el documento de transporte multi- 
modal de uno o varios de los datos a que se refiere el artículo 
11 no afectará la existencia del contrato de transporte multi- 
modal. 


Sin embargo, en tal caso el empresario de transporte multi- 
modal no podrá ampararse en las disposiciones que limitan su 
responsabilidad, en los casos en que así fuera dispuesto impe- 
rativamente por normas nacionales o internacionales obligato- 
FIAS. 


Art. 13. - El empresario de transporte multimodal que 
dolorosamente haga constar en el documento de transporte 
multimodal información falsa sobre las mercancías, será res- 
ponsable de los perjuicios que ocasione al cargador, al consig- 
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natario O a un tercero, no pudiendo ampararse en las disposi- 
ciones que limitan su responsabilidad. 


Art. 14. - El empresario de transporte multimodal podrá 
incluir reservas en el documento con respecto a las marcas, 
estado y condición aparente, números, cantidades, pesos 0 
volúmenes de las mercancías, cuando sospeche razonable- 
mente que tales especificaciones no corresponden a las mer- 
cancías recibidas, o cuando no tenga medios normales para 
verificarlo. En defecto de estas reservas se presume, salvo 
prueba en contrario, que las mercancías le fueron entregadas 
conforme a las menciones del documento. Esta prueba no scrá 
admitida cuando el documento de transporte multimodal haya 
sido transferido a un tercero tenedor de buena fe. 


Art. 15. - Son válidas las cartas de garantía entre cargador 
y empresario de transporte multimodal y no pueden ser opues- 
tas al consignatario ni a terceros. Son nulas las que se emitan 
para perjudicar los derechos de un tercero o que contengan 
estipulaciones prohibidas por la ley. 


Art. 16. - La responsabilidad del empresario de transporte 
multimodal abarca el período comprendido desde cl momento 
en que toma las mercancías bajo su custodia, al recibirlas del 
cargador, hasta que las entrega o pone a disposición del con- 
signatario, de conformidad con las leyes o los usos del lugar, 


Art. 17. - El empresario de transporte multimodal scrá 
responsable de los perjuicios resultantes de la pérdida o cl 
daño de las mercancías, así como del retraso en la entrega, 
cuando el hecho que ha causado la pérdida, el daño o el 
retraso en la entrega se hubiera producido estando las mercan- 
cías bajo su custodia, en los términos del artículo 16, salvo 
que pruebe que esos hechos se debieron a: 


a) culpa del cargador o del consignatario, 


b) vicio propio de la mercancía, incluso las mermas nor- 
males producto del manípuleo o sus características pro- 
pias, 


c) defecto o deficiencia de embalaje, 
d) caso fortuito o fuerza mayor. 


Art. 18, - Las mercancías que no fueren entregadas dentro 
de los sesenta (60) días consecutivos siguientes al de la fecha 
de entrega determinada con arreglo al artículo 11 inciso g, 
podrán ser consideradas como perdidas y darán derecho al rc- 
clamo de las indemnizaciones correspondientes. 


Art. 19. - El empresario de transporte multimodal será 
responsable de las acciones y omisiones de cualquier persona 
a cuyos servicios recurra para la ejecución del contrato de 
transporte multimodal de mercancías, como si esas acciones u 
omisiones fueran propias. 


Art. 20). - El empresario de transporte multimodal es ilimi- 
tadamente responsable por los daños o perjuicios que causare 
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al cargador o al consignatario, salvo que probare que el daño 
se produjo durante un tramo de transporte aéreo, marítimo, o 
terrestre, en el cual de acuerdo a la legislación aplicable a ese 
medio concreto, el iransportista gozase de limitación de res- 
ponsabilidad. En ese caso podrá limitar su responsabilidad en 
los supuestos y formas determinadas para ese medio en la 
respectiva legislación aplicable, 


Art. 21. - Las partes podrán convenir en el contrato de 
transporte multimodal de mercancías un límite de responsabi- 
lidad superior al que resultare aplicable conforme lo estableci- 
do por el artículo 20 para el medio en cuyo tramo se haya 
producido el daño. 


Art. 22. - Es nula y sin efecto toda cláusula que cxoncre 
de responsabilidad al empresario de transporte multimodal por 
otras causales distintas de las previstas en el artículo 17 o 
inviertan la carga de la prucba. 


Art. 23. - El operador multimodal que haya emitido la 
carta de porte única y directa, y cada uno de los transportado- 
ros, terminales y otros intervinientes en la cadena de transpor- 
te que hayan recibido efectivamente la carga quedarán some- 
tidos a las responsabilidades emergentes del contrato de trans- 
porte multimodal del que se considerarán partes. 


La acción fundada en una carta de porte única y directa de 
transporte internacional sucesivo unimodal o multimodal, 
puede ser intentada a clección del actor, contra quien cmilió 
la carta de porte única y directa, o contra el transportador, 
terminal O interviniente que causó cl daño, sí este pudiera 
determinarse, o contra el primer transportador que tomó la 
carga si la acción la sigue el cargador, o contra el que la 
entregó si la acción la ejerce el consignatario, Quedan a salvo 
las acciones de los diferentes transportistas, terminales y Otros 
intervinientes en la cadena, entre sí y de estos con el operador 
multimodal que emitió la carta de porte única y dirccta. 


Art. 24. - Si la acción se promoviere contra un empleado, 
agente oO cualquier otra persona a cuyo servicios hubiera recu- 
rrido el empresario de transporte multimodal para la ejecución 
de un contrato de transporte multimodal de mercancías, el 
demandado podrá poncr las exoneraciones y limitaciones de 
responsabilidad que el empresario de transporte multimodal 
tiene derecho a invocar, conforme con la presente ley. 


Art. 25. - El cargador será responsable de los daños y 
perjuicios sufridos por el empresario de transporte multimodal 
cuando el hecho provintera de su culpa o negligencia. 


Art. 26. - El cargador garantiza al empresario de transpor- 
te multimodal la exactitud de los datos suministrados para la 
confección del Documento de Transporte Multimodal de Mer- 
cancías y deberá indemnizarlo por los daños y perjuicios que 
sulricre con motivo de alguna mención inexacta. El derecho a 
esta indemnización no modifica en forma alguna la responsa- 
bilidad y obligaciones del empresario de transporte mullimo- 
dal frente a toda otra persona distinta del cargador. 
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Art. 27. - El cargador deberá señalar de manera adecuada 
las mercancías peligrosas, mediante marcas o cliguetas y de- 
berá informar al empresario de transporte multimoda!, cuando 
lc entregue las mismas, el carácter peligroso de éstas y, de ser 
necesario, las precauciones que deberán adoptarse. De no ha- 
cerlo, será responsable ante el empresario de transporte mulli- 
modal de los perjuicios resultantes de la expedición de esa 
mercancía, la que podrá ser, en cualquier momento, descarga- 
da, destruida o transformada en inofensiva, sin lugar a indem! 
nización alguna. 


El empresario de transporte multimodal tendrá similar 
obligación con cada uno de los transportistas unimodales. 


Art. 28. - Las mercancías peligrosas podrán igualmente 
ser descargadas, destruidas o transformadas en inofensivas, 
según lo requieren las circunstancias, si llegan a constituir un 
peligro rcal para la vida humana o los bienes, sin que haya 
lugar a indemnización, salvo cuando el empresario de trans- 
porte multimodal sea responsable de conformidad con lo dis- 
pucsto en el artículo 17. 


Art. 29. - Las acciones que deriven del contrato de trans- 
porte multimodal de mercancías prescribirán por el transcurso 
de un (1) año a contar desde la fecha de entrega de las mer- 
cancías o de la fecha en que debieron ser entregadas si no hu- 
bicran llegado a destino. La presentación de un reclamo cscri- 
lo exigiendo cl pago de los daños y perjuicios ocasionados in- 
terrumpirá el término de la prescripción hasta tanto el mismo 
sea contestado rechazando o admitiendo el pedido. El reclamo 
podrá presentarse al empresario de transporte multimodal, o al 
último transportista, o al transportista en cuyo tramo se produ- 
jo la pérdida, daño o retraso, o a sus agentes en cl lugar de 
entrega o de partida. 


Art. 30. - El consignatario deberá dejar constancia de las 
averías O faltantes evidentes, en el documento que acredite cl 
recibo de la carga. Respecto a las averías O faltantes no visi- 
bles en ese momento, el consignatario deberá dar aviso al 
empresario de transporte multimodal o al transportista que le 
entregue la mercancía, de la pérdida, daño o retraso en la 
entrega de las mismas, especificando su naturaleza y las de- 
más circunstancias del caso, dentro de los diez (10) días a 
partir de la recepción de la carga. La falta de constancia en el 
recibo o de aviso en el plazo previsto, hará presumir, salvo 
prueba en contrario, que las mercaderías fueron entregadas en 
tiempo y forma. 


Cuando la entrega se haga a una autoridad pública (adua- 
nera, portuaria o similar), y la recepción efectiva por el con- 
signatario sea posterior, los plazos de los artículos 29 y 30 se 
contarán desde la efectiva recepción de la carga por el consig- 
natario, y en lo que hace a las constancias u observaciones a 
la descarga, se estará a lo que establezcan las actas de obser- 
vación o constancias similares levantadas por la autoridad rc- 
ceptora. 


Art. 31. - El empresario de transporte multimodal y el 
consignatario estarán obligados, siempre que la otra parte do 
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solicite, a efectuar una revisión conjunta de las mercancías 
para determinar los daños o pérdidas. Si una de las partes se 
negara u omitiera concurrir a la revisión, la otra podrá contra- 
tar un Liquidador de Averías independiente y su peritaje hará 
presumir el estado y condición de las mercaderías a la fecha 
de la inspección salvo prucba en contrario. Si habiendo con- 
currido ambas partes a la inspección conjunta no se ponen de 
acuerdo en la redacción de la respectiva constancia escrita, 
cualquiera de ellas podrá solicitar una pericia judicial a ese 
efecto. La solicitud de revisión conjunta suple el aviso esta- 
blecido cn el artículo anterior. 


Art. 32, - De conformidad con los modos de transporte 
que se utilicen para la realización del contrato de Transporte 
Multimodal y en la medida que cl régimen legal de éstos lo 
establezca, se deberá responder por las obligaciones emergen- 
tes de la avería gruesa. 


Art. 33. - El empresario de transporte multimodal estará 
obligado a concertar seguros que cubran los ricsgos del trans- 
porte multimodal de mercancías. 


Art. 34. - Los tribunales nacionales scrán competentes 
para entender en las acciones judiciales derivadas del contrato 
de transporte multimodal de mercancías, cuando las obliga- 
ciones respectivas deban cumplirse en la República o cuando 
el contrato sc hubiera celebrado en el país, salvo la opción 
que lienc el demandante por los tribunales del domicilio del 
demandado. 


Art. 35. - Es nula toda cláusula que someta a juicio de 
árbitros o amigables componedorcs, las controversias relativas 
al contrato de transporte multimodal. No obstante, dichas 
cláusulas serán válidas si se conviniere con posterioridad al 
hecho generador de la responsabilidad. 


Art. 36. - Las disposiciones de la presente ley no exoncran 
del cumplimiento de las obligaciones establecidas en la legis- 
lación aplicable a los distintos modos de transporte, salvo 
cuando así se lo establezca expresamente. 


Art. 37. - En los supuestos no previstos en la presente ley, 
serán de aplicación las normas que regulan el modo de trans- 
porte comprometido en el transporte multimodal de mercan- 
cías. Si aún la cuestión fuere dudosa, por los usos y costum- 
bres, Jas leyes análogas o los principios generales del derecho, 
teniendo en consideración las circunstancias del caso. 


Gonzalo Aguirre Ramírez. Presidente del Senado”. 
“SE DECLARA QUE LAS ZONAS LIMITROFES DE 
LA REPUBLICA SON DE INTERES NACIONAL Y DE 
DESARROLLO FRONTERIZO 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Es común la percepción de la importancia de las zonas 
fronterizas. A nadie escapa el convencimiento de que ellas 
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son el ámbito en que los conceptos de soberanía nacional 
adquieren especial significación. 


El concepto de límite político jurisdiccional se ha ido fle- 
xibilizando en la práctica pasando a ser algo más que una 
mera demarcación de jurisdicciones nacionales. Constituye 
una faja de interrelaciones de carácter cconómico, social y 
político. 


Existe una “realidad fronteriza”, caracterizada como zonas 
aisladas y alejadas de los centros de decisiones nacionales, 
con un desarrollo económico-social insuficiente en relación 
con otras zonas del territorio, sin organismos ni recursos para 
poder provocar decisiones que potencien las actividades re- 
gionales, con una inadecuada explotación de recursos natura- 
les, sometidas a la influencia de Jas políticas de los países 
vecinos. 


Debe merecer un tratamiento también que, partiendo de 
una concepción integrada de su territorio, tenga por objetivo 
incorporar a las zonas fronterizas al resto del país, asegurando 
el ejercicio de las facultades soberanas. 


Esta caracterización permite considerar a la problemática 
de las áreas de frontera como una categoría específica que 
justifica también un tratamiénto unitario. 


La particularidad del tema requiere que se logre un justo 
equilibrio que minimice por un lado los efectos negativos 
resultantes de la profundización de los procesos de integración 
subregionales, y que a su vez no genere una incompatibilidad 
entre políticas nacionales y objetivos integracionistas. 


Es necesario por lo tanto elaborar una estrategia que nos 
permita desarrollar una política de defensa de nuestras fronte- 
ras. 


Pero también consideramos que es indispensable crear un 
mecanismo institucional que por su especialización en la con- 
sideración de la temática fronteriza se constituya en un fer- 
mentario de las políticas y los programas de acción. 


El objetivo debe ser fomentar e impulsar con acciones 
deliberadas, el desarrollo económico y social de los territorios 
limítrofes. 


Es imperioso promover un desarrollo más equilibrado del 
Uruguay, que se ha caracterizado por una contínua transferen- 
cia de ingresos del interior a la capital, migración constante, y 
desaliento empresarial, 


En efecto, prácticamente el 50% de la población se en- 
cuentra en Montevideo, y según datos del BID, somos el país 
más urbanizado del mundo, el 80% de la población vive en 
ciudades y pueblos. 


Para una densidad de población de 15.6 por Km? para todo 
el país, la realidad de la distribución en los departamentos 
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fronterizos con Brasil (Artigas, Rivera, Cerro Largo, Treinta y 
Tres y Rocha) tiene una densidad de 5.5. 


Encontramos, analizando someramente estos dalos, que 
nuestro país, presenta una gran debilidad en el número y dis- 
tribución de su población, que necesariamente se debe revertir 
con una política que nos permita una ocupación integral de 
nuestras áreas fronterizas. 


Cualquier política que se elabore en relación al desarrollo 
del territorio no puede dejar de enfocar en forma espectal cl 
área de frontera. 


Las zonas fronterizas de un estado poscen características 
diferenciales con el resto del territorio por ser al mismo tiem- 
po zona receptiva de la influencia externa e irradiadora de la 
propia influencia a los vecinos. 


La exigencia de un tratamiento diferencial ha sido una 
preocupación importante en diversas estrategias de diferentes 
Gobiernos. Pero a pesar de los esfuerzos realizados, aprecia- 
mos que existe una depresión institucional en el tratamiento 
del tema, que dificulta y muchas veces inviabiliza la realiza- 
ción de los objetivos y metas propuestas, y a vía de ejemplo 
de las dificultades que aparecen en cuanto a objetivos o metas 
comunes a nuestro país y a los países vecinos, interesa desta- 
car la necesaria e imprescindible urgencia en considerar solu- 
ciones comunes junto con Argentina y Brasil, para poncr fin 
al problema de Ja aftosa en nuestro suelo, enfermedad que 
provoca a la economía uruguaya una pérdida de más de ciento 
cincuenta millones de dólares anuales, por el simple hecho de 
no poder vender nuestras carnes por fuera del circuito aftósi- 
co. 


Estas carencias institucionales se ven agravadas porque en 
los casos en que existen organismos institucionales referidos 
al tema de frontera, muchas veces los cometidos asignados no 
son lo suficientemente claros, o profundos'o específicos. 


Este proyecto que impulsamos, que establece un marco 
jurídico e institucional que regula la temática. de fronteras, no 
constituye una originalidad del derecho positivo, 


En efecto, la legislación sobre fronteras es derecho positi- 
vo en numerosos ordenamientos jurídicos latinoamericanos, 
entre los cuales debemos resaltar los casos argentino y brasile- 
ño, ya que evidentemente su normativa cs de aplicación cn 
territorios vecinos a nuestras fronteras. 


También Colombia, Perú y Chile tienen conceptos jurídi- 
cos de naturaleza legal que regulan la materia fronteriza. 


Entre los ejemplos mencionados, existen casos en los que 
la normativa transita por el campo de la enumeración de pro- 
pósitos y aspiraciones, sin preveer mecanismos o instrumentos 
prácticos (caso argentino); pero también hay otros casos en 
los que existen proficuos estatutos de naturaleza legal y regla- 
mentaria que crean instrumentos prácticos para llegar a las 
metas propuestas (caso brasileño). 
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Nuestra propuesta apunta a recoger las experiencias del 
derecho comparado y adecuarlas a la realidad y necesidades 
de las árcas fronterizas nacionales. 


Por el artículo primero se establece que el Desarrollo Eco- 
nómico y Social de las zonas de frontera será considerado de 
interés nacional. 


Esta declaración pretende resaltar el objetivo primordial 
que es la dinamización de acciones que permitan un desarro- 
llo armónico y conjunto de las áreas de frontera. 


También, se comete al Poder Ejecutivo la delimitación de 
las áreas de territorio limítrofe que serán objeto de un trata- 
miento diferenciado, orientado a obtener determinados objeti- 
vos económicos y sociales, 


Las Zonas de Desarrollo Fronterizo como categoría espe- 
cífica nos permitirán formar una idea más ajustada de la reali- 
dad regional, poniendo énfasis en la identificación de los re- 
cursos potenciales y la problemática que se encuentra para 
desarrollarlos. 


Los primeros artículos refieren a la filosofía del proyecto, 
impulsar un desarrollo en base a un tratamiento sectorial que 
implique un ejercicio más efectivo y real de nuestra sobcra- 
nía, disminuyendo la vulnerabilidad externa de los territorios 
limítrofes, 


Si es importante la existencia de una idea central en cl 
proyecto, también consideramos que un complemento necesa- 
rio es la existencia de un mecanismo institucional especializa- 
do en el análisis de la problemática de las fronteras. 


Con este fin, se prevé la creación de una Comisión Nacio- 
nal de Desarrollo Fronterizo, con cometidos específicos y con 
una integración interinstitucional al más alto nivel. 


Una entidad eminentemente política, que materialice una 
nueva filosofía en el tratamiento del tema fronterizo, que esti- 
mule la participación de los gobiernos departamentales y de 
los representantes nacionales, así como de las fuerzas vivas de 
la región. 


Un foro único y especializado que analice la temática 
fronteriza. La Comisión promoverá, coordinará, fomentará y 
encauzará las políticas que sean necesarias para alcanzar los 
objelivos propuestos. 


A partir de la Constitución de 1967, con la creación de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, nuestro país se incor- 


pora a las tendencias modernas que ajustan su organización 


económica en torno a una planificación deliberada. 


El constituyente, consideró que las actividades del poder 
político, no deben ser objeto de decisiones políticas motivadas 
por necesidades contingentes, sino que deben ser un conjunto 
coherente, cuyas partes se complementen y se ajusten racio- 
nalmente. 
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Una planificación en un sistema democrático, que será 
preceptiva para el sector público e indicativa u orientadora 
para el sector privado. 


Las características específicas de la realidad de frontera 
justifican un tratamiento especial, pero esos planes no podrán 
ser incompatibles con los planes nacionales. 


Se le atribuye, también a la Comisión, el establecimiento 
de los mecanismos de participación y consulta de los sectores 
públicos y privados interesados en el tema, 


Si el objetivo es desarrollar instrumentos de cambio social 
que transformen las estructuras fundamentales de las zonas de 
referencia, afincando mayores asentamientos poblacionales 
con niveles elevados de bienestar, es indispensable establecer 
mecanismos de consulta a los sectores productivos, agrope- 
cuarios, agroindustriales, comerciales y de servicios, así como 
a las autoridades departamentales y los representantes nacio- 
nales interesados. 


Las facultades que se le otorgan son amplias y diversifica- 
das. Se resume en una actividad que debe desarrollar a fin de 
armonizar acciones, eliminando discrepancias y resultados 
contrastantes, creando mecanismos que faciliten el logro de 
metas por los órganos responsables. 


La elaboración de los planes y proyectos serán atribuidos a 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, en base a propues- 
tas de la Comisión Nacional, evitando de esa forma superpo- 
ner esfuerzos al existir un organismo especializado. 

También, en toda política de desarrollo es necesario que 
las mismas no constituyan factores que afecten el equilibrio 
ambiental, que causen o aceleren procesos de erosión de sue- 
los fértiles y polución en el aire, tierra y agua, que generen 
también procesos de extinción de plantas y animales, 


Para finalizar, consideramos que este proyecto colma una 
laguna de nuestro ordenamiento jurídico, estableciendo meca- 
nismos, instrumentos y objetivos, para áreas de nuestro terri- 
torio nacional tan sensibles a los intereses de la República. 


Raumar Jude. Senador 
PROYECTO DE LEY 
A) Disposiciones generales 


Artículo 1?%, - Declárase que el desarrollo económico y 
social de las zonas de territorio nacional adyacentes a los 
límites geográficos de la República es de interés nacional. 


Art. 22, - Al Poder Ejecutivo corresponde, a los efectos de 
esta ley, determinar aquellas áreas de territorio limítrofe que 
por sus características sociales y económicas serán declaradas 
zonas de desarrollo fronterizo. 
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B) De ta Comisión Nacional de Desarrollo de Fronteras 
y su competencia 


Artículo 3%, - Créase la Comisión Nacional de Desarrollo 
Fronterizo, la que estará integrada por tres delegados designa- 
dos por el Poder Ejecutivo, uno de los cuales la presidirá, el 
Subsecretario del Ministerio de Relaciones Exteriores y el Sub 
Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, en cali- 
dad de miembros permanentes. 


La integrarán también los Intendentes y los Representantes 
nacionales de los Departamentos a cuyas jurisdicciones refic- 
ran los planes y programas de desarrollo fronterizo. 


Art, 4%. - A la Comisión Nacional de Desarrollo Fronteri- 
zo le compete promover, fomentar, coordinar y consolidar los 
programas y planes de desarrollo económico y social de las 
regiones declaradas Zonas de Desarrollo Fronterizo. 


Establecerá su reglamento de funcionamiento y los mcca- 
nismos de consulta y participación de los sectores producti- 
vos, agropecuarios, industriales, comerciales y de servicios en 
cada una de las áreas fronterizas del país. 


Art. 5%, - En la realización de sus cometidos la Comisión 
Nacional de Desarrollo Fronterizo, tendrá las siguientes facul- 
tades: 


a) Someter a la consideración del Poder Ejecutivo las 
árcas de territorio fronterizo que serán declaradas de 
interés nacional. 


b) En coordinación con la Oficina de Planeamiento y Pre- 
supucsto, discñará los planes, programas y proyectos a 
aplicarse en las zonas de Desarrollo Fronterizo, los que 
debcrán estar en concordancia con las políticas y dircc- 
trices de los planes de Desarrollo Nacional. 


c) Promover la celebración de convenios con entidades 
nacionales y departamentales y del sector privado, para 
la ejecución de programas y proyectos de desarrollo 
fronterizo. 


d) Formular mecanismos de coordinación con las entida- 
des gubernamentales competentes que faciliten la eje- 
cución de los planes, programas y proyectos. 


£) Auspiciar programas y proyectos específicos con enti- 
dades y empresas que se vinculen o estén vinculadas 
directa o indirectamente con las áreas de desarrollo 
fronterizo. 


D Propiciar la realización de foros, congresos, conferen- 
cias o mesas redondas sobre temas que estén relaciona- 
dos a la materia de su competencia. 


g) Evaluar periódicamente los resultados de la aplicación 
de los planes y programas de Desarrollo Fronterizo, 


h) Participar en las comisiones binacionales o multinacio- 
nales que tengan por cometido el tratamiento de la 
materia de su competencia. 
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Art. 6%. - Las facultades se ejercerán de manera compati- 
ble con los convenios y los tratados internacionales bilaterales 
o multilaterales vigentes en la República, cn materia de inte- 
gración y zonas de frontera. 


Art. 7*. - En los planes y programas de desarrollo fronteri- 
70 se atenderá prioritariamente a la conservación del medio 
ambiente humano y a la preservación de los recursos natura- 
les. 


Art. 82. - Comuníquese, etc. 


Raumar Jude. Senador”. 


6) INASISTENCIA DE LOS SEÑORES SENADORES A 
LAS SESIONES DEL SENADO Y DE LAS DISTIN- 
TAS COMISIONES DEL CUERPO. (Artículo 50 del 
Reglamento). 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta, de acuerdo con lo 
estipulado por el artículo 50 del Reglamento de la Cámara de 
Senadores, de la nómina de los inasistentes a las sesiones del 
Senado y de las distintas Comisiones del Cuerpo. 


(Se da de la siguiente:) 


“De conformidad con lo establecido en el artículo $0 del 
Reglamento del Cuerpo la Mesa da cuenta que: 


a la sesión del Senado del día 17 de julio, faltó con aviso 
el señor senador Federico Bouza. 


a la sesión de la Comisión de Transporte y Obras Públicas 
del día 17 de julio faltó con aviso el señor senador Manucl 
SingleL. 


a la sesión de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguri- 
dad Social dci día 17 de julio faltaron con aviso los seño- 
res senadores Carlos W. Cigliuti y Pablo Millor. 


a la sesión de la Comisión Especial sobre Seguridad Públi- 
ca del día 17 de julio, faltó con aviso el señor senador 
Pablo Millor. 


a la sesión de la Comisión de Presupuesto del día 17 de 
julio, faltó con aviso el señor senador Omar Urioste. 


a la sesión de la Comisión de Constitución y Legislación 
del día 19 de julio, faltó con aviso el señor senador Enri- 
que Cadenas Boix. 


a la sesión de la Comisión de Hacienda del día 19 de julio, 
faltó con aviso el señor senador Federico Bouza. 


y a la sesión de la Comisión de Asuntos Internacionales 


del día 19 de julio, faltaron con aviso los señores senado- 
res Sergio Abreu y Américo Ricaldoni”. 


7) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cucnta de una solicitud de 
licencia. 
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(Se da de la siguiente:) 


“El señor senador Sergio Abreu, solicita licencia por el 
término de 31 días”. 


-Léase. 
(So lcc:) 
“Montevideo, 20 de julio de 1990. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente me dirijo a Ud. a fin de solicitar licencia a 
partir del próximo 23 de julio, y por el término de 30 días. 


Motiva csta solicitud el hecho de viajar el próximo lunes a 
la Unión Soviética invitado por el Gobierno de dicha nación. 


Sin otro particular saluda a Ud. muy atentamente, 
Sergio Abreu. Senador”. 


-Se va a votar la solicitud de licencia formulada por cl 
señor senador Abreu. 


(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Convóquese al suplente. 

8) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE, - Dése cuenta de un desistimiento 
ante una convocatoria efectuada. 


(Se da del siguiente:) 

“El contador Pedro Juan Forné, suplente del señor senador 
Abreu, comunica que por esta vez no acepta la convocatoria 
de que ha sido objeto”. 

-Léase. 

(Se loc:) 

“Montevideo, julio 20 de 1990. 
Señor Presidente del Senado 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 


De mí mayor consideración: 


Por la presente comunico a usted que, por esta vez, no 
acepto la suplencia del señor senador Sergio Abreu, para la 
cual he sido citado por este Cuerpo. 
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Hago propicia la oportunidad para saludarlo con mi más 
distinguida consideración. 


Cr. Pedro Juan Forné”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Estando cn antesala el suplente 
convocado del señor senador Abreu, señor Enrique de Fuentes 
se le invita a pasar a los efectos de prestar cl juramento de 
estilo. 


(Entra a Sala el señor Enrique de Fuentes) 


-“Señor Enrique de Fuentes: ¿Jura usted desempeñar debi- 
damente el cargo de Senador y obrar en todo conforme a la 
Constitución de la República?” 


SEÑOR DE FUENTES. - Sí, juro. 


SEÑOR PRESIDENTE. - “¿Jura usted guardar secreto en 
todos los casos en que sea ordenado por la Cámara o por la 
Asamblea General?” 


SEÑOR DE FUENTES. - Sí, juro. 
(Aplausos en la Sala y en la Barra) 


9) INFORME DE LA COMISION DE ASUNTOS IN- 
TERNACIONALES RELACIONADO CON EL MEN- 
SAJE DEL PODER EJECUTIVO POR EL QUE SE 
SOLICITA EL ACUERDO NECESARIO PARA 
ACREDITAR COMO EMBAJADOR EXTRAORDI. 
NARIO Y PLENIPOTENCIARIO DE LA REPUBLI- 
CA ANTE LA REPUBLICA FRANCESA 


SEÑOR PRESIDENTE, - Se entra al orden del día. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra 
para una moción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Formulo moción 
para que se trate con carácter de urgente un punto que había 
quedado pendiente en la última sesión del Cuerpo: el pedido 
de venia para designar al señor Dicgo Zorrilla de San Martín 
como Embajador ante la República Francesa. 


SEÑOR PRESIDENTE, - La Mesa advierte que al no estar 
este asunto incluido en el orden del día, requiere la votación 
de la mitad más uno de los integrantes del Cuerpo. Además, cl 
repartido ya fue distribuido. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción 
formulada, 


(Se vota:) 


-19 en 22, Afirmativa. 
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El Senado pasa a sesión secreta para considerar este asun- 
to. 


(Así se hace a la hora 16 y 23 minutos) 

(En sesión pública) 

-Habiendo número, continúa la sesión. 

(Es la hora 16 y 28 minutos) 

-Dése cuenta de lo actuado en sesión secreta. 


SEÑOR SECRETARIO (Dr. Juan Harán Urioste). - El Se- 
nado, en sesión secreta, resolvió conceder acuerdo al Poder 
Ejecutivo para acreditar como Embajador Extraordinario y 
Plenipotenciario de la República ante la República Francesa 
al señor Diego Zorrilla de San Martín. 


10) SERVICIOS DESCENTRALIZADOS. Se modifica el 
quórum requerido en sus Directorios para la enajena- 
ción de inmuebles, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figura cn primer término del orden del día: “Proyecto de 
Ley por el que se modifica el inciso 2? del artículo 1* del 
Decreto-Ley N* 14,982, de 24 de diciembre de 1979, relacio- 
nado con el quórum requerido en los Directorios de los Servi- 
cios Descentralizados para la enajenación de inmucblcs. 
(Carp. N* 183/90 - Rep. N? 58/90)”. 


(Antecedentes: Ver 32a. S.O.) 
-Continúa la discusión general. 
SEÑOR CADENAS BOIX. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 

SEÑOR CADENAS BOIX. - Es sólo para decir que había 
informado en la sesión inmediatamente anterior, que la Comi- 
sión había aprobado por unanimidad este proyecto y que todo 
lo que correspondía decir sobre el tema lo expresé ya en cl 
informe presentado. 


Nada más. 
SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Cuando se trató este asunto en la 
sesión anterior, hubo una solicitud de pase a Comisión que no 
llegó a votarse. Es decir, se pidió que el asunto volviera a 
Comisión a los efectos de encontrar alguna fórmula que resul- 
tara satisfactoria para la mayoría o la totalidad del Cuerpo. No 
se llegó a votar porque otros puntos desplazaron la considera- 
ción a que ahora nos estamos refiriendo. 
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Como en ese momento se dijo que el transcurso de 8 ó 10 
días podía tornar innecesario el pase a Comisión -por cuanto 
en consulta con algunos señores senadores que pudicran tencr 
observaciones que formular podría llegarse a una solución de 
consenso o de gran mayoría- pregunto, si de estos contactos 
que se han realizado ha surgido algún criterio de modificación 
del proyecto en Sala que permitiera lograr ese consenso a que 
hacíamos referencia. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PEREYRA. - Descaría que el señor miembro in- 
formante contestara mi pregunta. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si el señor senador Korzeniak 
no tiene inconveniente, doy la palabra al señor miembro infor- 
mante a los efectos de que conteste la pregunta que le ha sido 
formulada. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Se realizaron una serie de 
contactos y el señor Presidente del Senado redactó una fórmu- 
la sustitutiva que dice lo siguiente: 


“Artículo 1% - Los Directorios o Directores Generales de 
los organismos descentralizados que administran servicios del 
dominto industrial y comercial dei Estado, podrán enajenar, a 
título oneroso y mediante licitación, pública o restringida, los 
bienes inmucbles de que fueren propictarios dichas entidades 
y que se consideraren absolutamente innecesarios para cl 
cumplimiento de sus fines, En el caso de los mencionados 
Directorios, la resolución correspondiente deberá ser adoptada 
por la mayoría de sus miembros”. 


Para fijar esta mayoría se tuvo en cuenta cl hecho de que 
los inmucbies que puedan ser enajenados mediante licitación 
pública o restringida, se consideraren o fueren absolutamente 
innecesarios para dichos organismos en cl cumplimiento de 
sus fines. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Como bien se dijo en Sala cuando 
se comenzó a tratar este asunto, esta disposición había sido 
adoptada por un decreto-lcy durante el período de facto, Me 
relicro a la situación imperante actualmente en cuanto a las 
mayorías necesarias. Señalo que no me ha quedado claro, pese 
a que la lógica diría que sí, que ese decreto-ley o la disposi- 
ción que hoy votemos tiene tal alcance que llega incluso a 
modificar la Carta Orgánica del Banco de la República por- 
que, para la enajenación del más modesto de sus bienes in- 
muebles, este organismo necesita de la anuencia parlamenta- 
ria según su Carta Orgánica. 


Quicre decir que, queriendo flexibilizar la norma, podría- 
mos estar eliminando algunas garantías que el transcurrir del 
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tiempo ha vuelto casi una tradición en el país. Creo que a 
veces -y no digo que ello haya pesado en el ánimo de algunos 
señores senadores- solemos mirar estas cosas con la óptica del 
momento, sin pensar que los gobiernos se suceden y se suce- 
den rápidamente. 


Al final de cuentas, los gobiernos, en gencral, sor mucho 
menos duraderos que las disposiciones legales. Pienso que así 
debe ser y que debe aspirarse a que las disposiciones legales 
tengan la permanencia necesaria como para garantizar en to- 
dos los casos -cualquiera sean las mayorías gobernantes- los 
contralores necesarios. 


Por lo expuesto, señor Presidente, me inclino por una soJu- 
ción que dé participación a mayorías y minorías en la decisión 
de la cnajenación -a que aquí se hace referencia, Para ello, 
sugeriría -y así lo hice cuando se me consultó- que se estable- 
ciera una mayoría de por lo menos cuatro miembros para 
tomar esta decisión, de tal manera que en los organismos, por 
ejemplo, de cinco o siete miembros, constituyen mayorías y, 
los de cinco, la seguridad de que las minorías van a participar 
también de una decisión, garantizando para todos -los que hoy 
son Gobierno y los que son oposición- la posibilidad de deci- 
dir cuando se trata de enajenar bienes de los Servicios Des- 
centralizados o de los Entes Autónomos. 


Queda en pie la pregunta de si -como parecería lógico- 
estamos también reformando la ley que implica la vigencia de 
la Carta Orgánica del Banco de la República. 


Personalmente, en cualquiera de los casos, me inclino por 
establecer por lo menos una mayoría de cuatro para decidir cn 
cuestiones tan importantes, como por ejemplo la enajenación 
de inmuebles de los Servicios Descentralizados y de los Entes 
Autónomos de! Estado. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: voy a comen- 
zar por hacer dos puntualizaciones o aclaraciones si se quiere 
de orden casi formal o de procedimiento. 


En primer término -como recién señalaba el señor senador 
Pereyra- hubo una propuesta de que este proyecto volviera a 
Comisión, pero como se votó la alteración del orden del día, 
dicha propuesta no alcanzó a ser votada por el Senado. Sin 
embargo, en la reunión de la Comisión de Constitución y 
Legislación siguiente a esa sesión del Senado -y en el entendi- 
do de que se había advertido una especie de consenso en que 
volviera a Comisión para buscar alguna solución- sc trató cl 
punto -de manera informal- y a raíz de ello surgió csa nueva 
redacción a la que dio lectura el señor senador Cadenas Boix 
y que había sido sugerida por el señor Presidente del Senado. 


De modo que, repito, no se votó en el Senado la vuelta del 
proyecto a Comisión. Sí hubiera una propuesta cn tal sentido, 
adelanto desde ya que la acompañaríamos. 
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Por otra parte, con respecto a la fórmula que se elaboró, cn 
ese tratamiento informal a que el señor senador Cadenas Boix 
acaba de hacer referencia, manifestamos que no cambia el 
contenido de fondo de) proyecto enviado por el Poder Ejecuti- 
vo. Es decir, se trata de una propuesta que mantiene el régi- 
men de mayorías simples para la venta de inmucbles; y el 
concepto de que esos inmuebles erán los absolutamente pres- 
cindibles ya venía en el proyecto original. Esto se puede ad- 
vertir en la primera página del Repartido N* 58, que es el que 
trae el Mensaje y el proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Allí 
se hace referencia, exactamente, al Decreto-Ley N* 14,982, y 
habla de la venta “a título oneroso y mediante licitación, pú- 
blica o restringida, los bienes inmuebles de propicdad de di- 
chas entidades que se consideraren absolutamente innecesa- 
rios para cl cumplimiento de sus fines”. De manera que todo 
esto ya estaba, repito, en la propuesta que hacía el Poder 
Ejecutivo. 


En segundo lugar -y esta sería la otra puntualización- Jo 
que en realidad es de importancia es el tema de qué mayoría 
se requerirá para que un Organismo Descentralizado, ya sea 
un Ente Autónomo o un Servicio Descentralizado -siempre 
que sean industriales o comerciales- pueda vender inmucbles. 


Esta puntualización no sólo tiene que ver con el fondo del 
tema sino hasta con una cuestión gramatical y que si bien por 
razones de tiempo podría prescindir de scñalarla, no lo haré 
por tencr alguna manía cn esa matcria. Aquí se habla del 
quórum requerido en los Directorios para la enajenación de 
inmuebles, cuando debiera hablarse de las mayorías. No se 
trata de un error de confección de la Carpeta, sino, incluso, de 
la exposición de motivos del Poder Ejecutivo, que también 
hace referencia al quórum, Ello figura en el segundo párrafo 
de la página dos de la mencionada exposición de motivos, 
cuando es sabido que “quórum” es el número de miembros 
necesario para reunirse mientras que la “mayoría” es la canti- 
dad de miembros necesarios para decidir. Pido excusas al 
Cuerpo por este desahogo puramente semántico. 


En lo que respecta al fondo del tema, él se relaciona con el 
hecho de si se puede apoyar un proyecto, que por la vía de 
derogar un decreto-ley que exigía la unanimidad, establece 
que las mayorías de un Directorio pueden enajenar inmucbles. 
Debemos decir que estamos en contra de que eso pueda ocu- 
rrir; creemos que esa mayoría simple no solamente va a ser la 
que decida la venta, sino que también -y así surge del texto 
del proyecto- será la que va a decidir sí se trata de un inmuc- 
ble absolutamente prescindible o no. 


Si hubicra una manera de asegurarse de que no se iba a 
declarar por mayoría simple, sino porque el Directorio entero 
considera que es absolutamente prescindible, y entonces ahí 
jugara la mayoría simple, sería otro tema; sin embargo, resulta 
que la mayoría simple es la que en los hechos decidiría tam- 
bién -sj este proyecto se aprobara- la prescindibilidad o no del 
inmucble para una empresa pública del Estado. 


Voy a manejar un ejemplo por el cual, aunque la venta de 
un inmucble no significa en sí misma la aplicación de una 
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teoría económica de privatizaciones -que, como es sabido, 
nosotros no compartimos- es posible que la facilite o que, 
algún modo, sirva de vehículo para ella. Voy a referirme al 
caso de AFE. Como es notorio, allí se dictaron, en el período 
pasado, normas a mi juicio ilegales, porque por vía adminis- 
traliva se suspendieron actividades que están comprendidas en 
la Ley Orgánica de AFE, y que figuran como principales. 


Desde luego que suspendido el transporte de pasajeros de 
AFE, hay una cantidad de inmucbles de esa Administración 
que se podrían considerar absolutamente prescindibles, como 
por ejemplo, las estaciones ubicadas en lugares donde sólo se 
realiza transporte de pasajeros. Entonces, una mayoría simple 
del Directorio, fundándose en la prescindibilidad de esos in- 
muebles podría decidir su venta, Y si dentro de un tiempo se 
entendiera que no fue correcto -en ese sentido hay algunos 
planteos que no están totalmente resueltos- que por vía admi- 
nistrativa se dejara de llevar a cabo una actividad establecida 
por la Ley Orgánica de AFE, ¿qué es lo que pasaría con csos 
inmuebles vendidos sin las mínimas garantías de que una ma- 
yoría del Directorio hubiera podido proceder de tal modo? 


Hc mencionado el ejemplo de AFE, no porque lo conside- 
re siquiera el más ilustrativo, pero sí creo que demuestra que 
la venta de inmuebles, sin ser una manera de privalizar cm- 
presas públicas, puede resultar un vehículo que facilite la apli- 
cación de una tesis económica que se puede sostencr, pero con 
la cual estamos radicalmente en desacuerdo. 


Frente a csa argumentación que formulé en el seno de la 
Comisión de Constitución y Legislación, un distinguido juris- 
ta integrante de esa Comisión decía que de algún modo signi- 
ficaba imputar desviación del poder al proyecto; es decir, 
imputarle una figura que en términos técnicos implica dictar 
actos con apariencia de regularidad pero con finalidades o 
designios espurios, ajenos a los objetivos del servicio. No digo 
que sea así; no señalo que haya desviación de poder en esto 
proyecto, porque no hay en él ningún disimulo. La desviación 
de poder siempre supone el disimulo, es decir, hacer aparecer 
cl acto como correcto pero actuando, por parte de quien lo 
dicta, con una finalidad espuria. Reitero que nosotros no alir- 
mamos eso. Lo que decimos, concretamente, es que esta venta 
de inmuebles decidida por una mayoría tan sencilla de obte- 
ner, facilita la aplicación de una tesis económica contra la que 
hemos luchado y argumentado y sobre la que ya nos hemos 
pronunciado. 


Finalmente, es importante tener presente que hay cuatro 
procedimientos previstos en nuestra Constitución para integrar 
los Directorios de los Entes Autónomos, pero el que se aplica 
en la práctica es el de la designación política, realizada por cl 
Poder Ejecutivo con venia del Senado, lo que supone que en 
los Directorios existan distintas fuerzas políticas, unas mayo- 
ritarias y otras minoritarias. En este período -y no lo conside- 
ramos un acierto pero así ha ocurrido- se ha vuelto a lo que cn 
una época se ha Hamado el “tres y el dos”. Algunas veces se 
usó esa expresión con sentido peyorativo, pero en el período 
pasado se contestaba diciendo que ya no cra el sistema del 
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“tres y dos” porque en determinados Entes Autónomos había 
también algún representante del Frente Amplio, por lo que 
entonces pasaba a ser del dos y uno, 


Existe una creencia popular en el sentido de que el artículo 
187 de la Constitución sólo prevé ese procedimiento. Sin em- 
bargo, incluye otros que nunca se aplican, como el sistema 
elcctivo o el que establezca la ley. El hecho concreto es que la 
propuesta que aparece aquí, no en términos de posibilidades 
jurídicas del deber ser, como dirían los autores, sino en térmi- 
nos de hechos reales, del ser, de la realidad, implica que un 
sólo partido político va a poder decidir la venta de los bienes 
inmucbles, solución que no consideramos buena para el país. 
En algunos casos, los inmuebles de las empresas públicas son 
su imagen. Y la decisión acerca de su prescindibilidad o im- 
prescindibilidad va a ser tomada, si este proyecto se aprobara, 
por la mayoría. 


SEÑOR SANTORO. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


- SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: cuando el señor 
senador Korzeniak realiza su exposición en materia constitu- 
cional, lo escuchamos con solaz espiritual, porque aunque no 
fuimos estudiantes brillantes en lo que a esa materia se refie- 
rc, siempre tuvimos vocación de aumentar nuestros conoci- 
mientos al respecto. 


El señor senador Korzeniak ha realizado una exposición 
muy técnica referida al sistema a aplicar en el caso de enaje- 
nación de inmuebles que se consideren prescindibles por parte 
de los organismos descentralizados, y ha incursionado tam- 
bién en lo que tiene que ver con el sistema de designación de 
los integrantes de Entes Autónomos y con los modos que 
habilita nuestra Constitución para que tal cosa se realice. 


Naturalmente, la Constitución no establece una determina- 
da integración de los Entes Autónomos. El sistema gira en 
torno al número de votos que se necesita en el Senado para 
otorgar la venia. Recordamos que durante el debate sobre la 
Constitución de 1966, cuando se trató la reforma constitucio- 


" ná, uno de los temas que dividió en forma muy intensa a los 


hombres que integraban en aquel momento el Parlamento fue 
precisamente el número de votos que se requerían en el Sena- 
do de la República para proceder a la designación de los 
miembros de los Entes Autónomos. La discusión acerca de si 
se debía optar por los dos tercios o los tres quintos, fue uno de 
los elementos más polémicos. En cl seno de mi partido, el 
Partido Nacional, provocó una profunda división. 


A pesar de la exposición del señor senador Korzcniak y 
del acopio de información, señalamos que en la base de toda 
esa estructura constitucional hay un sistema de mayorías, por- 
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que en un régimen democrático como el nuestro, las mayorías 
son esenciales para posibilitar, en la función del gobierno, la 
aplicación de directivas consiguientes, para tomar las decisio- 
nes y tratar de aplicarlas y para enviar proyectos de ley y 
lograr que los mismos se aprueben. Con relación a los Entes 
Autónomos, ese criterio de las mayorías también existe. 


Creemos que no es ninguna cosa desdorosa o que hiera en 
forma tremenda los textos constitucionales el hecho de que las 
mayorías resuelvan en los Entes Autónomos. En este sentido, 
se nos ocurre preguntar si hay aprensión en relación a que las 
mayorías resucivan la enajenación de bienes inmuebles que se 
declara innecesaria, absolutamente prescindible. Se dice que 
tal cosa no es conveniente que ocurra, porque la enajenación 
queda en manos de esa mayoría. Pero, entonces, ¿no queda en 
manos de uno solo de los miembros del Ente Autónomo, en la 
redacción actual, la posibilidad de la enajenación? ¿Allí existe 
el criterio de la mayoría, o incide un criterio que tiene un 
carácter casi subversivo, es decir, que la minoría sca la que 
resuelve, porque si no hay unanimidad no existe la posibilidad 
de enajenar? 


Quisiéramos ver en qué forma se puede superar, con razo- 
namientos, esta objeción que formulamos, o sea, si no hay una 
verdadera modificación que toda nuestra estructura constitu- 
cional admita, cuando se permite que un solo integrante del 
Ente Autónomo sea el que resuelve si se procede o no a 
enajenar un bien inmueble. 


Muchas gracias, señor senador, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - En primer lugar, agradezco los 
excesivamente gencrosos conceptos que el señor senador ha 
vertido -y lo hace con frecuencia- al referirse a mis presuntos 
conocimientos del Derecho Constitucional. 


En segundo término, destaco que yo no he dicho que la so- 
lución de la mayoría sea contraria a la Constitución; simpic- 
mente he dicho que es una solución inconveniente y que noso- 
tros nos oponemos a ella, En este sentido, pienso que he sido 
muy claro. 


En tercer lugar, deseo manifestar que estoy absolutamente 
de acuerdo con el señor senador Santoro en cuanto a que la 
democracia tiene como uno de sus principios que las mayorías 
toman decisiones. Esto arranca desde aquella confusa frase 
-pero sabia- “de Ja voluntad general” de Rousscau, que hoy 
día y no sé por qué razón ha sido tan atacada. Al parecer, en 
estos tiempos, también es moda atacar a Rousseau. Desde ese 
momento, la democracia sabe que las mayorías deciden, pero 
también es cierto que, en determinadas circunstancias, la 
Constitución, las leyes, las democracias, buscan que Csas rc- 
glas de las mayorías tengan sus atenuaciones. No es ninguna 
casualidad -y el señor senador Santoro lo señalaba- que cl 
artículo 187 de la Constitución, para los Directorios que no 
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sean electivos, haya buscado una solución en la que el Senado 
no se puede pronunciar si no es por una mayoría muy califica- 
da, es decir que se trata de una excepción a la situación de 
aquélla. ¿Por qué csto es así? Porque el Derecho -y, en defini- 
tiva, éstas son normas de Derecho- tiene una tensión muy 
especial con la realidad, como decía algún muy distinguido 
autor, o porque entre la normatividad y la normalidad debe 
haber una relación muy estrecha o, porque como decía otro, 
entre la hoja de papel, que es la Constitución, y la realidad, 
debc buscarse que se entremezclen las cosas todo lo posible 
porque si no no funciona. 


Entonces, todos estamos de acuerdo -y no tenemos ningu- 
na duda- en que la democracia debe regirse por las reglas de 
la mayoría, Pero, también es una solución muy generalizada 
que, cn determinadas circunstancias, se busquen mayorías es- 
peciales para que, precisamente, las mayorías simples no scan 
las que decidan. Esto ha ocurrido con mucha frecuencia en 
nuestro país en matería de Entes Autónomos. 


Quicro destacar que, además de la situación que señalaba 
cl señor senador Pereyra cn relación a la venta de inmucbles 
por parte del Banco República, hay otras Cartas Orgánicas de 
Entes Autónomos comerciales e industriales que también tie- 
nen previstas normas especiales en este sentido. Inclusive, 
hasta se podría hacer una recopilación de algunas de ellas. 


Quiere decir que lo que debemos decidir es si estamos de 
acuerdo en que la mayoría simple -y vamos a llamarla así por 
una razón de comodidad en nuestra exposición- sca la que 
pueda vender los inmuebles, que es lo que sG propone, O si por 
el contrario, buscamos alguna fórmula que permita otra solu- 
ción. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto se la voy a 
conceder señor senador, aún cuando me quedaría por respon- 
der una pregunta concreta que el señor senador Santoro me 
formuló en torno al régimen de la unanimidad, que se refería 
a esa especie de veto de un solo Director, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Simplemente, es para hacer 
una aclaración. El señor senador Korzeniak habla de mayorías 
simples en el sentido de que son las necesarias para la enaje- 
nación de los inmuebles. 


De acuerdo con el inciso segundo, se requiere una mayoría 
absoluta, cs decir, la mayoría de los miembros del Directorio. 
Quiere decir que, como mínimo, se van a necesitar tres, lo que 
no constituye una mayoría simple. Repito que se trata de la 
mayoría de los miembros de ese Directorio. 


Muchas gracias, señor senador. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Es cierto lo que dice el señor 
senador Cadenas Boix y por esa razón, cuando hablé de “sim- 
ple” agregué a continuación “para facilitar la exposición”. 


Concretamente, en un Directorio integrado por cinco per- 
sonas, deciden tres que, en gencral -y puede que no sca así- 
pertenecen a un solo partido político. No digo que esto sea 
inconstitucional, porque cuando se hablaba del tres y dos, 
tampoco era obligatorio para el Poder Ejecutivo nombrar tres 
de un partido y dos de otro; podía nombrar del partido que 
quisiera. Pero la realidad nos mostraba eso, esa debida tensión 
que habitualmente existe entre el Derecho y la realidad con- 
ducía a csa solución, cosa que hoy día también ocurre, ya que 
una prueba de ello es la que seguramente vamos a tener en la 
integración de todos los Entes Autónomos. 


Por otra parte, debemos referirnos al tema que el señor 
senador Santoro plantcó en último término, es decir, cómo 
admitir que en un sistema que presume y quiere seguir reglas 
democráticas, al exigírsele la unanimidad -que es el régimen 
establecido por el decrcto-ley vigente- un solo miembro de un 
Directorio puede impedir por su sola voluntad que se venda 
un inmueble. Creo que ésta es la pregunta que motivó que en 
el Senado se propusiera -y lo hizo precisamente la bancada 
del Frente Amplio- la vuelta a Comisión del tema, a fin de 
buscar una fórmula que no permitiera que miembros de un 
solo partido político -en un Directorio habitualmente integra- 
do por más de uno de aquellos- pudieran vender los inmue- 
bles. Además, que en su seno se estudiara una solución que 
sorteara las dificultades lécnicas, de heterodoxia, cn cuanto a 
que sea la unanimidad la que rija, y que representantes de un 
solo partido político no pudicran realizar la venta de un in- 
mucble. 


Desde luego, si se considera que existen criterios tan obje- 
tivos como para determinar la prescindibilidad de los inmuc- 
bles, y si no se considerara que existen dos teorías económicas 
claramente distintas como modelos para este país, éste no 
sería un problema de imporiancia. 


Pero dándose estas dos premisas -que, objetivamente, pa- 
recen existir- el proyecto en general será votado en contra por 
el Frente Amplio. Y si de las palabras del señor senador Pe- 
reyra debe entenderse que estaba proponiendo formalmente su 
pase o vuelta a Comisión nosotros no tenemos ninguna oposi- 
ción que formular al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia, en virtud de ha- 
ber sido aludida por el señor senador Cadenas Boix, quiere 
explicar cuál fue su intervención en este asunto, en oportuni- 
dad de asistir, con voz pero sin voto, al seno de la Comisión 
de Constitución y Legislación, como lo hace habitualmente. 
En tal ocasión, consideró que era el espíritu de este Cuerpo 
que se considerara nuevamente este proyecto en dicha Comi- 
sión. j 
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En aquel ámbito se deliberó sobre el tema, no llegándose a 
un acuerdo, pero sí a percibir la inconveniencia del texto 
propuesto por el Poder Ejecutivo, en cuanto hace una modifi- 
cación de otro texto legislativo vigente, cuyo tenor o conteni- 
do se desconoce por quien lee este proyecto de ley y la even- 
lual lcy futura, si es que llega a ser sancionado. En ese enten- 
dido y por razones de buena técnica legislativa, fuc que volvi- 
mos a redactarlo transcribiendo, con leves variantes de redac- 
ción, el texto originario, que no habíamos antes tenido a la 
vista. A pesar de que ello consta en el Mensaje del Poder 
Ejecutivo -como ya lo expresara el señor senador Korzeniak- 
ahora queda claro que la modificación propuesta se refiere 
únicamente a aquellos inmuebles que se consideren absoluta- 
mente innecesarios para los Entes de que se trate. Por último 
-y aunque esto suponga hacer una consideración de fondo so- 
bre el problema- creemos que es realmente difícil defender la 
regla de la unanimidad para adoptar decisiones en un Ente 
Autónomo, en un Servicio Descentralizado o donde sea. Esta 
regla de la unanimidad, la hemos bautizado como antidemo- 
crática hace más de veinte años, en ocasión de escribir un 
trabajo jurídico, cuando el Poder Ejecutivo de la época desti- 
tuyó a nuestro distinguido ex compañero del Cuerpo, el doctor 
Enrique Martínez Moreno como integrante del Directorio del 
Banco Hipotecario, simplemente por el hecho de que no vota- 
ba con la mayoría y siempre era un voto discorde. 


Aquí, en el Senado, jamás se ha exigido la regla de la 
unanimidad y desafío, buena y correctamente, a que alguien 
me señale un solo caso en el “librito” -como lo llamaba Fruc- 
tuoso Rivera- es decir, en que la Constitución de la República, 
para tomar alguna decisión, exija la unanimidad. De igual 
modo, por ejemplo, la Suprema Corte de Justicia declara la 
inconstitucionalidad de las leycs sin que se requiera la unani- 
midad de votos de sus cinco miembros; lo mismo ocurre con 
el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, que declara la 
ilegalidad de los actos administrativos y los anula, sin que 
tampoco se necesite la unanimidad de votos de sus integran- 
tos. 


Por lo tanto, es irrazonable, como lo exigía este decrelo- 
ley de la dictadura, que para vender un inmueble prescindible, 
cualquicra sca, de un Ente Autónomo, se requiera la unanimi- 
dad de votos de sus miembros. 


SEÑOR BATALLA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BATALLA. - Creo que, en realidad, la unanimi- 
dad no es defendida por nadie. Los que en su momento hemos 
planicado nuestras discrepancias con las soluciones surgidas 
del proyecto en consideración, lo hicimos en el entendido 
-diría que, inclusive, con los pies sobre la tierra- de que en el 
país existe un esquema de privatizaciones que, en nuestro 
concepto, es deseable, pero que si es resuelto, consideramos 
que ello debe hacerse no sólo por parte de un partido político. 
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Hemos señalado más de una vez que el tema de las privati- 
Zaciones no puede ser resuelto, reitero, ni por un partido polí- 
tico ni por la coincidencia, porque tiene tal incidencia en el 
[uturo del país que integra lo que podríamos llamar la política 
de Estado, es decir, una visión global de la República. 

Soy muy respetuoso de las mayorías y entiendo que, ob- 
viamente, dentro de la democracia ellas son las que gobicr- 
nan. Sin embargo, el tema tiene tanta trascendencia, que cs 
deseable además que para resolverlo no exista sólo una mayo- 
ría simple, absoluta o la perteneciente a un determinado parti- 
do, sino que también se deben asumir otras responsabilidades. 


No nos hemos referido -ní tampoco está cn el ánimo de lo 
planteado por los señores senadores Singlet, Pereyra y Korze- 
niak- a que se deba mantener la unanimidad en las decisiones, 
pero sí nuestro desco es el de que se establezcan mayorías 
especiales. 


Con respecto al tema, en concreto, pienso que ya cxistían 
algunos problemas y que hoy se han agregado algunos otros. 
Tal como lo ha señalado el señor senador Pereyra, este asunto 
-pese a que la Comisión de Constitución y Legislación cxami- 
na en profundidad todos los proyectos que a ella llegan- aun 
habiendo derogado una disposición de la dictadura -cada uno 
tiene su cuota de responsabilidad y quien habla asume la 
suya- no lo tratamos en su debida dimensión. 


En lo que hace a la modificación eventual de la Carta 
Orgánica del Banco de la República, debo decir que también 
tenemos que examinarlo en profundidad. 


En general, quienes integramos las Comisiones, somos 
contrarios a que un tema vuelva a ellas, pero en este caso creo 
que es deseable que suceda porque, además -las posiciones ya 
están tomadas- sería bueno ver si podemos llegar a una solu- 
ción en la que, con mayorías especiales, se alcance un acucr- 
do y si no, se seguirá adelante, tratando de estudiar minucio- 
samente la Carta Orgánica del Banco de la República y, en la 
próxima sesión de este Cuerpo, se considerará este asunto, 
ubicándolo en el primer punto del orden del día de la sesión 
del 1? de agosto. 


Pienso que no es urgente resolver este tema en la tarde de 
hoy. Aquí existen posiciones encontradas que no responden a 
teorías, sino a distintas actitudes frente a una realidad que se 
ha planteado en el país. En ese sentido -y lo reconozco- desco 
que no haya simplemente la posibilidad de que un solo partido 
y la mayoría, en cada uno de los Entes, resuelvan un determi- 
nado aspecto. Áspiro a que se establezcan, repito, mayorías 
especiales y no la unanimidad. 


Por lo expuesto, considero que la moción presentada por cl 
señor senador Pereyra, en el sentido de que el asunto vuclva a 
Comisión y se incluya en el orden del día de la primera sesión 
del mes de agosto, en definitiva, resuelve bien todo csto. Si 
este tema provoca algo más de discusión cen el seno de la 
Comisión, ello será compensado con un menor debate en cl 
Plenario del Cuerpo. 


CAMARA DE SENADORES 


€.S.-211 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia interpreta que las 
palabras pronunciadas por el señor senador Batalla represen- 
tan una moción de orden, en el sentido de que el asunto 
vuelva a Comisión. 


SEÑOR BATALLA. - La moción ya fue presentada por el 
señor senador Pereyra; sin embargo, adhiero a ella. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene Ja palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: se nos ha ocurri- 
do hacer una variante en la propuesta de los señores senadores 
Batalla y Pereyra, en el sentido de que el tema se mantenga en 
el orden del día de la próxima sesión del Senado y si es 
posible como primer punto. Me refiero a la sesión del día 1* 
de agosto, teniendo en cuenta que, desde nuestro punto de 
vista, no vemos que posibilidades existirán de que se alcance 
una redacción -en el seno de la Comisión- que supere las 
distintas observaciones formuladas. 


Creemos que en el lapso que resta entre el día de la fecha 
y el 1? de agosto, podríamos encontrar, sin necesidad de que 
el tema vuelva a Comisión, alguna solución a este asunto, tra- 
tando de proporcionar la habilidad suficiente para que este 
proyecto sea aprobado. 


En definitiva, la variante que planteamos es en el sentido 
de que, reitero, este asunto sca tratado en la primera sesión del 
mes de agosto, incluyéndolo como primer punto del orden del 
día. Consideramos que esta opción posibilitará un tratamiento 
más rápido, sin que el proyecto de ley vuelva a Comisión, 
hecho que daría la impresión de que el Senado lo ha rechaza- 
do y, por lo tanto, dispone que él sea redactado nuevamente, 


SEÑOR BATALLA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BATALLA. - No tengo inconveniente en aceptar 
la variante planteada por el señor senador Santoro; sin embar- 
go, desconozco la opinión del señor senador Pereyra, con 
quien comparto la moción de orden. 


Lo que buscamos con este pase a Comisión del proyecto 
de ley, es que sea posible llegar a una solución. 


Reitero que no tengo inconveniente en que cl asunto se 
mantenga en el orden del día y, además, declaramos que en lo 
personal trataremos de ver la posibilidad de llegar a un acuer- 
do. 


SEÑOR RICALDON!L. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 
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SEÑOR RICALDONI. - Puede ser que mis recuerdos so- 
bre lo tratado en Comisión sean equivocados. Creo que - 
alguna medida, la responsabilidad deriva de un hecho iínvo- 
luntario y es que recién en este momento -por lo menos en lo 
que a mí respecta- tengo oportunidad de leer el proyecto susti- 
tutivo de la Comisión, al que hacía referencia el señor Presi- 
dente. Mi recuerdo -y voy a lcer este proyecto que no figura 
en el repartido- es que esto fue aprobado por unanimidad cn la 
Comisión de Constitución y Legislación. 


SEÑOR KORZENIAK. - No es así, señor senador. 


SEÑOR RICALDONI. - No tengo ningún inconveniente, 
señor Presidente, en que este asunto sea trasladado a otra 
sesión o a la Comisión, porque creo que esto forma parte de lo 
que es habitual en el trabajo parlamentario. Asimismo, consi- 
dero -tal como se ha dicho en Sala- que va a ser difícil que el 
regreso a Comisión de este proyecto modifique los puntos de 
vista que tenemos, por lo menos, tos miembros de la Comi- 
sión. 


Si el señor Presidente, en algún momento -quizás yo esta- 
ba ocupado en otro tema- dio lectura al proyecto sustitutivo... 


SEÑOR PRESIDENTE. - En realidad, quien leyó el pro- 
yecto sustitutivo fue el señor senador Cadenas Boix. 


SEÑOR RICALDON!. - Entonces, le hago gracia al Cuer- 
po de volverlo a leer. De todas formas no se puede sostener 
que con esta redacción, se estén menoscabando, en alguna 
forma, las garantías del patrimonio del Estado. Digo más, 
señor Presidente; aquí se ha citado la Constitución y las citas 
son correctas, pero, es importante recordar que hay mecanis- 
mos de contralor de la gestión de los Entes Autónomos que 
corren por cuenta del Poder Ejecutivo; y también existen me- 
canismos parlamentarios para observar el control que ejerce o 
deja de ejercer el propio Poder Ejecutivo. Asimismo, me 
sumo a la opinión de aquellos que piensan que esta búsqueda 
de unanimidades en los Directorios de los Entes Autónomos o 
de mayorías mucho más amplias que las mayorías absolutas, 
conspira contra lo que es la buena marcha de la dirección y 
administración de los Entes Autónomos. 


Pienso que esta fórmula sustitutiva que Icyó el señor sena- 
dor Cadenas Boix tiene que dejar tranquilo a todo el mundo. 
De todas formas, señor Presidente, repito que estamos frente a 
la postergación de un asunto que en lo que a mí respecta no 
creo que vaya a significar algo más que una simple posterga- 
ción, sin cambios de opinión. Todas las opiniones son respeta- 
bies pero este tema ha sido suficientemente discutido dentro y 
fuera de este ámbito y no creo que exista la posibilidad de que 
algún ángulo nuevo sobre este tema modifique mayorías y 
minorías que eventualmente puedan existir. 


Naturalmente, señor Presidente, dentro de este escepticis- 
mo, manifiesto que voy a acompañar esta solicitud porque 
creo que ello forma parte de una sana cortesía parlamentaria. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Creo que la propuesta que ha hecho 
el señor senador Santoro no modifica la que habíamos plan- 
teado con el señor senador Batalla. Si bien nosotros admitía- 
mos que se estudiara en Comisión, solicitábamos que también 
figurara como primer punto del orden del día en la primera 
sesión ordinaria del mcs próximo. O sea, que en definitiva es 
la misma propuesta del señor senador Santoro. 


La permanencia de este punto en el orden del día, creo que 
ticne que implicar -naturalmente respeto la opinión del señor 
senador Ricaldoni- un nuevo estudio del mismo en la Comi- 
sión respectiva. Digo esto porque cuando he hablado de que 
aquí entramos a modificar la Carta Orgánica del Banco de la 
República, nadie me ha manifestado que esté equivocado. Por 
el contraria, el señor senador Korzeniak señaló que existían 
Cartas Orgánicas de otros organismos del Estado que también 
resultarían modificadas. Creo que este aspecto no fue tenido 
en cuenta por la Comisión y si estoy equivocado me gustaría 
que me explicaran si fueron escuchados los organismos que 
aparecen con sus Cartas Orgánicas modificadas por este pro- 
yecto y qué opinión dieron al respecto. Pienso que este es un 
aspecto que la Comisión tendría que reestudiar, 


Asimismo considero que los argumentos que aquí sc han 
sostenido, por lo menos en lo que a mí respecta, no son co- 
rrectos porque en ningún momento he sostenido que sea nece- 
saria la unanimidad de Jos integrantes de los organismos, sino 
una mayoría especial. Por ejemplo, una mayoría especial la 
constituirían cuatro miembros, con lo cual en la decisión de 
los Directorios de cinco miembros tendrían participación, in- 
tervendrían dos fuerzas políticas, la del Gobierno y la de la 
Oposición. 


Pienso que este aspecto debe ser mirado más allá de las 
actuales circunstancias porque la renovación periódica de los 
Gobiernos y la permanencia deseable de las normas jurídicas 
hace que las mayorías y las minorías sean distintas según cuál 
sca el resultado electoral. Es por esto que considero que una 
mayoría de cuatro miembros asegura la participación de las 
más importantes fuerzas del Gobierno y de la oposición. 


Finalmente es necesario precisar la expresión “absoluta- 
mente prescindibles” porque, por ejemplo, mañana podría dar- 
se cl caso de que se sostuviera -no quiero decir que esto esté 
presente en el pensamiento de quienes auspicien este proyec- 
lo- que como las contabilidades que se han exhibido última- 
mente, pertenecientes a reparticiones de organismos descen- 
tralizados o Entes Autónomos -tal el caso de El Espinillar- 
demuestran que existen pérdidas, estos son prescindibles. 
Como el alcohol se puede conseguir en otro lado puede ser 
prescindible y, entonces, con la simple mayoría, con la deci- 
sión de un solo partido se está comprometiendo el destino de 
un organismo cuya existencia o enajenación es muy polémica, 


Pienso que tenemos que tener presente que aquí lo de 
“absolutamente prescindibles” es un concepto que puede va- 
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riar según el enfoque que se le dé. Podría ocurrir que mañana 
UTE considerara que a causa del deterioro -esto lo he demos- 
trado en algún momento en Sala- que tiene la Represa de Pal- 
mar, se resolviera venderla porque cl país puede vivir con un 
poco menos de energía. Pienso que esto no puede hacerse con 
la voluntad de una sola fuerza política de las que imegran cl 
panorama de la vida política y administrativa del Estado. 


Desearía, entonces, que estos puntos fueran analizados en 
Comisión, se mantenga o no el tema en el orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia interpreta que cs 
clara la posición del señor senador Pereyra que cs uno de los 
mocionantes, en el sentido de que cl proyecto vuelva a Comi- 
sión. Por consiguiente, como esta moción se presentó con 
anterioridad, es la que corresponde poner a votación, 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor scna- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Con todo el respeto 
que me merece el señor senador Pereyra quisiera hacer algu- 
nos comentarios al respecto. 


En primer lugar, creo conveniente recordar que cl proyec- 
to original, o sea el que la Comisión trajo a consideración del 
Cuerpo, vino con la aprobación unánime de los miembros de 
la Comisión. 


En segundo término es importante señalar que cuando sc 
produjo en Sala el planteo inicial del señor senador Korzeniak 
en el sentido de que el tema volviera a Comisión, y si bien el 
mismo no prosperó, la comisión informalmente discutió por 
segunda vez, En esa oportunidad se volvieron a evaluar los 
pro y los contra y surgió una segunda posición dentro de la 
Comisión, en ese caso por mayoría, 


En consecuencia, a mi juicio, el enviar por tercera vez este 
proyecto a Comisión, creo que no tiene mayor sentido. Desco 
recalcar -aunque esto ya ha sido mencionado en Sala- que en 
el fondo estamos hablando de la posible venta de inmucbles 
que se consideren prescindibles y, por supuesto, siempre cabe 
pensar que esto puede ser tergiversado. 


De todas maneras, en el texto propuesto hay un acolamicn- 
to de las potestades que esa mayoría podría ejercer. 


Por otra parte, creo que tanto con el texto original como 
con el sustitutivo, quedan en pie, en todo su vigor, las potesta- 
des de fiscalización y contralor de las minorías; en nada se 
ven vulneradas con lo propuesto. Quienes mantenemos la po- 
sición reflejada en el texto, consideramos que no debe llevarse 
eso al extremo de conceder a las minorías, tanto a las actuales 
como las que puedan existir mañana, una suerte de capacidad 
de bloqueo de las decisiones. En definitiva, la integración de 
los Entes Autónomos se supone que refleja la votación del 
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cuerpo electoral, la que habilita el gobierno del país dentro de 
determinada estructura política. Señalo, asimismo, que si ana- 
lizamos el sistema constitucional a nivel departamental, ni 
siquiera tenemos esa presencia marcada de las minorías, dado 
que en este ámbito las mayorías están habilitadas a manejar 
los Gobiernos Departamentales con una mayor facilidad. 


Por último, señor Presidente, quisiera decir también que si 
bien es cierto, como decía el señor senador Korzeniak, que la 
exigencia de mayorías especiales no es desconocida en el 
régimen constitucional uruguayo, también debe admitirse que 
la exigencia de cuatro quintos -que es lo que se plantea en 
este caso- es algo que sale un poco de lo común en nuestros 
textos constitucionales y legales. 


SEÑOR CIGLIUTLI. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR PRESIDENTE. - Lamentablemente el señor sena- 
dor no podrá conceder interrupciones pues está hablando de 
una moción de orden; el solicitante sólo podrá hacerlo si pide 
la palabra. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Por mi parte he 
terminado, señor Presidente, 


SEÑOR CIGLIUTI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra cl señor sena- 
dor. 


SEÑOR CIGLIUTTI. - Los extremos estaban planteados en- 
tre la disposición anterior que otorgaba a la mayoría la facul- 
tad de enajenar inmuebles y la del Gobierno de facto, que 
estableció la unanimidad. En lo que me es personal -y creo 
que con este espíritu se encuentran varios colegas de nuestro 
Partido- no estoy de acuerdo con ninguno de los dos extremos. 
No creo que tenga que exigirse la unanimidad. Asimismo, no 
me parece que una medida de esa trascendencia e importancia 
pueda estar reservada sólo a la voluntad de la mayoría; tam- 
bién en los gobiernos municipales se exige quórum especial. 
Para enajenar inmuebles se necesitan tres quintos del total de 
componentes de la Junta Departamental, que son más de 16 y 
éstos conforman mayoría. Pero tres quintos son 18, cuando no 
19. En este caso cerco que sc deberían establecer los cuatro 
quintos o cuatro votos conformes, para decirlo más directa- 
mente. De ese modo, la garantía es completa, no sólo porque 
no se disminuye a la minoría la facultad de controlar, sino 
porque se le asigna también la de participar, con su voluntad y 
con su voto, en una resolución de mucha trascendencia para el 
Entc mismo y, en suma, para el Estado. Inclusive, cuando se 
va a categorizar el inmueble a vender y se van a dar las 
razones por las cuales se piensa en la enajenación, tampoco 
existe una pauta estricta y absoluta respecto de la cual no 
pueda equivocarse la mayoría. Por otro lado, cuando el señor 
senador Pereyra hacía alusión a lo que es totalmente innecesa- 
rio -concepto que debe ser precisado en su justo término- 
claramente se infiere que no siendo fácil tomar una resolución 
de cste tipo, la ley tiene que establecer ciertas garantías para 
asegurar la excelencia de esa resolución. En consecuencia, no 
veo otra mejor que la que dice relación a la necesidad de que 
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confluyan la voluntad de más de un partido a efectos de que 
ella pueda ser aprobada, 


Por lo tanto, señor Presidente, creo que el regreso a Comi- 
sión de este asunto puede dar oportunidad a que se corrija el 
texto y, en ese sentido, sería bueno que se estableciera que 
para disponer la enajenación se requirieren cuatro votos con- 
formes, 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia se siente en el 
deber de señalar que por la vía de la consideración de la 
moción de orden se está volviendo al fondo del asunto y que 
sobre una moción de orden no puede hablarse en más de una 
oportunidad por parte de cada señor senador. Por consiguien- 
te, y como no nos vamos a poner de acuerdo en este momen- 
to, lo que corresponde es votar la moción de orden del señor 
senador Pereyra para que el proyecto vuelva a Comisión y se 
mantenga, al mismo tiempo, como primer punto del orden del 
día de la próxima sesión ordinaria. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-28 en 29. Afirmativa. 


En consecuencia, el proyecto de ley vuelve a Comisión y 
se mantendrá como primer punto de la próxima sesión ordina- 
ría. 


11) CONVENCION DE VIENA SOBRE EL DERECHO 
DE LOS TRATADOS ENTRE ESTADOS Y ORGA- 
NIZACIONES INTERNACIONALES O ENTRE OR- 
GANIZACIONES INTERNACIONALES. Se aprueba 
la adhesión de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figura en segundo término del orden del día: “Discusión 
general y particular del proyecto de ley por el que se aprueba 
la adhesión de la República a la Convención de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados entre Estados y Organizaciones Inter- 
nacionales o entre Organizaciones Internacionales. (Carp. 
N? 1263/88 Rep. N* 74/90)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1263/88 
Rep. N* 74/90 
PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 
Relaciones Exteriores 


Montevideo, 20 de marzo de 1990. 


Señor Presidente 
de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo 
a fin de reiterar el Mensaje de fecha 3 de noviembre de 1988, 
que se transcribe, por el que se solicita la aprobación del 
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proyecto de ley por el que se aprueba la adhesión de la Repú- 
blica a la Convención de Viena sobre el Derecho de los Trata- 
dos entre Estados y Organizaciones Internacionales o entre 
Organizaciones Internacionales, al permanecer vigentes para 
los intereses de la República, los mismos fundamentos que en 
su oportunidad ameritaron su envío. 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a cse Cuerpo 
a fin de someter a su consideración el adjunto proyecto de ley, 
por el que se aprueba la adhesión de la República a la Con- 
vención de Viena sobre el Derecho de los Tratados entre Esta- 
dos y Organizaciones Internacionales o entre Organizaciones 
Internacionales, concluida en Viena el veintiuno de marzo de 
mil novecientos ochenta y seis. 


Este instrumento jurídico tiene sus orígenes en un maridato 
de la Asamblea General de la Organización de las Naciones 
Unidas del año 1982 por el que se decide la conclusión de una 
convención internacional basada en el proyecto de artículos 
sobre el derecho de los tratados entre Estados y Organizacio- 
nes Internacionales o entre Organizaciones Intemacionales, 
aprobado por la Comisión de Derecho Internacional en su 342 
Período de Sesiones. Este proyecto se elaboró sobre la base de 
los informes del ilustre profesor francés Paul Reuter, que fue 
y es miembro de la Comisión de Derecho Internacional de las 
Naciones Unidas, y que siguió el método y la estructura de la 
Convención de Viena de 1969, elaborada, a su vez, en base a 
los informes del Relator Especial, Sir Humphrey Waldock. 


Convocada una Conferencia de Plenipotenciarios en Vicna 
en el año 1986, se reunieron noventa y siete delegaciones de 
Estados y de Organizaciones Intergubemamentales de diversa 
índole, manejándose como propuesta básica el ya citado pro- 
yecto de artículos de la Comisión de Derecho Internacional 
junto a las observaciones escritas formuladas sobre dicho pro- 
yecto por los Gobiernos y las principales organizaciones, así 
como observaciones formuladas verbalmente en la sexta co- 
misión durante varios períodos de la Asamblea General. 


Con una estructura similar a la Convención de Viena sobre 
el Derecho de los Tratados de 1969 de la que la República es 
parte desde el 19 de abril de 1982, según el Decreto-Ley 
N? 15.195, la presente adecua las normas en materia de dere- 
cho de los tratados al ámbito creado por la relación entre los 
Estados y las Organizaciones Internacionales y las que pudie- 
ran surgir entre éstas. Ello se desprende claramente del alcan- 
ce olergado a la Convención de referencia por el Artículo 1%, 
al establecer que ella será aplicada a los tratados entre uno o 
varios Estados y una o varias Organizaciones Internacionales 
y alos tratados entre Organizaciones Internacionales. 


La definición de los términos empleados es de igual tenor 
a la de la Convención del año 1969, salvo en lo que respecta a 
la inclusión del concepto de “acto de confirmación formal” 
que es el acto internacional realizado por una Organización 
Internacional para hacer constar su consentimiento en obligar- 
se por un tratado, y equivale al acto de ratificación o de 
adhesión por parte de un Estado. Los artículos 14 y 16 dentro 
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de la Parte 1 sobre celebración y entrada en vigor de los 
tratados reflejan claramente la equivalencia mencionada. 


La imposibilidad, por parte de un Estado, de invocar su 
derecho interno como justificación del incumplimiento de un 
tratado, rige igualmente para las Organizaciones Internaciona- 
les en lo referente a las reglas de éstas, como nítidamente 
puede apreciarse en el artículo 27, 


Todo el régimen de creación y previsión de derechos y/u 
obligaciones para terceros Estados, así como su modificación 
o revocación, por parte de un tratado, establecido en la Con- 
vención de Viena de 1969, es extendido en la presente a las 
Organizaciones Internacionales, mediante sus artículos 34, 35, 
36, 37 y 38. 


Dc igual modo se extienden a las Organizaciones Interna- 
cionales, las normas referentes a vicios del consentimiento, ya 
sea por violación de las reglas de la Organización, inobscr- 
vancía de la limitación de sus poderes por parte del represen- 
tante, error, dolo, corrupción del representante, coacción so- 
bre el representado o sobre el representante. 


La característica más notoría de la Convención de refercn- 
cta, y por ende su diferencia más importante con la Conven- 
ción del año 1969, se encuentra en el procedimiento de solu- 
ción de controversias suscitadas por la aplicación o interpreta- 
ción de los artículos 53 y 64, que se refieren a la nulidad de 
los tratados que contengan disposiciones contrarias a una nor- 
ma imperativa de derecho internacional general, existente al 
momento de la aprobación del tratado o superviniente a él. La 
diferencia en la regulación de este aspecto, radica cn que 
conforme a lo previsto en el Estatuto de la Corte Internacional 
de Justicia, sólo los Estados pueden ser partes en litigios ante 
ella, no compadeciéndose ello con la eventualidad de scr al- 
guno o todos los litigantes organizaciones internacionales. 


A esos efectos el artículo 66 en su párralo 2, establece que 
si la controversia es entre Estados, mediante solicitud escrita, 
podrá somctérséle a la decisión de la Corte Internacional de 
Justicia. Si la controversia es entre un Estado y una o varias 
organizaciones internacionales, ese Estado podrá por conduc- 
to de un Estado Miembro de las Naciones Unidas si es necesa- 
rio, pedir a la Asamblea Gencral o al Consejo de Seguridad o, 
cuando corresponda, al órgano competente de una organiza: 
ción internacional que sca parte de la controversia y esté auto- 
rizada de conformidad con el artículo 65 del Estatuto de la 
Corte. Si las Naciones Unidas o una organización internacio- 
nal autorizada para ello de conformidad con el artículo 96 de 
la Carta de las Naciones Unidas cs parte en una controversía, 
podrá solicitar de la Corte Internacional de Justicia una opi- 
nión consultiva de conformidad con el artículo 65 del Estatuto 
de la Corte. Y si una organización internacional distinta a las 
referidas anteriormente es parte en una controversia, podrá, 
por conducto de un Estado Miembro de las Naciones Unidas, 
seguir el procedimiento que se indica para la eventualidad de 
que la controversia sca entre un Estado y una o varias organi- 
zaciones internacionales. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-215 


La opinión consultiva de la Corte Internacional de Justicia, 
mencionada precedentemente, será aceptada como obligatoria 
y definitiva por todas las partes en la controversia de que se 
trate. Esta solución “atípica” es sin embargo lo que ya existe 
para los recursos ante la Corte internacional de Justicia contra 
las sentencias del Tribunal Administrativo de la Organización 
Internacional del Trabajo, y que la propia Corte, en reiterados 
pronunciamientos, ha considerado perfectamente compatibles 
con su Estatuto y su naturaleza jurisdiccional, 


Las disposiciones vistas del párrafo 2 del artículo 66, se 
aplicarán en todos los casos, salvo que todas las partes en una 
de las controversias mencionadas en ese párrafo convengan de 
común acuerdo en someter la controversia a un procedimiento 
de arbitraje, incluso el que se indica en el Anexo de la presen- 
tc Convención. 


Si la controversia se refiere a la aplicación o a la interpre- 
tación de la Parte Y sobre Nulidad, Terminación y Suspensión 
de la Aplicación de los Tratados, salvo los artículos 53 y 64 
antes relacionados, cualquiera de las partes en la controversia 
podrá iniciar el procedimiento de conciliación indicado en el 
Anexo de la Convención presentando al Secretario General de 
las Naciones Unidas una solicitud a tal efecto. 


El Anexo de la Convención, al cual se ha hecho referencia 
anteriormente, regula la integración, constitución y funciona- 
miento de los tribunales arbitrales y comisiones conciliadoras. 


Finalmente, en lo que tiene que ver con el análisis de los 
puntos más trascendentes de la presente Convención, cabe 
destacar el artículo 74, que establece las cuestiones no prejuz- 
gadas por ella, Estas son: a) las cuestiones que con relación a 
un tratado entre uno o más Estados y una o varias organiza- 
ciones internacionales puedan surgir como consecuencia de 
una sucesión de Estados, de la responsabilidad internacional 
de un Estado o de la ruptura de hostilidades entre Estados; b) 
las cuestiones que con relación a un tratado puedan surgir 
como consecuencia de la responsabilidad internacional de la 
organización internacional, de la terminación de su existencia 
o de la terminación de la participación de un Estado en cali- 
dad de miembro de la organización; y c) las cuestiones que 
puedan surgir en relación con la creación de obligaciones y 
derechos para los Estados Miembros de una organización in- 
ternacional en virtud de un tratado en cl que esa organización 
sea parte. 


En base a lo expresado y en la convicción de que la pre- 
sente Convención constituye un complemento adecuado a la 
Convención de Viena del año 1969 sobre cl Derecho de los 
Tratados, y logra de esta forma una regulación integral en 
materia de derecho de los tratados, el Poder Ejecutivo entien- 
de conveniente recomendar la adhesión a ella”. 


Reitera al señor Presidente de la Asamblea General las 
seguridados de su más alta consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDENTE DE 
LA REPUBLICA, Héctor Gros Espiell. 
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Ministerio de 
Relaciones Exteriores 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 19%. - Apruébase la adhesión de la República a la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados entre 
Estados y Organizaciones Internacionales o entre Organiza- 
ciones Internacionales, concluida cl 21 de marzo de 1986 cn 
Vicna, República de Austria. 


Art, 22. - Comuníquesc, etc. 
Héctor Gros Espiell. 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


A través del presente, esta Comisión se permite aconsejar 
al Cuerpo la sanción del proyecto de ley por el que la Repú- 
blica se adhiere a la Convención de Viena sobre el Derecho 
de los Tratados entre Estados y Organizaciones Internaciona- 
les o entre Organizaciones Internacionales concluida en Viena 
el 21 de marzo de 1986. 


En términos generales la nueva Convención de Viena de 
1986, mantiene la estructura de la Convención de Viena sobre 
la misma materia del año 1969 de la que la República es parte 
desde el 19 de abril de 1982 (Decreto-Ley N* 15.195). 


Las diferencias más importantes entre ambas Convencio- 
nes son: 


1) La inclusión del concepto de “acto de confirmación 
formal” (artículo 2, numeral 1, letra b bis) definido como un 
acto internacional emanado de una organización internacional 
por el cual, la misma, expresa su voluntad de obligarse por un 
tratado. Equivale al acto de adhesión o ratificación de un 
tratado por parte de un Estado. 


2) La Convención de Viena del 69, en su artículo 66 pre- 
vió la posibilidad de que cualquicra de las partes sometieran 
la solución de sus diferencias por aplicación o interpretación 
de este tratado al conocimiento de la Corte Internacional de 
Justicia, Este derecho a acceder a la Corte estaba reservado 
sólo a los Estados que hubieren consentido en obligarse por cl 
tratado. 


La Convención que tenemos para nuestro examen y consi- 
deración innova profundamente en esta materia. En efecto, 
por el artículo 66, numeral 2, letra b y siguientes, se establece 
un procedimiento por el cual cuando una o varias Organizacio- 
nes internacionales son partes en una controversia fundada en 
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cste tratado, pucde accederse ante la Corte Internacional de 
Justicia para recabar de la misma una opinión consultiva de 
conformidad con el artículo 65 del Estatuto de la Corte. 


3) También merecen ser mencionados los artículos 34 a 38 
de la Convención del 86, los cuales incluyen a la “tercera 
organización” a diferencia de la Convención del 69 que se 
refiere exclusivamente a los terceros Estados. 


4) Por último, el artículo 74 recibe una nueva redacción cn 
el que las “cuestiones no prejuzgadas por la presente Conven- 
ción” tienen un tratamiento mucho más amplio, cuando el 
mismo estaba circunseripto hasta ahora sólo al caso de ruptura 
o ausencia de relaciones diplomáticas o consulares entre Esta- 
dos (actual artículo 75). 


Por estas consideraciones aconsejamos al Cuerpo votar 
afirmativamente la solicitud del Poder Ejecutivo, reiterada por 
sus actuales titulares, en el sentido de que la República adhic- 
ra a la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados 
entre Estados y Organizaciones Internacionales o entre Orga- 
nizaciones Internacionales, concluida el 21 de marzo de 1986, 
en Vicna. 


Sala de la Comisión, 5 de julio de 1990. 


Alberto Zumarán (Miembro Informante), Sergio Abreu, 
Hugo Batalla, Juan Carlos Blanco, Leopoldo Bruera, Igna- 
cio de Posadas Montero, Reinaldo Gargano, Américo Ri- 
caldoni. Senadores. 


CONVENCION DE VIENA SOBRE EL DERECHO DE 
LOS TRATADOS ENTRE ESTADOS Y 
ORGANIZACIONES INTERNACIONALES O ENTRE 
ORGANIZACIONES INTERNACIONALES 


NACIONES UNIDAS 
1986 


Las Partes en la presente Convención, 


Considerando la función fundamental de los tratados en 
la historia de las relaciones internacionales, 


Reconociendo cl carácter consensual de los tratados y su 
importancia cada vez mayor como fuente del derecho interna- 
cional, 


Advirtiendo que los principios del libre consentimiento y 
de la buena fe y la norma pacta sunt servanda cstán univer- 
salmente reconocidos, 


Afirmando la importancia de intensificar el proceso de 
codificación y de desarrollo progresivo del derecho interna- 
cional con carácter universal, 


Convencidos de que la codificación y el desarrollo progre- 
sivo de las normas relativas a los tratados entre Estados y 
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organizaciones internacionales o entre organizaciones interna- 
cionales son medios para fortalecer el orden jurídico en las 
relaciones internacionales y para servir los propósitos de las 
Naciones Unidas. 


Teniendo presentes los principios de derecho internacio- 
nal incorporados en la Carta de las Nacioncs Unidas, tales 
como los principios de la igualdad de derechos y de la libre 
determinación de los pueblos, de la igualdad soberana y la 
independencta de todos los Estados, de la no injerencia en los 
asuntos internos de los Estados, de la prohibición de la ame- 
naza O el uso de la fuerza y del respeto universal a los dere- 
chos humanos y a las libertades fundamentales de todos y la 
efectividad de tales derechos y libertades, 


Teniendo también presentes las disposiciones de la Con- 
vención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 1969, 


Reconociendo la relación que existe entre el derecho de 
los tratados entre Estados y el derecho de los tratados entre 
Estados y organizaciones internacionales o entre organizacio- 
nes internacionales, 


Considerando la importancia de los tratados entre Estados 
y organizaciones internacionales o entre organizaciones inter- 
nacionales como medios eficaces de desarrollar las relaciones 
internacionales y de asegurar las condiciones para la coopcra- 
ción pacífica entre las naciones, sean cuales fueren sus regí- 
mencs constitucionales y sociales, 


Teniendo presentes las características particulares de los 
tratados en que sean partes organizaciones Internacionales 
como sujetos de derecho internacional distintos de los Esta- 
dos, 


Advirtiendo que las organizaciones internacionales po- 
seen la capacidad para celebrar tratados que es necesaria para 
el ejercicio de sus funciones y la realización de sus propósitos, 


Reconociendo que la práctica de las organizaciones inter- 
nacionales en lo que respecta a la celebración de tratados con 
Estados o entre ellas debería estar conforme con sus instru- 
mentos constitutivos, 


Afirmando que nada de lo dispuesto en la presente Con- 
vención se interpretará de modo que afecte a las relaciones 
entre una organización internacional y sus miembros, que se 
rigen por las reglas de esa organización, 


Afirmando asimismo que las controversias relativas a los 
tratados, al igual que las demás controversias internacionales, 
deberían resolverse, de conformidad con la Carta de las Na- 
ciones Unidas, por medios pacíficos y según los principios de 
la justicia y del derecho internacional, 


Afirmando asimismo que las normas de derecho interna- 
cional consuetudinario continuarán rigiendo las cuestiones no 
reguladas en las disposiciones de la presente Convención, 


Han convenido lo siguiente: 
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PARTE I 
INTRODUCCION 
Artículo 1 
Alcance de la presente Convención 
La presente Convención se aplica: 


a) alos tratados entre uno o varios Estados y una o varias 
organizaciones internacionales, y 


b) a los tratados entre organizaciones internacionales. 
Artículo 2 
Términos empleados 
I. Para los efectos de la presente Convención: 


a) se entiende por “tratado” un acuerdo internacional re- 
gido por el derecha internacional y celebrado por escrito: 


entre uno o varios Estados y una O varias organiza- 
ciones internacionales; o 


11) entre organizaciones internacionales, 


ya conste ese acuerdo en un instrumento único o cn dos o más 
instrumentos conexos y cualquiera que sea su denominación 
particular; 


b) se entiende por “ratificación” el acto internacional así 
denominado por el cual un Estado hace constar en el ámbito 
internacional su consentimiento en obligarse por un tratado; 


b bis) se entiende por “acto de confirmación formal” un 
acto internacional que corresponde al de la ratificación por un 
Estado y por el cual una organización internacional hace 
constar en el ámbito internacional su consentimiento cn obli- 
garse por un tratado; 

b ter) se entiende por “aceptación”, “aprobación” y “adhe- 
sión”, según el caso, el acto internacional así denominado por 
el cual un Estado o una organización internacional hace cons- 
tar en cl ámbito internacional su consentimiento en obligarse 
por un tratado; 


c) se entiende por “plenos poderes” un documento que 
emana de la autoridad competente de un Estado o del órgano 
competente de una organización internacional y por el que se 
designa a una o varias personas para representar al Estado o a 
la organización en la negociación, la adopción o la autentica- 
ción del texto de un tratado, para expresar el consentimiento 
del Estado o de la organización en obligarse por un tratado, o 
para ejecutar cualquier otro acto con respecto a un tratado; 


d) se entiende por “reserva” una declaración unilateral, 
cualquiera que sea su enunciado o denominación, hecha por 
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un Estado o por una organización internacional al firmar, rati- 
ficar, confirmar formalmente, aceptar o aprobar un tratado > 
al adherirse a él, con objeto de excluir o modificar los efectos 
jurídicos de ciertas disposiciones del tratado en su aplicación 
a ese Estado o a esa organización; 


e) se entiende por “Estado negociador” y por “organiza- 
ción negociadora”, respectivamente: 


1) un Estado, o 
ii) una organización internacional, 


que ha participado en la elaboración y adopción del texto del 
tratado; 


f) se entiende por “Estado contratante” y por “organiza- 
ción contratante”, respectivamente: 


i) un Estado, o 
ib) una organización internacional, 


que ha consentido en obligarse por el tratado; haya o no entra- 
do en vigor el tratado; 


g) se entiende por “parte” un Estado o una organización 
internacional que ha consentido en obligarse por el tratado y 
con respecto al cual o a la cual el tratado está en vigor; 


h) se entiende por “tercer Estado” y por “tercera organiza- 
ción” respectivamente: 


1) un Estado, o 
11) una organización internacional, 
que no es parte en el tratado; 


i) se entiende por “organización internacional” una otga- 
nización intergubernamenta!; 


j) se entiende por “reglas de la organización” en particu- 
lar los instrumentos constitutivos de la organización, sus deci- 
siones y resoluciones adoptadas de conformidad con éstos y 
su práctica establecida. 


2. Las disposiciones del párrafo 1 sobre los términos cm- 
pleados en la presente Convención se entenderán sin perjuicio 
del empleo de esos términos o del sentido que se les pueda dar 
en el derecho interno de cualquicr Estado o en las reglas de 
una organización internacional, 


Artículo 3 


Acuerdos internacionales no comprendidos en el 
ámbito de la presente Convención 


El hecho de que la presente Convención no se aplique: 
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i)' nia los acuerdos internacionales en los que fueren 
partes uno o varios Estados, una o varias organiza- 
ciones internacionales y uno o varios sujetos de de- 
recho internacional que no sean Estados ni organi- 
zaciones; 


11) nia los acuerdos internacionales en los que fucren 
partes una o varias organizaciones internacionales y 
uno o varios sujetos de derecho internacional que 
no scan Estados ni organizaciones; 


iii) ni a los acuerdos internacionales no celebrados por 
escrito entre uno o varios Estados y una o varias 
organizaciones intemacionales, o enire organizacio- 
nes internacionales; 


iv) ni a los acuerdos internacionales entre sujetos de 
derecho internacional que no sean Estados ni orga- 
nizaciones internacionales; 


no afectará: 
a) al valor jurídico de tales acuerdos; 


b) a la aplicación a los mismos de cualquiera de las nor- 
mas enunciadas en la presente Convención a que estuvieren 
sometidos en virtud del derecho internacional independicnte- 
mente de esta Convención; 


c) a la aplicación de la Convención a las relaciones entre 
Estados y organizaciones internacionales o a las relaciones de 
las organizaciones entre sí, cuando estas relaciones se rijan 
por acuerdos internacionales en los que fueren asimismo par- 
tes otros sujetos de derecho internacional. 


Artículo 4 
Irretroactividad de la presente Convención 


Sin perjuicio de la aplicación de cualesquiera normas 
enunciadas en la presente Convención a las que los tratados 
entre uno o varios Estados y una O varias organizaciones inter- 
nacionales o entre organizaciones internacionales estén some- 
tidos en virtud del derecho internacional independientemente 
de la Convención, ésta sólo se aplicará a los tratados de esa 
índole que scan celebrados después de la entrada en vigor de 
la presente Convención con respecto a esos Estados y esas 
organizaciones. 


Artículo 5 


''ratados constitutivos de organizaciones 
internacionales y tratados adoptados en el ámbito de 
una organización internacional 


La presente Convención se aplicará a todo tratado entre 
uno o varios Estados y una o varias organizaciones internacio- 
nales que sea un instrumento constitutivo de una organización 
internacional y a todo tratado adoptado en el ámbito de una 
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organización internacional, sin perjuicio de cualquier regla 
pertinente de la organización. 


PARTE Jl 


CELEBRACION Y ENTRADA EN VIGOR DE LOS 
TRATADOS 


SECCION 1. CELEBRACION DE LOS TRATADOS 
Artículo 6 


Capacidad de las organizaciones internacionales para 
celebrar tratados 


La capacidad de una organización internacional para celc- 
brar tratados se rige por las reglas de esa organización. 


Artículo 7 
Plenos poderes 


1. Para la adopción o la autenticación dci texto de un 
tratado O para manifestar el consentimiento del Estado en 
obligarse por un tratado, se considerará que una persona re- 
presenta a un Estado: 


a) si presenta los adecuados plenos poderes; o 


b) si se deduce de la práctica o de otras circunstancias que 
la intención de los Estados y de las organizaciones internacio- 
nales de que se trate ha sido considerar a esa persona repre- 
sentante del Estado para esos efectos sin la presentación de 
plenos poderes. 


2. En virtud de sus funciones, y sin tener que presentar 
plenos poderes, se considerará que representan a su Estado: 


a) los jefes de Estado, jefes de gobierno y ministros de 
relaciones exteriores, para la ejecución de todos los actos rela- 
tivos a la celebración de un tratado entre uno o varios Estados 
y una O varias organizaciones internacionales; 


b) los representantes acreditados por los Estados en una 
conferencia internacional, para la adopción del texto de un 
tratado entre Estados y organizaciones internacionales; 


c) los representantes acreditados por los Estados ante una 
organización internacional o uno de sus Órganos, para la adop- 
ción del texto de un tratado en tal organización u órgano; 


d) los jefes de misiones permanentes ante una organiza- 
ción internacional, para la adopción del texto de un tratado 
entre los Estados acreditantes y esa organización. 


3. Para la adopción o la autenticación del texto de un 
tratado o para manifestar el consentimiento de una organiza- 
ción en obligarse por un tratado, se considerará que una perso- 
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na representa a esa organización internacional: 
a) si presenta los adecuados plenos poderes; o 


b) si se deduce de las circunstancias que la intención de 
los Estados y de las organizaciones internacionales de que se 
trate ha sido considerar a esa persona representante de la orga- 
nización para esos efectos, de conformidad con las reglas de 
la organización y sin la presentación de plenos poderes. 


Artículo 8 


Confirmación ulterior de un acto ejecutado 
sin autorización 


Un acto relativo a la celebración de un tratado ejecutado 
por una persona que, conforme al artículo 7, no pueda consi- 
derarse autorizada para representar con tal fin a un Estado o a 
una organización internacional, no surtirá efectos jurídicos a 
menos que sea ulteriormente confirmado por esc Estado u esa 
organización. 


Artículo 9 
Adopción del texto 


l. La adopción del texto de un tratado se efectuará por 
consentimiento de todos los Estados y de todas las organiza- 
ciones internacionales o, según el caso, de todas las organiza- 
ciones participantes en su elaboración, salvo Jo dispuesto en el 
párrafo 2. 


2. La adopción del texto de un tratado en una conferencia 
internacional se cfectuará con arreglo al procedimiento que 
acuerden los participantes en esa conferencia. Si, no obstante, 
no se logra un acuerdo sobre tal procedimiento, la adopción 
del texto se efectuará por mayoría de dos tercios de los parti- 
cipantes presentes y votantes, a menos que esos participantes 
decidan por igual mayoría aplicar una regla diferente. 


Artículo 10 
Autenticación del texto 


]. El texto de un tratado entre uno o varios Estados y una o 
varias organizaciones internacionales quedará establecido 
como auténtico y definitivo: 


a) mediante cl procedimiento que se prescriba en él o que 
convengan los Estados y las organizaciones que hayan partici- 
pado en su elaboración; O 


b) a falta de tal procedimiento, mediante la firma, la 
firma ad referendum o la rúbrica puesta por los representan- 
tes de esos Estados y de esas organizaciones en el texto del 
tratado o en el acta final de la conferencia en la que figure el 
lexto. 


2. El texto de un tratado entre organizaciones internacio- 
nales quedará establecido como auténtico y definitivo: 
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a) mediante el procedimiento que se prescriba en él o que 
convengan las organizaciones que hayan participado en < 
elaboración; o 


b) a falta de tal procedimiento, mediante la firma, la 
firma ad referendum o la rúbrica puesta por los representan- 
tes de esas organizaciones en el texto del tratado o en el acta 
final de la conferencia en la que figure el texto. 


Artículo 11 


Formas de manifestación del consentimiento en 
obligarse por un tratado 


1. El consentimiento de un Estado en obligarse por un 
tratado podrá manifestarse mediante la firma, el canje de ins- 
trumentos que constituyan un tratado, la ratificación, la acep- 
tación, la aprobación o la adhesión, o en cualquier otra forma 
que se hubiere convenido. 


2. El consentimiento de un organización internacional en 
obligarse por un tratado podrá manifestarse mediante la firma, 
el canje de instrumentos que constituyan un tratado, un acto 
de confirmación formal, la aceptación, la aprobación o la ad- 
hesión, O en cualquier otra forma que se hubiere convenido. 


Artículo 12 


Consentimiento en obligarse por un tratado manifesta- 
do mediante la firma 


1. El consentimiento de un Estado o de una organización 
internacional en obligarse por un tratado se manifestará me- 
diante la firma de su representante: 


a) cuando el tratado disponga que la firma tendrá esc 
efecto; 


b) cuando conste de otro modo que los Estados negocia- 
dores y las organizaciones negociadoras o, según el caso, las 
organizaciones negociadoras han convenido en que la firma 
tenga ese efecto; o 


c) cuando la intención del Estado o de la organización de 
dar ese efecto a la firma se desprenda de los plenos poderes de 
su representante o se haya manifestado durante la negocia- 
ción. 


2. Para tos efectos del párrafo 1: 


a) la rúbrica de un texto equivaldrá a la firma del tratado 
cuando conste que los Estados negociadores y las organizacio- 
nes negociadoras o, según el caso, las organizaciones negocia- 
doras así lo han convenido; 


b) la firma ad referendum de un tratado por el represen- 
tante de un Estado o de una organización internacional equi- 
valdrá a la firma definitiva del tratado si ese Estado o esa 
organización la confirma. 
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Artículo 13 


Consentimiento en obligarse por un tratado manifesta- 
do mediante el canje de instrumentos que 
constituyen un tratado 


El consentimiento de los Estados o de las organizaciones 
internacionales en obligarse por un tratado constituido por 
instrumentos canjeados entre ellos se manifestará mediante 
este canje: 


a) cuando los instrumentos dispongan que su canje tendrá 
ose electo; o 


b) cuando conste de otro modo que esos Estados y esas 
organizaciones o, según el caso, esas organizaciones han con- 
venido en que el canje de los instrumentos tenga ese efecto, 


Artículo 14 


1 


Consentimiento en obligarse por un tratado manifesta- 
do mediante la ratificación, un acto de conftrmación 
formal, la aceptación o la aprobación 


1. El consentimiento de un Estado en obligarse por un 
tratado se manifestará mediante la ratificación: 


a) cuando el tratado disponga que tal consentimiento debe 
manifestarse mediante la ratificación; 


b) cuando conste de otro modo que los Estados negocia- 
dores y las organizaciones negociadoras han convenido en que 
se exija la ratificación; 


c) cuando el representante del Estado haya firmado el 
tratado a reserva de ratificación; O 


d) cuando la intención del Estado de firmar el tratado a 
reserva de ratificación se desprenda de los pienos poderes de 
su representante o se haya manifestado durante la negocia- 
ción. 


2. El consentimiento de una organización internacional en 
obligarse por un tratado se manifestará mediante un acto de 
confirmación formal: 


a) cuando el tratado disponga que tal consentimiento debe 
manifestarse mediante un acto de confirmación formal; 


b) cuando conste de otro modo que los Estados negocia- 
dores y las organizaciones negociadoras o, según el caso, las 
organizaciones negociadoras han convenido en que se exija un 
acto de confirmación formal; 


c) cuando el representante de la organización haya firma- 
do cl tratado a reserva de un acto de confirmación formal; o 
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d) cuando la intención de la organización de firmar el 
tratado a reserva de un acto de confirmación formal se des- 
prenda de los plenos poderes de su representante o se haya 
manifestado durante la negociación. 


3. El consentimiento de un Estado o de una organización 
internacional en obligarse por un tratado se manifestará me- 
diante la aceptación o la aprobación en condiciones semejan- 
tes a las que rigen para la ratificación o, según el caso, para 
un acto de confirmación formal. 


Artículo 15 


Consentimiento en obligarse por un tratado 
manifestado mediante la adhesión 


El consentimiento de un Estado o de una organización 
internacional en obligarse por un tratado se manifestará me- 
diante la adhesión: 


a) cuando cl tratado disponga que ese Estado o esa orga- 
nización puede manifestar tal consentimiento mediante la 
adhesión; 


b) cuando conste de otro modo que los Estados negocia- 
dores y las organizaciones negociadoras o, según el caso, las 
organizaciones negociadoras han convenido en que esc Estado 
o esa organización puede manifestar tal consentimiento me- 
diante la adhesión; o 


c) cuando todas las partes hayan convenido ulteriormente 
en que ese Estado o esa organización puedé manifestar (al 
consentimiento mediante la adhesión. 


Artículo 16 


Canje o depósito de los instrumentos de ratificación, 
confirmación formal, aceptación, 
aprobación o adhesión 


1. Salvo que el tratado disponga Otra cosa, los instrumen- 
tos de ratificación, los instrumentos relativos a un acto de 
confirmación formal, o los instrumentos de aceptación, apro- 
bación o adhesión harán constar el consentimiento de un Esta- 
do o de una organización internacional en obligarse por un 
tratado entre uno o varios Estados y una o varias organizacio- 
nes internacionales al efectuarse: 


a) su canje entre los Estados contratantes y las organiza- 
ciones contratantes; 


b) su depósito en poder del depositario; o 


c) su notificación a los Estados contratantes y a las orga- 
nizacioncs contratantes o al depositario, si así se ha convent- 
do. 


2. Salvo que cl tratado disponga otra cosa, los instrumen- 
tos relativos a un acto de confirmación formal, o los instru- 
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mentos de aceptación, aprobación o adhesión harán constar el 
consentimiento de una organización internacional en obligarse 
por un tratado entre organizaciones internacionales al efec- 
tuarse: 


a) su canje entre las organizaciones contratantes; 
b) su depósito en poder del depositario; O 


c) su notificación a las organizaciones contratantes o al 
depositario, si así se ha convenido. 


Artículo 17 


Consentimiento en obligarse respecto de parte de un 
tratado y opción entre disposiciones diferentes 


1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 19 a 23, el 
consentimiento de un Estado o de una organización interna- 
cional cn obligarse respecto de parte de un tratado sólo surtirá 
efecto si el tratado lo permite o los Estados contratantes y las 
organizaciones contratantes o, según el caso, las organizacio- 
nes contratantes convienen en ello, 


2. El consentimiento de un Estado o de una organización 
internacional en obligarse por un tratado que permita una op- 
ción cntre disposiciones diferentes sólo surtirá efecto si se 
indica claramente a qué disposiciones se refiere el consenti- 
miento, 


Artículo 18 


Obligación de no frustrar el objeto y el fin de un 
tratado antes de su entrada en vigor 


Un Estado o una organización internacional deberá abste- 
nerse de actos en virtud de los cuales se frustren el objeto y cl 
fin de un tratado: 


a) siese Estado o esa organización ha firmado el tratado o 
ha canjeado los instrumentos que constituyen el tratado a re- 
serva de ratificación, de un acto de confirmación formal, de 
aceptación o de aprobación, mientras ese Estado o esa organi- 
zación no haya manifestado su intención de no llegar a ser 
parte en el tratado; o 


b) si ese Estado o esa organización ha manifestado su 
consentimiento cn obligarse por el tratado durante cl período 
que preceda a su entrada en vigor y siempre que ésta no se 
retarde indebidamente. 

SECCION 2. RESERVAS 
Artículo 19 


Formulación de reservas 


Un Estado o una organización internacional podrá formu- 
lar una reserva en el momento de firmar, ratificar, confirmar 
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formalmente, aceptar o aprobar un tratado o de adherirse a él, 
a menos; 


a) que la reserva esté prohibida por el tratado; 


b) que el tratado disponga que únicamente pueden hacerse 
determinadas reservas, entre las cuales no figure la reserva de 
gue se trate; o 


c) que, en los casos no previstos en los apartados a) y b), 
la reserva sea incompatible con el objeto y el fin del tratado. 


Artículo 20 
Aceptación de las reservas y objeción a las reservas 


1. Una reserva expresamente autorizada por el tratado no 
exigirá la aceptación ulterior de los Estados contratantes y de 
las organizaciones contratantes O, según el caso, de las organi- 
zaciónes contratantes, a menos que el tratado así lo disponga. 


2. Cuando del número reducido de Estados negociadores y 
organizaciones negociadoras o, según el caso, de organizacio- 
nes negociadoras y del objeto y del fin del tratado se despren- 
da que la aplicación del tratado cn su integridad entre todas 
las partes es condición esencial del consentimiento de cada 
una de cllas cn obligarse por el tratado, una reserva cxigirá la 
aceptación de todas las partes. 


3. Cuando el tratado sea un instrumento constitutivo de 
una organización mternacional y a menos que en él se dispon- 
ga otra cosa, una reserva exigirá la aceptación del órgano 
competente de esa organización. 


4. En los casos no previstos en los párrafos precedentes y a 
menos que el tratado disponga otra cosa: 


a) la aceptación de una reserva por un Estado contratante 
O por una organización contratante constituirá al Estado o a la 
organización internacional autor de la reserva en parte en el 
tratado en relación con el Estado o la organización que haya 
aceptado la reserva sí el tratado ya está en vigor o cuando 
entre en vigor para cl autor de la reserva y el Estado o la 
organización que ha aceptado la reserva; 


b) la objeción hecha por un Estado contratante o por una 
organización contratante a una reserva no impedirá la entrada 
en vigor del tratado entrc el Estado o la organización interna- 
cional que haya hecho la objeción y cl Estado o la organiza- 
ción autor de la reserva, a menos que el Estado o la organiza- 
ción autor de la objeción manifieste inequívocamente la inten- 
ción contraria; 


e) un acto por el que un Estado o una organización inter- 
nacional manifteste su consentimiento en obligarse por un 
tratado y que contenga un reserva surtirá efecto en cuanto 
acepte la reserva al menos un Estado contratante o una organi- 
zación contratante. 
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5. Para los efectos de los párrafos 2 y 4, y a menos que el 
tratado disponga otra cosa, se considerará que una reserva ha 
sido aceptada por un Estado o una organización internacional 
cuando el Estado o la organización internacional no ha formu- 
tado ninguna objeción a la reserva dentro de los doce meses 
siguientes a la fecha en que haya recibido la notificación de la 
reserva o en la fecha en que haya manifestado su conscnti- 
miento en obligarse por el tratado, si esta última es posterior, 


Artículo 21 


Efectos jurídicos de las reservas y de las objeciones 
a las reservas 


1. Una reserva que sea cfectiva con respecto a otra parte 
en el tratado de conformidad con los artículos 19, 20 y 23: 


a) modificará con respecto al Estado o a la organización 
internacional autor de la reserva en sus relaciones con esa otra 
parte las disposiciones del tratado a que se refiera la rescrva 
en la medida determinada por la misma; y 


b) modificará, en la misma medida, esas disposiciones cn 
lo que respecta a esa otra parte en el tratado en sus relaciones 
con cl Estado o con la organización internacional autor de la 
FOSCIVA. 


2. La reserva no modificará las disposiciones del tratado 
en lo que respecta a las otras partes cn cl tratado en sus 
relaciones inter se. 


3. Cuando un Estado o una organización internacional que 
haya hecho una objeción a una reserva no se oponga a la 
entrada en vigor del tratado entre él o ella y el Estado o la 
organización autor de la reserva, las disposiciones a que se 
reficra ésta no se aplicarán entre el autor de la reserva y cl 
Estado o la organización que ha formulado la objeción cn la 
medida determinada por la reserva, 


Artículo 22 
Retiro de las reservas y de las objeciones a las reservas 


1. Salvo que el tratado disponga otra cosa, una rescrva 
podrá ser retirada en cualquier momento y no se exigirá para 
su retiro el consentimiento del Estado o de la organización 
internacional que la haya aceptado. 


2. Salvo que el tratado disponga otra cosa, una objeción a 
una reserva podrá ser retirada en cualquier momento. 


3. Salvo que el tratado disponga o se haya convenido otra 
cosa: 


a) el retiro de una reserva sólo surtirá efecto respecto de 
un Estado contratante o de una organización contratante cuan- 
do ese Estado o esa organización haya recibido la notifica- 
ción; 
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b) el retiro de una objeción a una reserva sólo surtirá 
efecto cuando su notificación haya sido recibida por el Estado 
o la organización internacional autor de la reserva. 


Artículo 23 
Procedimiento relativo a las reservas 


1. La reserva, la aceptación expresa de una reserva y la 
objeción a una reserva habrán de formularse por escrito y 
comunicarse a los Estados contratantes y a las organizaciones 
contratantes y a los demás Estados y organizaciones interna- 
cionales facultados para llegar a ser partes en el tratado. 


2. La reserva que se formule en cl momento de la firma de 
un tratado que haya de ser objeto de ratificación, acto de 
confirmación formal, aceptación e aprobación habrá de ser 
confirmada formalmente por el Estado o por la organización 
autor de la reserva al manifestar su consentimiento cn obligar- 
se por el tratado. En tal caso, se considerará que la reserva ha 
sido hecha en la fecha de su confirmación, 


3. La aceptación expresa de una reserva o la objeción 
hecha a una reserva, anteriores a la confirmación de la misma, 
no tendrán que ser a su vez confirmadas. 


4, El retiro de una reserva o de una objeción a una rescrva 
habrá de formularse por escrito. 


SECCION 3. ENTRADA EN VIGOR Y APLICACION 
PROVISIONAL DE LOS TRATADOS 


Artículo 24 
Entrada en vigor 


1. Un tratado entrará en vigor de la mancra y en la fecha 
que en él se disponga o que acuerden los Estados negociado- 
res y las organizaciones negociadoras o, según, cl caso, las 
organizaciones negociadoras, 


2. A falta de tal disposición o acuerdo, el tratado entrará 
en vigor tan pronto como haya constancia del consentimiento 
de todos los Estados negociadores y todas las organizaciones 
negociadoras o, según el caso, de todas las Organizaciones 
negociadoras en obligarse por el tratado. 


3, Cuando el consentimiento de un Estado o de una organi- 
zación internacional en obligarse por un tratado se haga cons- 
tar en una fecha posterior a la entrada en vigor de dicho 
tratado, éste entrará en vigor con relación a ese Estado o a csa 
organización en dicha fecha, a menos que el tratado disponga 
otra Cosa, 


4. Las disposiciones de un tratado que regulen la autenti- 
cación de su texto, la constancia del consentimiento en obli- 
garse por el tratado, la manera o la fecha de su entrada cn 
vigor, las reservas, las funciones del depositario y otras cuces- 
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tiones que se susciten necesariamente antes de ja entrada cn 
vigor del tratado se aplicarán desde el momento de la adop- 
ción de su lexto. 


Artículo 25 
Aplicación provisional 


1. Un tratado o una parte de él se aplicará provisionalmen- 
tc antes de su entrada en vigor: 


a) si el propio tratado así lo disponc; o 


b) si los Estados negociadores y las organizaciones nego- 
ciadoras o, según cl caso, las organizaciones negociadoras han 
convenido en ello de otro modo. 


2. La aplicación provisional de un tratado o de una parte 
de él respecto de un Estado o de una organización internacio- 
nal terminará sí ese Estado o esa organización notifica a los 
Estados y a las organizaciones con respecto a los cuales el 
tratado se aplica provisionalmente su intención de no Jlegar a 
ser parte en el mismo, a menos que el iratado disponga o los 
Estados negociadores y las organizaciones negociadoras o, 
según el caso, las organtzaciones negociadoras hayan conve- 
nido otra cosa al respecto, 


PARTE IM 


OBSERVANCIA, APLICACION E INTERPRETACION 
DE LOS TRATADOS 


SECCION 1. OBSERVANCIA DE LOS TRATADOS 
Artículo 26 
Pacta sunt servanda 


Todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cum- 
plido por ellas de buena fe. 


Artículo 27 


El derecho interno de los Estados, las reglas de las 
organizaciones internacionales y la observancia de los 
tratados 


1. Un Estado parte en un tratado no podrá invocar las 
disposiciones de su derecho interno como justificación del 
incumplimiento del tratado. 


2. Una organización internacional parte en un tratado no 
podrá invocar las reglas de la organización como justificación 
del incumplimiento del tratado. 


3. Las normas enunciadas en los párrafos precedentes se 
entenderán sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 46. 
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SECCION 2, APLICACION DE LOS TRATADOS 
Artículo 28 
Irretroactividad de tos tratados 


Las disposiciones de un iratado no obligarán a una parte 
respecto de ningún acto o hecho que haya tenido lugar con 
anterioridad a la fecha de entrada en vigor del tratado para csa 
parte ni de ninguna situación que cn esa fecha haya dejado de 
existir, salvo que una intención diferente se desprenda del 
tratado o conste de otro modo. 


Artículo 29 
Ambito territorial de los tratados 


Un tratado entre uno o varios Estados y una o varias orga- 
nizaciones internacionales será obligatorio para cada uno de 
los Estados partes por lo que respecta a la totalidad de su terri- 
torio, salvo que una intención diferente se desprenda de él o 
conste de otro modo. 


Artículo 30) 


Aplicación de tratados sucesivos concernientes a la 
misma materia 


1. Los derechos y las obligaciones de los Estados y de las 
organizaciones internacionales partes en tratados sucesivos 
concernientes a la misma matería se determinarán conforme a 
los párrafos siguientes. 


2. Cuando un tratado especifique que está subordinado a 
un tratado anterior o posterior o que no debe ser considerado 
incompatible con ese otro tratado, prevalecerán las disposicio- 
nes de este último. 


3. Cuando todas las partes en el tratado anterior sean tam- 
bién paries en el tratado posterior pero el tratado anterior no 
quede terminado ni su aplicación suspendida conformce al ar- 
tículo 59, el tratado anterior se aplicará únicamente en la mc- 
dida en que sus disposiciones scan compatibles con las del tra- 
tado posterior. 


4, Cuando las partes en el tratado anterior no sean todas 
ellas partes en el tratado posterior: 


a) en las relaciones entre dos partes, que lo sean en ambos 
tratados, se aplicará la norma enunciada en el párrafo 3; 


b) en las relaciones entre una parte en ambos tratados y 
una parte en un tratado solamente, los derechos y obligaciones 
recíprocos se regirán por el tratado en el que las dos scan 
partes. 


5. El párrafo 4 se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en 
el artículo 41 y no prejuzgará ninguna cuestión de termina- 
ción o suspensión de la aplicación de un tratado conforme al 
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artículo 60 ni ninguna cuestión de responsabilidad en que 
pueda incurrir un Estado o una organización internacional por 
la celebración o aplicación de un tratado cuyas disposiciones 
sean incompatibles con las obligaciones contraídas con res- 
pecto a un Estado o a una organización en virtud de otro 
tratado. 


6. Los párrafos precedentes se entenderán sin perjuicio de 
que, en caso de conflicto entre las obligaciones contraídas en 
virtud de la Carta de las Naciones Unidas y las obligaciones 
contraídas en virtud de un tratado, prevalecerán las obligacio- 
nes impucstas por la Carta. 


SECCION 3. INTERPRETACION DE LOS TRATADOS 
Artículo 31 
Regla general de interpretación 


1. Un tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al 
sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del 
tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto 
y fin. 


2. Para los efectos de la interpretación de un tratado, cl 
contexto comprenderá, además del texto, incluidos su preám- 
bulo y ancxos: 


a) todo acuerdo que se refiera al tratado y haya sido con- 
certado entre todas las partes con motivo de la celebración del 
tratado; 


b) todo instrumento formulado por una o más partes con 
motivo de la celebración del tratado y aceptado por las demás 
como instrumento referente al tratado. 


3. Juntamente con el contexto, habrá de tenerse en cuenta: 


a) todo acuerdo ulterior entre las partes acerca de la inter- 
pretación del tratado o de la aplicación de sus disposiciones; 


b) toda práctica ulteriormente seguida cn la aplicación del 
tratado por la cual conste el acuerdo de las partes acerca de la 
interpretación del tratado; 


c) toda norma pertinente de derecho internacional aplica- 
ble en las relaciones entre las partes. 


4, Se dará a un término un sentido especial sí consta que 
tal fue la intención de las partes. 


Artículo 32 
Medios de interpretación complementarios 
Se podrá acudir a medios de interpretación complementa- 


rios, en particular a los trabajos preparatorios del tratado y a 
las circunstancias de su celebración, para confirmar el sentido 
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resultante de ta aplicación del artículo 31, o para determinar 
el sentido cuando la interpretación dada de conformidad con 
el artículo 31: 


a) deje ambiguo u oscuro el sentido; o 


b) conduzca a un resultado manifiestamente absurdo o 
irrazonable. 


Artículo 33 


Interpretación de tratados autenticados en dos o más 
idiomas 


1, Cuando un tratado haya sido autenticado cn dos o más 
idiomas, el texto hará igualmente fe en cada idioma, a menos 
que el tratado disponga o las partes convengan que en caso de 
discrepancia prevalecerá uno de los textos, 


2. Una versión del tratado en idioma distinto de aquel en 
que haya sido autenticado el texto será considerada como 
texto auténtico únicamente si cl tratado así lo dispone o las 
partes así lo convienen, 


3. Se presumirá que los términos del tratado tienen en cada 
texto auténtico igual sentido, 


4. Salvo en el caso en que prevalezca un texto determina- 
do conforme a lo previsto en el párrafo 1, cuando la compara- 
ción de los textos auténticos revele una diferencia de sentido 
que no pueda resolverse con la aplicación de los artículos 31 y 
32, sc adoptará cl sentido que mejor concilic esos textos, 
habida cuenta del objeto y del fin del tratado. 


SECCION 4. LOS TRATADOS Y LOS TERCEROS 
ESTADOS O LAS TERCERAS ORGANIZACIONES 


Artículo 34 


Norma general concerniente a terceros Estados y 
terceras organizaciones 


Un tratado no crea obligaciones ni derechos para un tercer 
Estado o una tercera organización sin el consentimiento de 


ese Estado o de esa organización. 
Artículo 35 


Tratados en que se prevén obligaciones para terceros 
Estados o terceras organizaciones 


Una disposición de un tratado dará origen a una obligación 
para un tercer Estado o una tercera organización si las partes 
en el tratado tienen la intención de que tal disposición sca el 
medio de crear la obligación y si el tercer Estado o la tercera 
organización acepta expresamente por escrito esa obligación. 
La aceptación de tal obligación por la tercera organización se 
regirá por las reglas de esa organización. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-225 
Artículo 36 


Tratados en que se prevén derechos para terceros 
Estados o terceras organizaciones 


1. Una disposición de un tratado dará origen a un derecho 
para un tercer Estado si con ella las partes en el tratado tienen 
la intención de conferir ese derecho al tercer Estado o a un 
grupo de Estados al cual pertenezca, o bien a todos los Esta- 
dos, y si el tercer Estado asiente a ello. Su asentimiento se 
presumirá mientras no haya indicación en contrario, salvo que 
el tratado disponga otra cosa. 


2. Una disposición de un tratado dará origen a un derccho 
para una tercera organización si con ella las partes en el trata- 
do tienen la intención de conferir ese derecho a la tercera 
organización o a un grupo de organizaciones internacionales 
al cual pertenezca, o bien a todas las organizaciones, y si la 
tercera organización asiente a ello. Su asentimiento se regirá 
por las reglas de la organización. 


3. Un Estado o una organización internacional que ejerza 
un derecho con arreglo al párrafo 1 ó 2 deberá cumplir las 
condiciones que para su ejercicio estén prescritas en el tratado 
o se establezcan conforme a éste. 


Artículo 37 


Revocación o modificación de obligaciones o de 
derechos de terceros Estados o de terceras organizaciones 


1. Cuando de conformidad con el artículo 35 se haya origl- 
nado una obligación para un tercer Estado o una tercera orga- 
nización, tal obligación no podrá scr revocada ni modificada 
sino con el consentimiento de las partes en cl tratado y del 
tercer Estado o de la tercera organización, a menos que conste 
que habían convenido en otra cosa al respecto. 


2. Cuando de conformidad con el artículo 36 sc haya origl- 
nado un derecho para un tercer Estado o una tercera organiza- 
ción, tal derecho no podrá ser revocado ni modificado por las 
partes si consta que se tuvo la intención de que el derecho no 
fuera revocable ni modificable sin el consentimiento del ter- 
cer Estado o de la tercera organización. 


3. El consentimiento de una organización internacional 
parte en el tratado o de una tercera organización, previsto en 
los párralos precedentes, se regirá por las reglas de esa organi- 
zación. 


Artículo 38 


Normas de un tratado que lleguen a ser obligatorias para 
terceros Estados o terceras organizaciones en virtud de 
una costumbre internacional 


Lo dispuesto en Jos artículos 34 a 37 no impedirá que una 
norma enunciada en un tratado llegue a ser obligatoria para un 
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tercer Estado o una tercera organización como norma consue- 
tudinaria de derecho internacional reconocida como tal. 


PARTE IV 
ENMIENDA Y MODIFICACION DE LOS TRATADOS 
Artículo 39 
Norma general concerniente a la enmienda de los tratados 


1. Un tratado podrá ser enmendado por acuerdo entre las 
partes. Se aplicarán a tal acuerdo las normas enunciadas en la 
Parte II, salvo en la medida en que el tratado disponga otra 
Cosa. 


2. El consentimiento de una organización internacional a 
un acuerdo de la índole mencionada en el párrato 1 se regirá 
por las reglas de esa organización. 


Artículo 40 
Enmienda de los tratados multilaterales 


1. Salvo que el tratado disponga otra cosa, la enmienda de 
los tratados multilaterales se regirá por los párrafos siguientes. 


2. Toda propuesta de enmienda de un tratado multilateral 
en las relaciones entre todas las partes habrá de ser notificada 
a todos los Estados contratantes y a todas las organizaciones 
contratantes, cada uno de los cuales tendrá derecho a partici- 
par; 


a) en la decisión sobre las medidas que haya que adoptar 
con relación a tal propuesta; 


b) en la negociación y la celebración de cualquier acuerdo 
que tenga por objeto enmendar el tratado. 


3. Todo Estado y toda organización internacional faculta- 
dos para llegar a ser partes en el tratado estarán también 
facultados para llegar a ser partes en el tratado en su forma 
enmendada. 


4. El acuerdo en virtud del cual se enmiende el tratado no 
obligará a ningún Estado ni a ninguna organización interna- 
cional que sea ya parte en el tratado pero no llegue a serlo en 
ese acuerdo; con respecto a tal Estado o a tal organización se 
aplicará el apartado b) del párrafo 4 del artículo 30. 


5. Todo Estado o toda organización internacional que Jle- 
gue a ser parte en el tratado después de la entrada en vigor del 
acuerdo en virtud del cual se enmiende el tratado será consi- 
derado, de no haber manifestado una intención diferente: 


a) parte en el tratado en su forma enmendada; 
b) parte en el tratado no enmendado con respecto a toda 


parte en el tratado que no esté obligada por el acuerdo en 
virtud del cual se enmiende el tratado. 
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Artículo 41 


Acuerdos para modificar tratados multilaterales entre 
algunas de las partes únicamente 


1. Dos o más partes en un tratado multilateral podrán cele- 
brar un acuerdo que tenga por objeto modificar el tratado 
únicamente en Sus relaciones mutuas: 


a) si la posibilidad de tal modificación está prevista por el 
tratado; O 


b) si tal modificación no está prohibida por el tratado, a 
condición de que; 


i) no afecte al disfrute de los derechos que a las 
demás partes correspondan en virtud del tratado 
ni al cumplimiento de sus obligaciones; 


11) nosereficra a ninguna disposición cuya modifi- 
cación sea incompatible con la consecución 
efectiva del objeto y del fin del tratado en su 
conjunto. 


2. Salvo que en el caso previsto en el apartado a) del 
párrafo 1 el tratado disponga otra cosa, las partes interesadas 
deberán notificar a las demás partes su intención de celebrar 
el acuerdo y la modificación del tratado que en ese acuerdo se 
disponga. 


PARTE Y 


NULIDAD, TERMINACION Y SUSPENSION DE LA 
APLICACION DE LOS TRATADOS 


SECCION 1. DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 42 
Validez y continuación en vigor de los tratados 


l. La validez de un tratado o del consentimiento de un 
Estado o de una organización internacional en obligarse por 
un tal tratado no podrá ser impugnada sino mediante la aplica- 
ción de la presente Convención. 


2. La terminación de un tratado, su denuncia o el retiro de 
una parte no podrán tener lugar sino como resultado de la 
aplicación de las disposiciones del tratado o de la presente 
Convención. La misma norma se aplicará a la suspensión de 
la aplicación de un tratado. 


Artículo 43 


Obligaciones impuestas por el derecho internacional 
independientemente de un tratado 


La nulidad, terminación o denuncia de un tratado, el retiro 
de una de las partes o la suspensión de la aplicación del 
tratado, cuando resulten de la aplicación de la presente Con- 
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vención o de tas disposiciones del tratado, no menoscabarán 
en nada el deber de un Estado o de una organización interna- 
cional de cumplir toda obligación enunciada en cl tratado a la 
que ese Estado o esa organización estén sometidos cn virtud 
dei derccho internacional independientemente de dicho trata- 
do. 


Artículo 44 
Divisibilidad de las disposiciones de un tratado 


1. El derecho de una parte, previsto en un tratado o emana- 
do del artículo 56, a denunciar ese tratado, retirarse de él o 
suspender su aplicación no podrá ejercerse sino con respecto a 
la totalidad del tratado, a menos que el tratado disponga o las 
partes convengan otra cosa al respecto, 


2. Una causa de nulidad o terminación de un tratado, de 
retiro de una de las partes o de suspensión de la aplicación de 
un tratado reconocida en la presente Convención no podrá alc- 
garse sino con respecto a la totalidad del tratado, salvo en los 
casos previstos en los párrafos siguientes o en cl artículo 60. 


3. Si la causa se refiere sólo a determinadas cláusulas, no . 


podrá alegarse sino con respecto a esas cláusulas cuando: 


a) dichas cláusulas sean separables del resto del tratado 
en lo que respecta a su aplicación; 


b) se desprenda del tratado o conste de otro modo que la 
aceptación de esas cláusulas no ha constituido para la otra 
parte o las otras partes en el tratado una base esencial de su 
consentimiento en obligarse por el tratado en su conjunto; y 


c) la continuación del cumplimiento del resto de! tratado 
no sea injusta. 


4, En los casos previstos en los artículos 49 y 50, el Estado 
o la organización internacional facultados para alegar el dolo 
O la corrupción podrán hacerlo en lo que respecta a la totali- 
dad del tratado o, en el caso previsto en el párrafo 3, en lo que 
respecta a determinadas cláusulas únicamente. 


5. En los casos previstos en los artículos 51, 52 y 53 no se 
admitirá la división de las disposiciones del tratado. 


Artículo 45 


Pérdida del derecho a alegar una causa de nulidad, 
terminación, retiro o suspensión de la aplicación 
de un tratado 


1. Un Estado no podrá ya alegar una causa para anular un 
tratado, darlo por terminado, retirarse de él o suspender su 
aplicación con arreglo a lo dispuesto en los artículos 46 a 50 o 
en los artículos 60 y 62, si, después de haber tenido conocl- 
miento de los hechos, ese Estado: 
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a) ha convenido expresamente en que el tratado cs válido, 
permanece en vigor o continúa en aplicación, según el caso; o 


b) se ha comportado de tal manera que debe considerarse 
que ha dado su aquiescencia a la validez del tratado o a su 
continuación en vigor o en aplicación, según el caso, 


2. Una organización internacional no podrá ya alegar una 
causa para anular un tratado, darlo por terminado, retirarse de 
él o suspender su aplicación con arreglo a lo dispuesto en los 
artículos 46 a 50 o en los artículos 60 y 62, si, después de 
haber tenido conocimiento de los hechos: 


a) esa organización ha convenido expresamente cn que el 
tratado es válido, permanece en vigor o continúa en aplica- 
ción, según el caso; o 


b) el órgano competente se ha comportado de tal manera 
que debe considerarse que la organización ha renunciado al 
derccho a alegar esa causa. 


SECCION 2. NULIDAD DE LOS TRATADOS 
Artículo 46 


Disposiciones de derecho interno del Estado y reglas de la 
organización internacional concernientes a la 
competencia para celebrar tratados 


1. El hecho de que el consentimiento de un Estado en 
obligarse por un tratado haya sido manifestado en violación 
de una disposición de su derecho interno concerniente a la 
competencia para celebrar tratados no podrá ser alegado por 
dicho Estado como vicio de su consentimiento, a menos que 
esa violación sea manifiesta y afecte a una norma de impor- 
tancia fundamental de su derecho interno. 


2, El hecho de que el consentimiento de una organización 
internacional en obligarse por un tratado haya sido manifesta- 
do en violación de las reglas de la organización concernientes 
a la competencia para celebrar tratados no podrá ser alegado 
por dicha organización como vicio de su consentimiento, a 
menos que esa violación sea manifiesta y afecte a una regla de 
importancia fundamental. 


3. Una violación es manifiesta si resulta objetivamente 
evidente para cualquier Estado o cualquier organización inter- 
nacional que proceda en la materia conforme a la práctica 
usual de los Estados y, en su caso, de las organizaciones 
internacionales y de bucna fe. 


Artículo 47 


Restricción específica de los poderes para manifestar el 
consentimiento de un Estado o de una organización 
internacional 


Si los poderes de un representante para manifestar el con- 
sentimiento de un Estado o de una organización internacional 
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en obligarse por un tratado determinado han sido objeto de 
una restricción específica, la inobservancia de esa restricción 
por tal representante no podrá alegarse como vicio del consen- 
timiento manifestado por él, a menos que la restricción haya 
sido notificada, con anterioridad a la manifestación de esc 
consentimiento, a los Estados negociadores y a las organiza- 
ciones negociadoras. 


Artículo 48 
Error 


1. Un Estado o una organización internacional podrá ale- 
gar un error en un tratado como vicio de su consentimiento cn 
obligarse por el tratado si el error se refiere a un hecho o a 
una situación cuya existencia diera por supuesta ese Estado o 
esa organización en el momento de la celebración del tratado 
y constituyera una base esencial de su consentimiento en obli- 
garse por el tratado. 


2, El párrafo 1 no se aplicará si el Estado o la organización 
internacional de que se trate contribuyó con su conducta al 
error o si las circunstancias fueron tales que hubicra quedado 
advertido de la posibilidad de error. 


3. Un error que concierna sólo a la redacción del texto de 
un tratado no afectará a la validez de éste; en tal caso se 
aplicará el artículo 80. 


Artículo 49 
Dolo 


Un Estado o una organización internacional inducido a 
celebrar un tratado por la conducta fraudulenta de un Estado 
negociador o de una organización negociadora podrá alegar el 
dolo como vicio de su consentimiento en obligarse por cl 
tratado. 


Articulo 50 


Corrupción del representante de un Estado o de una 
organización internacional 


Un Estado o una organización internacional cuya manifes- 
tación del consentimiento en obligarse por un tratado ha sido 
obtenida mediante la corrupción de su representante, cfectua- 
da directa O indirectamente por un Estado negociador o por 
una organización negociadora, podrá alegar esa corrupción 
como vicio de su consentimiento cn obligarse por el tratado. 


Artículo 51 


Coacción sobre el representante de un Estado o de una 
organización internacional 


La manifestación por un Estado o por una organización 
internacional del consentimiento cn obligarse por un tratado 
que haya sido obtenida por coacción sobre el representante de 
dicho Estado o de dicha organización mediante actos o amc- 
nazas dirigidos contra él carecerá de todo efecto jurídico. 
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Artículo 52 


Coacción sobre un Estado o una organización 
internacional por la amenaza o el uso de la fuerza 


Es nulo todo tratado cuya celebración se haya obtenido por 
la amenaza o el uso de la fuerza en violación de los principios 
de derecho internacional incorporados en la Carta de las Na- 
ciones Unidas. 


Artículo 53 


Tratados que estén en oposición con una norma 
imperativa de derecho internacional general (jus cogens) 


Es nulo todo tratado que, en el momento de su celebra- 
ción, esté en oposición con una norma imperativa de derecho 
internacional general. Para los efectos de la presente Conven- 
ción una norma imperativa de derecho internacional gencral 
cs una norma aceptada y reconocida por la comunidad inter- 
nacional de Estados en su conjunto como norma que no admi- 
tc acuerdo en contrario y que sólo puede ser modificada por 
una norma ulterior de derecho internacional general que tenga 
el mismo carácter. 


SECCIÓN 3. TERMINACION DE LOS TRATADOS Y 
SUSPENSIÓN DE SU APLICACION 


Artículo 54 


Terminación de un tratado o retiro de él en virtud de sus 
disposiciones o por consentimiento de las partes 


La terminación de un tratado o el retiro de una parte po- 
drán tener lugar: 


a) conforme a las disposiciones del tratado; o 


b) en cualquier momento, por consentimiento de todas las 
partes después de consultar a los Estados contratantes y a las 
organizaciones contratantes. 


Artículo 55 


Reducción del número de partes en un tratado multilateral 
a un número inferior al necesario para su entrada en vigor 


Un tratado multilateral no terminará por el solo hecho de 
que el número de partes llegue a ser inferior al necesario para 
su entrada en vigor, salvo que el tratado disponga otra cosa. 


Artículo 56 


Denuncia o retiro en el caso de que el tratado no contenga 
disposiciones sobre la terminación, la denuncia o el retiro 


1. Un tratado que no contenga disposiciones sobre su ter- 
minación ni prevea la denuncia o el retiro no podrá ser objeto 
de denuncia o de retiro a menos: 
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a) que conste que fue intención de las partes admitir la 
posibilidad de denuncia o de retiro; o 


b) que el derecho de denuncia o de retiro pueda inferirse 
de la naturaleza del tratado. 


2. Una parte debcrá notificar con dos meses por lo menos 
de antelación su intención de denunciar un tratado o de reti- 
rarse de él conforme al párrafo 1. 


Artículo 57 


Suspensión de la aplicación de un tratado en virtud de sus 
disposiciones o por consentimiento de las partes 


La aplicación de un tratado podrá suspenderse con respec- 
to a lodas las partes o a una parte determinada: 


a) conforme a las disposiciones del tratado; o 


b) en cualquier momento, por consentimiento de todas las 
partes previa consulta con los Estados contratantes y las orga- 
nizaciones contratantes. 


Artículo 58 


Suspensión de la aplicación de un tratado multilateral por 
acuerdo entre algunas de las partes únicamente 


1. Dos o más partes en un tratado multilateral podrán cele- 
brar un acuerdo que tenga por objeto suspender la aplicación 
de disposiciones del tratado, temporalmente y sólo en sus 
relaciones mutuas: 


a) si la posibilidad de tal suspensión está prevista por cl 
tratado; O 


b) si tal suspensión no está prohibida por el tratado, a 
condición de que: 


i) no afecte al disfrute de los derechos que a las 
demás partes correspondan en virtud del tratado 
ni al cumplimiento de sus Obligaciones; y 


í1) no sca incompatible con el objeto y el fin del 
tratado. 


2. Salvo que en el caso previsto en el apartado a) del 
párrafo 1 el tratado disponga otra cosa, las partes interesadas 
deberán notificar a las demás partes su intención de celebrar 
el acuerdo y las disposiciones del tratado cuya aplicación se 
proponen suspender. 


Artículo 59 


Terminación de un tratado o suspensión de su aplicación 
implícitas como consecuencia de la celebración de un 
tratado posterior 


1. Se considerará que un tratado ha terminado si todas las 
partes en él celebran ulteriormente un tratado sobre la misma 
materia y: 
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a) se desprende del tratado posterior O consta de otro 
modo que ha sido intención de las partes que la materia se rija 
por este tratado; O 


b) las disposiciones del tratado posterior son hasta tal 
punto incompatibles con las del tratado anterior que los dos 
tratados no pueden aplicarse simultáneamente. 


2. Se considerará que la aplicación del tratado anterior ha 
quedado únicamente suspendida si se desprende del tratado 
posterior o consta de otro modo que tal ha sido la intención de 
las partes. 


Artículo 60 


Terminación de un tratado o suspensión de su aplicación 
como consecuencia de su violación 


l. Una violación grave de un tratado bilateral por una de 
las partes facultará a la otra parte para alegar la violación 
como causa para dar por terminado el tratado o para suspen- 
der su aplicación total o parcialmente. 


2. Una violación grave de un tratado multilateral por una 
de las partes facultará: 


a) a las otras partes, procediendo por acuerdo unánime, 
para suspender la aplicación del tratado total o parcialmente o 
darlo por terminado, sea: 


iy en las relaciones entre ellas y el Estado o la or- 
ganización internacional autor de la violación, O 


ii) entre todas las partes; 


b) a una parte especialmente perjudicada por la violación, 
para alegar ésta como causa para suspender la aplicación del 
tratado total o parcialmente en las relaciones entre ella y el 
Estado o la organización internacional autor de la violación; 


<) a cualquier parte, que no sea el Estado o Ja organiza- 
ción internacional autor de la violación, para alegar la viola- 
ción como causa para suspender la aplicación del tratado total 
o parcialmente con respecto a sí misma, si el tratado es de tal 
índole que una violación grave de sus disposiciones por una 
parte modifica radicalmente la situación de cada parte con 
respecto a la ejecución ulterior de sus obligaciones en virtud 


del tratado. 


3. Para los efectos del presente artículo, constituirán viola- 
ción grave de un tratado: 


a) un rechazo del tratado no admitido por la presente 
Convención; o 


b) la violación de una disposición esencial para la conse- 
cución del objeto o del fin del tratado. 


4. Los precedentes párrafos se entenderán sin perjuicio de 
las disposiciones del tratado aplicables en caso de violación, 
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5. Lo previsto en los párrafos 1 y 3 no se aplicará a las 
disposiciones relativas a la protección de la persona human. 
contenidas en tratados de carácter humanitario, en particular a 
las disposiciones que prohíben toda forma de represalias con 
respecto a las personas protegidas por tales tratados. 


Artículo 61 
Imposibilidad subsiguiente de cumplimiento 


1. Una parte podrá alegar la imposibilidad de cumplir un 
tratado como causa para darlo por terminado o retirarse de él 
si esa imposibilidad resulta de la desaparición o destrucción 
definitivas de un objeto indispensable para cl cumplimiento 
del tratado. Si la imposibilidad es temporal, podrá alegarse 
únicamente como causa para suspender la aplicación del trata- 
do. 


2. La imposibilidad de cumplimiento no podrá alegarse 
por una de las partes como causa para dar por terminado un 
tratado, retirarse de él o suspender su aplicación si resulta de 
una violación, por la parte que la alegue, de una obligación 
nacida del tratado o de toda otra obligación internacional con 
respecto a cualquier otra parte en el tratado. 


Artículo 62 
Cambio fundamental en las circunstancias 


1. Un cambio fundamental en las circunstancias ocurrido 
con respecto a las existentes en cl momento de la celebración 
de un tratado y que no fue previsto por las partes no podrá 
alegarse como causa para dar por terminado el tratado o rcti- 
rarse de él, a menos que: 

a) la existencia de esas circunstancias constituyera una 
base esencial del consentimiento de las partes en obligarse por 
el tratado; y 


b) ese cambio tenga por efecto modificar radicalmente cl 
alcance de las obligaciones que todavía deben cumplirse cn 
virtud del tratado. 


2. Un cambio fundamental en las circunstancias no podrá 
alegarse como causa para dar por terminado un tratado entre 
dos o más Estados y una o más organizaciones internacionales 
O para retirarse de él si el tratado establece una frontera. 


3. Un cambio fundamental en las circunstancias no podrá 
alegarse como causa para dar por terminado un tratado o para 
retirarse de él, si el cambio fundamental resulta de una viota- 
ción, por la parte que lo alega, de una obligación nacida del 
tratado o de toda otra obligación internacional con respecto a 
cualquier otra parte en el tratado. 


4. Cuando, con arreglo a lo dispuesto en los párrafos pre- 
cedentes, una de las partes pueda alegar un cambio fundamen- 
tal en las circunstancias como causa para dar por terminado 
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un tratado o para retirarse de él, podrá también alegar esc 
cambio como causa para suspender la aplicación del tratado, 


Artículo 63 
Ruptura de relaciones diplomáticas o consulares 


La ruptura de relaciones diplomáticas o consulares entre 
Estados partes en un tratado entre dos o más Estados y una o 
más organizaciones internacionales no afectará a las relacio- 
nes jurídicas establecidas entre esos Estados por el tratado, 
salvo en la medida en que la existencia de relaciones diplomá- 
ticas O consulares sea indispensable para la aplicación del 
tratado. 


Artículo 64 


Aparición de una nueva norma imperativa de derecho 
internacional general (jus cogens) 


Si surge una nueva norma imperativa de derecho interna- 
cional general, todo tratado existente que esté en oposición 
con esa norma sc convertirá en nulo y terminará. 


SECCION 4. PROCEDIMIENTO 
Artículo 65 


Procedimiento que deberá seguirse con respecto a la 
nulidad o terminación de un tratado, el retiro de una parte 
o la suspensión de la aplicación de un tratado 


1. La parte que, basándose en las disposiciones de la pre- 
sente Convención, alegue un. vicio de su consentimiento cn 
obligarse por un tratado o una causa para impugnar la validez 
de un tratado, darlo por terminado, retirarse de él o suspender 
su aplicación, deberá notificar a las demás partes su preten- 
sión. En la notificación habrá de indicarse la medida que se 
proponga adoptar con respecto al tratado y las razones en que 
ésta se funde. 


2. Si, después de un plazo que, salvo en casos de especial 
urgencia, no habrá de ser inferior a tres meses contados desde 
la recepción de la notificación, ninguna parte ha formulado 
objeciones, la parte que haya hecho la notificación podrá 
adoptar en la forma prescrita en el artículo 67 la medida que 
haya propuesto. 


3. Si, por el contrario, cualquiera de las demás partes ha 
formulado una objeción, las partes deberán buscar una solu- 
ción por los medios indicados en el artículo 33 de la Carta de 
las Naciones Unidas, 


4. La notificación o la objeción hecha por una organiza- 
ción internacional se regirá por las reglas de la organización. 


5. Nada de lo dispuesto en los párrafos precedentes afecta- 
rá a los derechos o a las obligaciones de las partes que se 
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deriven de cualesquiera disposiciones en vigor entre ellas res- 
pecto de la solución de controversias. 


6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45, el hecho 
de que un Estado o una organización internacional no haya 
efectuado la notificación, prescrita en el párrafo 1 no le impc- 
dirá hacerla en respuesta a otra parte que pida cl cumplimien- 
to del tratado o alegue su violación. 


Artículo 66 


Procedimientos de arreglo judicial, de arbitraje y de 
conciliación 


1. Sí, dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que 
se haya formulado la objeción, no se ha legado a ninguna 
solución conforme al párrafo 3 del artículo 65, se seguirán los 
procedimientos que se indican en los siguientes párrafos. 


2. Con respecto a una controversia relativa a la aplicación 
o la interpretación del artículo 53 o el artículo 64: 


a) sí un Estado es parte en una controversia con uno o 
más Estados podrá, mediante solicitud escrita, someter la con- 
troversia a la decisión de la Corte Internacional de Justicia: 


b) si un Estado es parte en una controversia en la que son 
partes una O varias organizaciones internacionales, el Estado 
podrá, por conducto de un Estado Miembro de las Naciones 
Unidas si es necesario, pedir a la Asamblea General o al 
Consejo de Seguridad o, cuando corresponda, al órgano com- 
petente de una organización internacional que sea parte en la 
controversia y esté autorizada de conformidad con el artículo 
96 de la Carta de las Naciones Unidas, que solicite de la Corte 
Internacional de Justicia una opinión consultiva de conformi- 
dad con el artículo 65 del Estatuto de la Corte; 


c) si las Naciones Unidas o una organización internacio- 
nal autorizada para cllo de conformidad con el artículo 96 de 
la Carta de las Naciones Unidas es parte en una controversia, 
podrá solicitar de la Corte Internacional de Justicia una opi- 
nión consultiva de conformidad con el artículo 65 del Estatuto 
de la Corte; 


d) si una organización internacional distinta a las que se 
refiere el apartado c) es parte en una controversia podrá, por 
conducto de un Estado Miembro de las Naciones Unidas, sc- 
guir cl procedimiento que se indica en el apartado b); 


e) la opinión consultiva que se emita de conformidad con 
los apartados by), c) o d) será aceptada como decisiva portodas 
las partes en la controversia de que se trate; 


f) si se rechaza la petición de una opinión consultiva de 
la Corte, conforme a los apartados b), c) o d), cualquicra de 
las partes en la controversia podrá someterla, mediante notifi- 
cación escrita dirigida a la otra u otras partes en la controver- 
sia, al arbitraje de conformidad con las disposiciones del Anc- 
xo de la presente Convención. 
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3. Se aplicarán las disposiciones del párrafo 2 a menos que 
todas las partes en una de las controversias mencionadas en 
ese párrafo convengan de común acuerdo en someter la con- 
troversia a un procedimiento de arbitraje, incluso el que se 
indica en el Anexo de la presente Convención. 


4, Con respecto a una controversia relativa a la aplicación 
o a la interpretación de cualquiera de los artículos de la Parte 
V, salvo los artículos 53 y 64, de la presente convención, 
cualquiera de las partes en la controversia podrá iniciar el 
procedimiento de conciliación indicado en el Anexo de la 
Convención presentando al Scerctario Gencral de las Nacio- 
nes Unidas una solicitud a tal efecto. 


Artículo 67 


Instrumentos para declarar la nulidad de un tratado, darlo 
por terminado, retirarse de él o suspender su aplicación. 


1. La notificación prevista cn el párrafo 1 del artículo 65 
habrá de hacerse por escrito. 


2. Todo acto encaminado a declarar la nulidad de un trata- 
do, darlo por terminado, retirarse de él o suspender su aplica- 
ción de conformidad con las disposiciones del tratado o de los 
párrafos 2 6 3 del artículo 65 se hará constar en un instrumen- 
lo que será comunicado a las demás partes, Si el instrumento 
que dimanc de un Estado no está firmado por el jefe de Esta- 
do, cl jefe del gobierno o el ministro de relaciones exteriores, 
el representante del Estado que lo comunique podrá ser invita- 
do a presentar sus plenos poderes. Si el instrumento dimana 
de una organización internacional, el representante de la orga- 
nización que haga la comunicación podrá ser invitado a pre- 
sentar sus plenos poderes. 


Artículo 68 


Revocación de las modificaciones y de los instrumentos 
previstos en los artículos 65 y 67 


Las notificaciones o los instrumentos previstos en los ar- 
tículos 65 y 67 podrán ser revocados cn cualquier momento 
antes de que surtan efecto. 


SECCION 5. CONSECUENCIAS DE LA NULIDAD, LA 
TERMINACION O LA SUSPENSION DE LA APLICACION 
DE UN TRATADO 


Artículo 69 
Consecuencias de la nulidad de un tratado 
1. Es nulo un tratado cuya nulidad quede determinada en 
virtud de la presente Convención. Las disposiciones de un 


tratado nulo carecen de fuerza jurídica. 


2. Si no obstante se han ejecutado actos basándose en tal 
tratado: 
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a) toda parte podrá exigir de cualquier otra parte que en la 
medida de lo posible establezca en sus relaciones mutuas fa 
situación que habría existido si no se hubieran ejecutado esos 
actos; 


b) los actos ejecutados de buena fe antes de que se haya 
alegado la nulidad no resultarán ilícitos por el solo hecho de 
la nulidad del tratado. 


3. En los casos comprendidos en los artículos 49, 50, 51, 6 
52, no se aplicará al párrafo 2 con respecto a la parte a la que 
sean imputables el dolo, el acto de corrupción o la coacción, 


4, En caso de que el consentimiento de un Estado o de una 
organización internacional determinados cn obligarse por un 
tratado multilateral esté viciado, las normas precedentes se 
aplicarán a las relaciones entre ese Estado o esa organización 
y las partes en el tratado. 


Artículo 70 
Consecuencias de la terminación de un tratado 


1. Salvo que el tratado disponga o las partes convengan 
otra cosa al respecto, ta terminación de un tratado en virtud de 
sus disposiciones o conforme a la presente Convención: 


a) eximirá a las partes de la obligación de seguir cum- 
pliendo el tratado; 


b) no afectará a ningún derecho, obligación o situación 
jurídica de las partes creados por la ejecución del tratado 
antes de su terminación. 


2. Si un Estado o una organización internacional denuncia 
un tratado multilateral o se retira de él, se aplicará el párrafo | 
a las relaciones entre ese Estado o esa organización y cada 
una de las demás partes en cl tratado desde la fecha en que 
surta efectos tal denuncia o retiro. 


Artículo 71 


Consecuencias de la nulidad de un tratado que esté en 
oposición con una norma imperativa de derecho 
internacional general 


1, Cuando un tratado sea nulo en virtud del artículo 53, las 
partes deberán: 


a) eliminar en lo posible las consecuencias de todo acto 
que se haya ejecutado basándose en una disposición que csté 
en oposición con la norma imperativa de derecho internacio- 
nal general; y 


b) ajustar sus relaciones mutuas a la norma imperativa de 
derecho internacional general. 


2. Cuando un tratado se convierta en nulo y termine cn 
virtud del artículo 64, la terminación del tratado: 
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a) eximirá a las partes de toda obligación de seguir cum- 
pliendo el tratado; 


b) no afectará a ningún derecho, obligación o situación 
jurídica de las partes creados por la ejecución del tratado 
antes de su terminación; sin embargo, esos derechos, obliga- 
ciones O siluaciones podrán en adelánte mantenerse única- 
mente en la medida en que su mantenimiento no esté por sí 
mismo en oposición con la nueva norma imperativa de dere- 
cho internacional general, 


Artículo 72 


Consecuencias de la suspensión de la aplicación 
de un tratado 


1. Salvo que el tratado disponga o las partes convengan 
otra cosa al respecto, la suspensión de la aplicación de un 
tratado basada cn sus disposiciones o conforme a la presente 
Convención: 


a) cximirá a las partes entre las que se suspenda la aplica- 
ción del tratado de la obligación de cumplirlo en sus relacio- 
nes mutuas durante el período de suspensión; 


b) no afectará de otro modo a las relaciones jurídicas que 
el tratado haya establecido entre las partes. 


2. Durante el período de suspensión, las partes deberán 
abstenerse de todo acto encaminado a obstaculizar la rcanuda- 
ción de la aplicación del tratado. 


PARTE VI 
DISPOSICIONES DIVERSAS 
Artículo 73 


Relación con la Convención de Viena sobre el Derecho de 
los Tratados 


Entre Estados partes en la Convención de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados, de 1969, las relaciones de esos Esta- 
dos en virtud de un tratado entre dos o más Estados y una o 
varias Organizaciones internacionales se regirán por dicha 
Convención. 


Artículo 74 
Cuestiones no prejuzgadas por la presente Convención 


1. Las disposiciones de la presente Convención no prejuz- 
garán ninguna cuestión que con relación a un tratado entre 
uno o más Estados y una o varias organizaciones internacio- 
nales pueda surgir como consecuencia de una sucesión de 
Estados, de la responsabilidad internacional de un Estado o de 
la ruptura de hostilidades entre Estados. 


2. Las disposiciones de la presente Convención no prejuz- 
garán ninguna cuestión que con relación a un tratado pueda 
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surgir como consecuencia de la responsabilidad internacional 
de la organización internacional, de la terminación de su exis- 
tencia o de la terminación de la participación de un Estado en 
calidad de miembro de la organización. 


3. Las disposiciones de la presente Convención no prejuz- 
garán ninguna cuestión que pueda surgir en relación con la 
creación de obligaciones y derechos para los Estados miem- 
bros de una organización internacional en virtud de un tratado 
en el que esa organización sea parte. 


Artículo 75 


Relaciones diplomáticas o consulares y celebración de 
tratados 


La ruptura o la ausencia de relaciones diplomáticas o con- 
sulares entre dos o más Estados no impedirá la celebración de 
tratados entre dos o más de dichos Estados y una o más orga- 
nizaciones internacionales. Tal celebración por sí misma no 
prejuzgará acerca de la situación de las relaciones diplomáti- 
cas o consulares. 


Artículo 76 
Caso de un Estado agresor 


Las disposiciones de la presente Convención se entenderán 
sin perjuicio de cualquier obligación que pueda originarse con 
relación a un tratado entre uno o más Estados y una o más 
organizaciones internacionales para un Estado agresor como 
consecuencia de medidas adoptadas conforme a la Carta de 
las Naciones Unidas con respecto a la agresión cometida por 
ese Estado. 


PARTE VII 


DEPOSITARIOS, NOTIFICACIONES, 
CORRECCIONES Y REGISTRO 


Artículo 77 
Depositarios de los tratados 


1. La designación del depositario de un tratado podrá efec- 
tuarse por los Estados negociadores y las organizaciones nc- 
gociadoras o, según el caso, las organizaciones negociadoras, 
en el tratado mismo o de otro modo. El depositario podrá ser 
uno o más Estados, una organización internacional o el princi- 
pal funcionario administrativo de tal organización. 


2. Las funciones del depositario de un tratado son de ca- 
rácter internacional y el depositario está obligado a actuar 
imparcialmente en el desempeño de ellas. En particular, cl 
hecho de que un tratado no haya entrado en vigor entre algu- 
nas de las partes o de que haya surgido una discrepancia entre 
un Estado o una organización internacional y un depositario 
acerca del desempeño de las funciones de éste no afectará a 
esa obligación del depositario. 
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Artículo 78 
Funciones de los depositarios 


1. Salvo que el tratado disponga a los Estados contratantes 
y las organizaciones contratantes o, según el caso, las organi- 
7aciones contratantes convengan otra cosa al respecto, las fun- 
ciones del depositario comprenden en particular las siguien- 
tes: 


a) custodiar el texto original del tratado y los poderes que 
sc le hayan remitido; 


b) extender copias certificadas conformes del texto origi- 
nal y preparar todos los demás icxtos del tratado en otros 
idiomas que puedan requerirse en virtud del tratado y transmi- 
tirlos a las partes en el tratado y a los Estados y organizacio- 
nes internacionales facultados para llegar a serlo; 


c) recibir las firmas del tratado y recibir y custodiar los 
instrumentos, notificaciones y comunicaciones relativos a 
óste; 


d) examinar si una firma, un instrumento o una notifica- 
ción o comunicación relativos al tratado están en debida for- 
ma y, de ser necesario, señalar el caso a la atención del Estado 
O la organización internacional de que se trate; 


c) informar a la partes en el tratado y a los Estados y las 
organizaciones internacionales facultados para llegar a serlo 
de los actos, notilicaciones y comunicaciones relativos al tra- 
tado; 


f)_ informar a los Estados y las organizaciones intemnacio- 
nales facultados para llegar a ser partes en el tratado de la 
fecha en que se ha recibido o depositado el número de firmas 
o de instrumentos de ratificación, instrumentos relativos a un 
acto de confirmación formal, o instrumentos de aceptación, 
aprobación o adhesión necesario para la entrada en vigor del 
tratado; 


g) registrar el tratado cn la Secretaría de las Naciones 
Unidas; 


h) desempeñar las funciones especificadas en otras dispo- 
siciones de la presente Convención. 


2. De surgir alguna discrepancia entre un Estado o una 
organización internacional, el depositario acerca del desempe- 
ño de las funciones de éste, el depositario señalará la cuestión 
a la atención: 


a) de los Estados y las organizaciones signatarios, así 
como de los Estados contratantes y las organizaciones contra- 
tantes: O 


b) si corresponde, del órgano competente de la organiza- 
ción interesada. 
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Artículo 79 
Notificaciones y comunicaciones 


Salvo cuando el tratado o la presente Convención dispon- 
gan otra cosa al respecto, una notificación o comunicación 
que deba hacer cualquier Estado u organización internacional 
en virtud de la presente Convención: 


a) deberá ser transmitida, si no hay depositario, directa- 
mente a los Estados y a las organizaciones a que esté destina- 
da, o, si hay depositario, a éste; 


b) sólo se entenderá que ha quedado hecha por el Estado 
o la organización de que se trate cuando haya sido recibida 
por el Estado o la organización a que fue iransmitida o, en su 
caso, por el depositario; 


c) si ha sido transmitida a un depositario, sólo se entende- 
rá que ha sido recibida por el Estado o la organización a que 
estaba destinada cuando ese Estado o esa organización haya 
recibido del depositario la información prevista en el apartado 
e) del párrafo 1 del artículo 78. 


Artículo 80 


Corrección de errores en textos o en copias certificadas 
conformes de los tratados 


1. Cuando, después de la autentificación del texto de un 
tratado, los Estados y las organizaciones internacionales sig- 
natarios, los Estados contratantes y las organizaciones contra- 
tantes adviertan de común acuerdo que contiene un error, éste, 
a menos que tales Estados y organizaciones decidan proceder 
a Su corrección de otro modo, será corregido: 


a) introduciendo la corrección pertinente en el texto y 
haciendo que sea rubricada por representantes autorizados en 
debida forma; 


b) formalizando un instrumento o canjeando instrumentos 
en los que se haga constar la corrección que se haya acordado 
hacer; O 


c) formalizando, por el mismo procedimiento empleado 
para el texto original, un texto corregido de todo el tratado. 


2. En el caso de un tratado para el que haya depositario, 
éste notificará a Jos Estados y las organizaciones internaciona- 
les signatarios y a los Estados contratantes y las organizacio- 
nes contratantes el error y la propuesta de corregirlo y fijará 
un plazo adecuado para hacer objeciones a la corrección pro- 
puesta. A la expiración del plazo fijado, 


a) si no se ha hecho objeción alguna, el depositario efec- 
tuará y rubricará la corrección en el texto, extenderá un acta 
de rectificación del texto y comunicará copia de ella a las 
partes en el tratado y a los Estados y las organizaciones facul- 
tados para llegar a serlo; 
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b) si se ha hecho una objeción, el depositario comunicará 
la objeción a los Estados y las organizaciones signatarios y a 
los Estados contratantes y las organizaciones contratantes. 


3. Las disposiciones de los párrafos 1 y 2 se aplicarán 
también cuando el texto de un tratado haya sido autenticado 
en dos o más idiomas y sc advierta una falla de concordancia 
que los Estados y las organizaciones internacionales signata- 
rios, así como los Estados contratantes y las organizaciones 
contratantes convengan en que debe corregirse, 


4. El texto corregido sustituirá ab initio al texto defectuo- 
so, a menos que los Estados y las organizaciones internaciona- 
les signatarios, así como los Estados contratantes y las organi- 
zaciones contratantes decidan otra cosa al respecto. 


5. La corrección del texto de un tratado que haya sido 
registrado será notificada a la Secretaría de las Naciones Uni- 
das. 


6. Cuando se descubra un error en una copia certificada 
conforme de un tratado, cl depositario extenderá un acta en la 
que hará constar la rectificación y comunicará copia de ella a 
los Estados y las organizaciones internacionales signatarios, 
así como a los Estados contratantes y las organizaciones con- 
tratantes. 


Artículo 81 
Registro y publicación de los tratados 


l. Los tratados, después de su entrada en vigor, se lransmi- 
tirán a la Secretaría de las Naciones Unidas para su registro O 
archivo e inscripción, según el caso, y para su publicación. 


2. La designación de un depositario constituirá la autoriza- 
ción para que éste realice los actos previstos en el párrafo 
precedente. 


PARTE VINO 
DISPOSICIONES FINALES 
Artículo 82 
Firma 


La presente Convención estará abierta hasta el 31 de di- 
ciembre de 1986, en el Ministerio Federal de Relaciones Exte- 
riores de la República de Austria, y, después, hasta el 30 de 
junio de 1987, en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva 
York, a la firma: 


a) de todos los Estados; 


b) de Namibia, representada por el Consejo de las Nacio- 
nes Unidas para Namibia; 


c) de las organizaciones internacionales invitadas a parti- 
cipar en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Dere- 
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cho de los Tratados entre Estados y Organizaciones Interna- 
cionales o entre Organizaciones Internacionales. 


Artículo 83 
Ratificación o acto de confirmación formal 


La presente Convención está sujeta a ratificación por tos 
Estados y por Namibia, representada por el Consejo de las 
Naciones Unidas para Namibia, y a actos de confirmación 
formal por las Organizaciones Internacionales. Los instrumen- 
tos de ratificación y los instrumentos relativos a los actos de 
confirmación formal se depositarán en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas. 


Artículo 84 
Adhesión 


1. La presente Convención quedará abierta a la adhesión 
de todo Estado, de Namibia, representada por el Consejo de 
las Naciones Unidas para Namibia, y de toda organización 
internacional que tenga capacidad para celebrar tratados. 


2. El instrumento de adhesión de una organización interna- 
cional contendrá una declaración por la que se haga constar 
que la organización tiene capacidad para celebrar tratados. 


3. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas. 


Artículo 85 
Entrada en vigor 


1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo 
día a partir de la fecha en que haya sido depositado cl trigési- 
mo quinto instrumento de ratificación o de adhesión por los 
Estados o por Namibia, representada por cel Consejo de las 
Naciones Unidas para Namibia. 


2. Para cada Estado, o para Namibia, representada por el 
Consejo de las Naciones Unidas para Namibia, que ratifique 
la Convención o se adhiera a ella después de haberse cumpli- 
do la condición establecida en el párrafo 1, la Convención 
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha cn que tal 
Estado o Namibia haya depositado su instrumento de ratifica- 
ción o de adhesión. 


3. Para cada organización internacional que deposite un 
instrumento relativo a un acto de confirmación formal o un 
instrumento de adhesión, la Convención entrará en vigor cl 
trigésimo día a partir de la fecha en que se haya efectuado ese 
depósito, o en la fecha en que la Convención entra en vigor 
conforme al párrafo 1, si esta última es posterior. 


Artículo 86 


Textos auténticos 


El original de la presente Convención, cuyos textos cn 
árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente 
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¿uténticos, será depositado en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas. 


EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los plenipotenciarios 
infrascritos, debidamente autorizados por sus respectivos Go- 
biernos, y los representantes debidamente autorizados del 
Consejo de las Naciones Unidas para Namibia y de las organi- 
zaciones internacionales, han firmado la presente Convención, 


HECHA EN VIENA, cl día veintiuno de marzo de mil 
novecientos ochenta y seis. 


ANEXO 


PROCEDIMIENTOS DE ARBITRAJE Y DE 
CONCILIACION ESTABLECIDOS EN 
APLICACION DEL ARTICULO 66 


|. CONSTITUCION DEL TRIBUNAL ARBITRAL 
O DE LA COMISIÓN DE CONCILIACION 


1. El Scerctario General de las Naciones Unidas establece- 
rá y mantendrá una lista, integrada por juristas calificados, de 
la cual las partes en una controversia podrán clegir las perso- 
nas que hayan de constituir un tribunal arbitral o, según el 
caso, una comisión de conciliación, A tal efecto, se invitará a 
todo Estado que sca Miembro de las Naciones Unidas y a Loda 
parte cn la presente Convención a que designe dos personas; 
los nombres de las personas así designadas constituirán la 
lista, una copia de la cual se enviará al Presidente de la Corte 
Internacional de Justicia. La designación de los integrantes de 
la lista, entre ellos los designados para cubrir una vacante 
accidental, se hará para un período de cinco años renovable. 
Al expirar el período para ej cual hayan sido designadas, esas 
personas continuarán desempeñando las funciones para las 
cuales hayan sido elegidas con arreglo a los párrafos siguien- 
tos. 


2. Cuando se haya realizado una notificación conforme al 
apartado f) del párrafo 2 del artículo 66, o se haya llegado a 
un acuerdo sobre el procedimiento en el presente Anexo con- 
forme al párrafo 3, la controversia se someterá a un tribunal 
arbitral. Cuando se haya presentado una solicitud, conforme al 
párrafo 4 del artículo 66, al Secretario General, éste someterá 
la controversia a una comisión de conciliación. Tanto el tribu- 
nal arbitral como la comisión de conciliación sc constituirán 
en la forma siguiente: 


Los Estados, las organizaciones internacionales o, según el 
caso, los Estados y las organizaciones que constituyan una de 
las partes en la controversia nombrarán de común acuerdo: 


a) un árbitro, o, según el caso, un amigable componedor, 
clegido o no de la lista mencionada en el párrafo 1, y 


b) un árbitro, o, según el caso, un amigable componedor, 
elegido entre los incluidos en la lista que no tenga la naciona- 
lidad de ninguno de los Estados, ni haya sido designado por 
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ninguna de las organizaciones, que constituyan esa parte en la 
controversia; no obstante, una controversia entre dos organi 
zaciones internacionales no podrá quedar sometida al conoci- 
miento de nacionales de un mismo Estado. 


Los Estados, las organizaciones internacionales o, según el 
caso, los Estados y las organizaciones que constituyan la otra 
parte en la controversia nombrarán dos árbitros, o, según el 
caso, dos amigables componedores, de la misma mancra. Las 
cuatro personas elegidas por las partes deberán ser nombradas 
dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que la otra 
parte en la controversia haya recibido la notificación confor- 
me al apartado f) del párrafo 2 del artículo 66, en que se haya 
llegado a un acuerdo sobre el procedimiento en el presente 
Anexo conforme al párrafo 3 o en que el Secretario Gencral 
haya recibido la solicitud de conciliación. 


Las cuatro personas así elegidas, dentro de los sesenta días 
siguientes a la fecha en que se haya efectuado el último de sus 
nombramientos, nombrarán de la lista un quinto árbitro o ami- 
gable componedor, según el caso, que será presidente. 


Si el nombramiento del presidente, o de cualquicra de los 
árbitros y de los amigables componedores, según el caso, no 
se hubiere realizado en el plazo antes prescrito para ello, lo 
efectuará cl Secretario General de las Naciones Unidas dentro 
de los sesenta días siguientes a la expiración de ese plazo. El 
Secretario General podrá nombrar presidente a una de las per- 
sonas de la lista o a uno de los miembros de la Comisión de 
Derecho Internacional, Cualquiera de los plazos en los cuales 
deban efectuarse los nombramientos podrá prorrogarse por 
acuerdo de las partes en la controversia. Si las Naciones Uni- 
das son parte o están incluidas en una de las partes en la 
controversia, cl Secretario General transmitirá la mencionada 
solicitud al Presidente de la Corte Internacional de Justicia, 
quien desempeñará las funciones que se asignan al Secretario 
General en este apartado. 


Toda vacante deberá cubrirse en la forma prescrita para cl 
nombramiento inicial. 


El nombramiento de árbitros o de amigables componedo- 
res por una Organización intemacional mencionado en los pá- 
rrafos 1 y 2 se regirá por las reglas de la organización. 


IL. FUNCIONAMIENTO DEL TRIBUNAL ARBITRAL. 


3. Salvo que las partes en la controversia acuerden otra 
cosa, el Tribunal Arbitral fijará su propio procedimiento, ga- 
rantizando a cada una de las partes en la controversia plena 
oportunidad de ser oída y de hacer la defensa de su causa. 


4, El Tribunal Arbitral, previo consentimiento de las partes 
en la controversia, podrá invitar a cualquier Estado u organi- 
zación internacional interesado a exponerle sus opiniones, 
verbalmente o por escrito. 


5. Las decisiones del Tribunal Arbitral se adoptarán por 
mayoría de sus miembros. En caso de empate, decidirá el vato 
del Presidente, 
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6. Cuando una de las partes en la controversia no compa- 
rezca ante el Tribunal o se abstenga de hacer la defensa de su 
causa, la otra parte podrá pedir al Tribunal que prosiga las 
actuaciones y dicte su laudo. Antes de dictar dicho laudo cl 
Tribunal deberá asegurarse no sólo de su competencia para 
decidir la controversia, sino también de que la pretensión está 
bien fundada en cuanto a los hechos y al derecho. 


7. El laudo del Tribunal Arbitral se limitará al asunto de la 
controversia y será motivado. Cualquier miembro del Tribu- 
nal podrá adjuntar una opinión separada o disidente del laudo. 


8. El laudo será definitivo e inapelable. Todas las partes en 
la controversia deberán someterse al laudo. 


9, El Secretario General proporcionará al Tribunal la asis- 
tencia y las facilidades que necesite. Los gastos del Tribunal 
serán sufragados por las Naciones Unidas. 


IM. FUNCIONAMIENTO DE LA COMISION DE 
CONCILIACION 


10. La Comisión de Conciliación fijará su propio procedi- 
miento. La Comisión, previo consentimiento de las partes cn 
la controversia, podrá invitar a cualquiera de las partes en el 
tratado a exponerle sus opiniones verbalmente o por escrito. 
Las decisiones y recomendaciones de la Comisión se adopta- 
rán por mayoría de votos de sus cinco miembros. 


11. La Comisión podrá señalar a la atención de las partes 
en la controversia todas las medidas que puedan facilitar una 
solución amistosa. 


12. La Comisión virá a las partes, examinará las pretensio- 
nes y objeciones, y hará propuestas a las partes con miras a 
que Heguen a una solución amistosa de la controversia. 


13. La Comisión presentará su informe dentro de los doce” 
meses siguientes a la fecha de su constitución, El informe se 
depositará en poder del Secretario General y se transmitirá a 
las partes en la controversia. El informe de la Comisión, in- 
cluidas cualesquicra conclusiones que en él se indiquen cn 
cuanto a los hechos y a las cuestiones de derecho, no obligará 
a las partes ni tendrá otro carácter que el de enunciado de 
recomendaciones presentadas a las partes para su considera- 
ción a fin de facilitar una solución amistosa de la controver- 
sia. 


14. El Secretario Gencral proporcionará a la Comisión la 
asistencia y las facilidades que necesite. Los gastos de la 


Comisión serán sufragados por las Naciones Unidas”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Sc lec) 
-En discusión gencral. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ZUMARAN. - En este tema rigc la Convención 
también celcbrada en Viena unos años atrás, más precisamen- 
tc cn 1969, de la que el Uruguay forma parte porque adhirió a 
ella. De modo, pues, que se trata de un asunto en el que el 
país ha incursionado, y lo que hoy está a consideración del 
Senado es una nueva Convención, celebrada también en Vic- 
na en 1986 -más concretamente, el 21 de marzo- pero que en 
términos generales sigue la arquitectura y los pasos de la 
Convención de Vicna de 1969; inclusive, la mayoría de los 
artículos reitera Jo que esta Convención anterior establecía. 


(Ocupa la Presidencia cl señor senador Astori) 


-Uruguay ratificó la Convención de Viena de 1969 en vir- 
tud de la aplicación del Decreto-Ley N* 15.195, de 19 de abril 
de 1982, Por eso, en el informe que obra en poder dc los 
señores senadores, nos limitamos a señalar cuáles son las dife- 
rencias entre la Convención actualmente vigento y la que hoy 
proponemos que el Senado aprucbe. Así como hay un acto 
jurídico de adhesión o ratificación de un Tratado, que es la 
manifestación de voluntad que hace un Estado, del mismo 
modo en esta Convención tenemos un acto de confirmación 
formal en virtud del cual el organismo internacional expresa 
su voluntad de obligarse por este Tratado. 


En segundo lugar, decimos que Lal vez podría indicarse la 
solución más innovadora o novedosa que establece esta Con- 
vención. De acuerdo con la ratificada en 1969, la Corte Inter- 
nacional de Justicia podía tomar conocimiento de un asunto 
que fuera sometido a su consideración por voluntad del Esta- 
do Parte; sólo los Estados nacionales podían llevar una cues- 
tión a dirimir bajo la jurisdicción de la mencionada Corte 
Internacional. En este sentido, por esta Convención que tene- 
mos a nuestro estudio, más precisamente por el artículo 66, 
numeral 2, literal B), y siguiente, se establece un procedi- 
miento en virtud del cual las organizaciones internacionales 
que sean parte de una controversia fundada en este Tratado, 
pueden acceder a la Corte Internacional de Justicia a efectos 
de recabar su opinión. 


Esta opinión va a tener el vigor que en el mismo le da cl 
Estatuto de la Corte. Es una opinión consultiva, Es decir que 
lo que en definitiva interesa es que las Organizaciones Inter- 
nacionales pueden llevar un asunto a conocimiento de la Cor- 
te Internacional de Justicia. Nos parece que esto es convenicn- 
te y positivo y que refleja la trascendencia e importancia que 
las Organizaciones Internacionales están teniendo en el campo 
de las relaciones internacionales. 


Hay también otras cuestiones de menor trascendencia, des- 
tinadas a abrir el camino a las Organizaciones Internacionales 
en el ámbito del Derecho Internacional. La Convención de 
Viena del año 1969 se refería solamente a Terccros Estados: 
aquí, junto a esa figura aparece la de Terccra Organización. 
Hoy por hoy, puede haber un conflicto que involucre no sólo a 
Terceros Estados sino a una Tercera Organización, 
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Asimismo, el artículo 75 tiene que ver con cuestiones no 
prejuzgadas por la presente Convención. E 


A nuestro juicio, estos son los avances que esta Conven- 
ción de Viena realiza sobre la anterior. Por estas razones, por 
unanimidad de los miembros de la Comisión de Asuntos Inter- 
nacionales del Senado, se aconseja la aprobación de este pro- 
yecto de ley, 


Sólo me resta decir que el Poder Ejecutivo anterior tam- 
bién envió un Mensaje pidiendo al Poder Legislativo la ratifi- 
cación de cesta Convención y que la actua] Administración 
hizo lo propio reiterando csto, Por esa razón aconsejamos al 
Cuerpo la aprobación de este Fratado. 


(Ocupa la Presidencia cl doctor Aguirre Ramirez) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 

-22 en 22, Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1? y único del proyecto. 


SEÑOR ZUMARAN. - Mociono para que se suprima la 
lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada. 


(Se vota:) 
-2 en 23, Afirmativa. 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el siguien- 
te: 


“ARTICULO 1*. - Apruébase la adhesión de la República 
a la Convención de Viena sobre el Derecho de Jos Tratados 
entre Estados y Organizaciones Internacionales o entre Orga- 
nizaciones Internacionales, concluida el 21 de marzo de 1986 
en Viena, República de Austria”). 

-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


-22 en 22, Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley y se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 
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12) ARRENDAMIENTOS URBANOS. Reforma del siste- 
ma de ajustes, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figura en tercer término del orden del día: “Proyecto de 
ley por el que se reforma el régimen de ajuste de los arrenda- 
mienios urbanos. (Carp. N* 219/90. Rep. N* 79/90)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N' 219/90 
Rep. N? 79/90 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente 
Ministerio de Economía y 
Finanzas 


Montevideo, 28 de junio de 1990. 


Señor Presidente de la 

Asamblea General 

Doctor Gonzalo Aguirre Ramírez. 
Presente 


Señor Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a considera- 
ción de ese Cuerpo el adjunto proyecto de ley referente a la 
reforma de ajuste de los arrendamientos urbanos por los fun- 
damentos que a continuación se exponen, 


El sistema vigente en materia de ajuste del precio de los 
arrendamientos urbanos, puede esquematizarse de la siguiente 
forma: 


a) Fincas con destino Casa-Habitación y otros destinos. 
Se aplica lo dispuesto por los artículos 14 y 15 dcl 
Decreto-Ley N? 14.219, de 4 de julio de 1974 y 1” del 
Decreto-Ley N* 15,154, de 14 de julio de 1981, con 
especial consideración del artículo 16 de la Ley 
N?* 15.799, de 30 de diciembre de 1985. De esto resulta 
que la determinación del precio se realiza anualmente, 
según evaluación de los índices en los doce meses an- 
teriores; sin perjuicio de ello, la diferencia resultante se 
aplica por cuatrimestres. 


b) Fincas con destino a Industria o Comercio. El régimen 
es igual al descripto, con la diferencia de que no existe 
una disposición equivalente al artículo 16 de la referida 
Ley N* 15.799, lo que determina una discriminación cn 
favor de los propietarios de fincas con estos destinos. 
que disponen del pago total del ajuste desde el momen- 
to en que se produce. 


El proyecto propone disminuir la “memoria” del sistema, 
esto es, a los efectos del ajuste del precio se considera la 
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variación de los índices a que refieren los artículos 14 y 15 del 
mencionado Decreto-Ley N* 14.219, producida en el cuatri- 
mestre precedente y no en los últimos doce meses. 


En una cconomía inflacionaria y con tasa de inflación va- 
riable, resultaría conveniente que la memoria sea lo más breve 
posible para evitar, dado el rezago del sistema, que haya cam- 
bios (aumentos o disminuciones ) muy importantes en el pre- 
cio real, es decir corregido por la inflación. 


De este modo y ante cambios bruscos en cualquier sentido 
de la tasa de inflación, el ajuste es más rápido y no cambia cl 
precio real. 


El sisiema propuesto consiste entonces en ajustar en forma 
cuatrimestral cl precio de los arrendamientos urbanos, en 
atención a las mismas variables del sistema vigente, pero con- 
siderada su variación sólo en ese período. 


Sin perjuicio de todo lo expuesto, se sugiere un régimen 
iransitorio y especial de ajuste para los contratos vigentes, 
sólo para el primer ajuste que corresponda, y por única vcz, a 
saber: 


a) Casa-Habitación y otros destinos: para el primer cuatri- 
mestre se aplicará 1/3 del respectivo índice de actuali- 
zación (artículos 14 y 15 del Decreto-Ley N* 14,219). 


b) Industria o Comercio: para el primer cuatrimestre se 
aplicará 2/3 del respectivo índice de actualización (ar- 
tículos 14 y 15 del Decreto-Ley N* 14.219). 


Con ello se pretende, siempre para los contratos vigentes, 
mantener la diferencia que en términos reales existe cntre 
ambos casos, y que el legislador dispuso en el régimen que se 
pretende modificar (artículo 16 de la Ley N* 15.799). Se pre- 
tende, asimismo, acercarse lo más posible, en cada caso, a los 
valores reales de los alquileres en los años anteriores. 


Sin otro particular, saluda al señor Presidente con la mayor 
consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Raúl Lago, Enrique Braga Silva. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 12. - A partir del primer mes posterior a la publi- 
cación de la presente ley, los reajustes de alquiler de fincas 
comprendidas en el régimen estatutario del Decreto-Ley 
N? 14.219, de 4 de julio de 1974 y modificativas se realizarán 
de conformidad con los siguientes extremos, 


Art. 22, - Fincas con destino a casa habitación y otros 
destinos que no sean industria y comercio. 


2.1 En los contratos con plazo contractual o legal vigen- 
te, transcurridos doce meses del momento que correspondió al 
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de la fijación del último reajuste anual del alquiler se aplicará, 
por única vez y para los primeros cuatro meses siguientes, un 
tercio del respectivo índice de actualización (artículos 14 y 15 
del Decreto-Ley N* 14.219, y 1* del Decreto-Ley N* 15.154, 
de 14 de julio de 1981). 


2.2 A partir de ese momenio, el alquiler se rcajustará 
cualrimestralmente tomándose el índice que resulte de la apli- 
cación de las disposiciones legales precitadas, pero conside- 
rando las variaciones a que se refieren los literales A y B del 
artículo 15 Decreto-Ley N* 14,219, y modificativas, produc!- 
das en el cuatrimestre precedente, 


2.3 El sistema referido regirá hasta que se produzca la 
restitución efectiva de la finca. 


2.4 Si las partes hubieran convenido incrementos escalo- 
nados del alquiler, se estará a lo convenido por ellas, sin 
perjuicio de la facultad del arrendatario de optar por el régi- 
men que establece esta ley, en forma definitiva, cuando cl 
incremento sea superior al expuesto, dentro de quince días 
corridos a partir de la publicación en el “Diario Oficial” dcl 
cocticiente de ajuste de alquiler. La opción podrá comunicar- 
se por telegrama colacionado o por cualquicr medio fehacien- 
te al arrendador. 


2.5 Los contratos futuros ajustarán según las normas de 
los numcrales 2,2, 2,3 y 2.4 precedentes. 


Art. 3%, - Fincas con destino a industria y comercio. 


3.1 En los contratos con plazo contractual o legal vigen- 
te, transcurridos doce meses de la fijación del último reajuste 
anual del alquiler, se aplicará, por única vez y para los prime- 
ros cuatro meses siguientes, dos tercios del respectivo índice 
de actualización (artículos 14 y 15 del Decreto-Ley 
N* 14.219, y 12 del Decreto-Ley N* 15.154). 


3.2 A partir de ese momento y para los contratos futuros, 
se aplicarán las normas de los numerales 2.2, 2.3 y 2.4 que 
anteceden. 


Art. 4%. - El Poder Ejecutivo establecerá mensualmente 
tanto el índice de actualización que corresponde según cl an- 
terior cuatrimestre como el índice de actualización anual hasta 
tanto éste resulte aplicable a las situaciones arrendaticias. 


Art, 5% - Las disposiciones de esta ley no se aplicarán a 
los casos previstos por los artículos 2*, 28, 114 y 102 inciso 3% 
del Decreto-Ley N* 14,219, de 4 de julio de 1974 y modifica- 
LIVOS. 

Art. 6%. - Derógase a partir del cumplimiento de la anuali- 
dad a que refieren los artículos 2.1 y 3.1, el artículo 16 de la 
Ley N* 15.799, de 30 de diciembre de 1985, 


Raúl Lago, Enrique Braga Silva. 
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PROYECTO SUSTITUTIVO 


Artículo 1?. - A partir del primer mes posterior a la publi- 
cación de la presente ley (artículo 99), los reajustes de alquiler 
de fincas comprendidas en el régimen del Decreto-Ley 
N? 14,219, de 4 de julio de 1974 y sus disposiciones modifica- 
tivas, sc realizarán de conformidad con las siguientes disposi- 
ciones. 


Art. 22%, - Fincas con destino a casa habitación y otros 
destinos que no sean industria y comercio. 


2.1 Enlos contratos con plazos contractual o legal vigen- 
le, transcurridos doce mescs de la fijación del último reajuste 
anual o de la fecha del contrato, el alquiler se reajustará en 
adelante cuatrimestralmente. El coeficiente de reajuste, por el 
que se multiplicarán los precios de los arrendamientos, será el 
que corresponda a la menor de las variaciones previstas en los 
literales A) y B) del artículo 15 del Decreto-Ley N* 14.219, de 
4 de julio de 1974, en la redacción dada por el artículo 1* del 
Decreto-Ley N* 15,154, de 14 de julio de 1981, producidas en 
el cuatrimestre precedente al del mes en que se reajuste el 
alquiler. 


2,2 El sistema referido regirá hasta que se produzca la 
restilución efectiva de la finca. 


2.3 Silas partes hubieren convenido incrementos escalo- 
nados del alquiler, se estará a lo convenido por ellas. Cuando 
el incremento pactado luere superior al resultante del procedi- 
miento de reajuste establecido por esta ley, el arrendatario 
podrá optar por este último dentro del plazo de quince días 
corridos a partir de la publicación en cl Diario Oficial del 
coeficiente de ajuste de alquiler. La opción podrá comunicar- 
se al arrendador o al administrador en su caso, por telegrama 
colacionado o por cualquier medio fehaciente. Esta opción 
deberá realizarse por una sola vez y tendrá carácter irrevoca- 
ble, 


2.4 Los contratos futuros sc ajustarán según las normas 
de los numerales 2.1, 2.2, y 2.3 precedentes. 


Art. 3% - Fincas con destino a industria y comercio, 


3.1 En los contratos con plazo contractual o legal vigen- 
le, transcurridos doce meses de la fijación del último reajuste 
anual del alquiler, se aplicará, por única vez y para los prime- 
ros cuatro meses siguientes, dos tercios del respectivo índice 
de actualización (artículos 14 y 15 del Decreto-Ley 
N* 14,219, de 4 de julio de 1974 y 1% del Decreto-Ley 
N” 15.154, de 14 de julio de 1981). 


3.2 A partir de ese momento así como para los contratos 
futuros, se aplicarán las normas de los numerales 2.1, 2.2 y 
2,3 que anteceden. 
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Art. 4%. - El Poder Ejecutivo establecerá y publicará men- 
sualmente los índices de actualización que corresponde según 
la presente ley, 


Art. 52 - Las disposiciones de esta ley no se aplicarán a 
los casos previstos por los artículos 2*, 28, 114 y 102 inciso 3" 
del Decreto-Ley N* 14,219, de 4 de julio de 1974 y modifica- 
tivos. 


Art. 6?. - Derógase el artículo 16 de la Ley N* 15.799, de 
30 de diciembre de 1985. 


Art. 7%. - Modifícase el literal D) del artículo 15 del Texto 
Ordenado 1987 (con el texto dado por el artículo 428 de la 
Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987) que quedará 
redactado en la siguiente forma: 


“D) Los servicios prestados por hoteles y pensiones, rela- 
cionados con hospedaje. El Poder Ejecutivo determinará cuá- 
les son los servicios comprendidos”. 


Art. 8?. - Las disposiciones de la presente ley son de orden 
público. 

Art. 9%. - La presente ley entrará en vigencia a partir de la 
fecha de su publicación oficial en dos diarios de la Capital. 


Sala de la Comisión, 12 de julio de 1990. 


Sergio Abreu, Américo Ricaldoni (Miembros 
Informantes), Hugo Batalla (Discorde), Juan Carlos 
Blanco, Enrique Cadenas Boix, Ignacio de Posadas 
Montero, José Korzeniak (Discorde). Senadores. 
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o INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Constitución y Legislación aconseja, 
en mayoría, la aprobación del adjunto proyecto de ley, que in- 
troduce modificaciones parciales en el sistema de ajuste perió- 
dico del precio de los alquileres urbanos, así como otra modi- 
ficación lateral, por vía impositiva, en materia arrendalicia. 


Para formar opinión acerca dei alcance y fundamento de 
dichas modificaciones cs preciso conocer cuál es el régimen 
actual de ajuste de los alquileres, que tiene sus complejidades. 


La actual ley “madre” en la materia -Decreto-Ley 
N? 14.219, de 4 de julio de 1974- de acuerdo a sus artículos 3, 
14 y 15 estableció un sistema de actualización o ajuste anual 
del precio de los arriendos urbanos, que opera a partir de los 
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doce meses de la celebración del contrato y así sucesivamen- 
te, cada doce meses y hasta la entrega de la finca al arrenda- 
dor. 


El porcentaje anual de aumento es el que haya experimen- 
tado cl valor de la Unidad Reajustable (UR), en los doce 
meses anteriores al mes en que deba realizarse la actualiza- 
ción anual y de conformidad con el inciso 2? del artículo 38 
de la Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968, conocida 
como Ley de Vivienda, en cuyo mérito la UR se ajusta anual- 
mente por la variación del índice medio de salarios -que se 
elabora con arreglo al artículo 39 de la misma ley- “en los 
doce meses anteriores al 1% de agosto inmediato anterior”. 


El Decreto-Ley N? 15.154, de 14 de julio de 1981, introdu- 
jo a este sistema las siguientes variaciones: 


1) El valor de la UR, determinado como ya se explicó, se 
promediará cada mes con el correspondiente al de los dos 
mescs inmediatos anteriores, para evitar la incidencia de va- 
riaciones mensuales ocasionales o atípicas. 


2) La tercera parte de la suma de esos tres valores mensua- 
les se denominará URA (Unidad Reajustable Alquileres) y 
corresponderá al último de los tres meses promediados. 


3) El coeficiente e porcentaje anual de aumento de los 
alquileres será el correspondiente al menor de los incrementos 
porcentuales experimentados en los doce meses anteriores por 
la URA y por el Indice de los Precios al Consumo, elaborado 
por la Dirección Gencral de Estadística y Censos. 


Esta opción beneficia siempre al inquilino, ya que se apli- 
ca cl índice salarial cuando éste aumenta menos que el de 
precios -caída del salario- y, en cambio, se aplica este último 
cuando sube menos que cl salarial, esto es cuando hay recupe- 
ración del salario. 


Por último, el artículo 16 de la Ley N? 15.799, de 30 de 
diciembre de 1985, determina que el índice anual de ajuste de 
los alquileres se aplica en adelante a razón de un tercio por 
cuatrimestre. O sea que si el índice es de 90%, no se aplica 
este aumento en su integridad desde que opera el mismo, sino 
30% del primero al cuarto mes, 60% del quinto al octavo mes 
y 90% del noveno al duodécimo mes, 


El proyecto de ley en estudio, tanto para los contratos con 
plazo contractual o-legal vigente como para los contratos futu- 
ros, mantiene, cn general, el sistema vigente, incluido cl pro- 
cedimiento cuatrimestral de aumentos, pero no sobre la base 
de un único ajuste anual -partido en tercios sucesivos- sino de 
ajustes cuatrimestrales cuyo porcentaje de incremento se co- 
rresponderá con el experimentado en los cuatro mescs anterio- 
res por el menor de los índices considerados a partir del De- 
ereto-Ley N* 15,154: el de la URA (variación salarial) y el de 
los precios al consumo (inflación). 


Un ejemplo concreto clarificará la incidencia práctica de 
la modificación. En este mes de julio, según la legislación 
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vigente, el índice anual de aumento de los alquileres es del 
91,69%. Por tanto, el incremento real que experimentarán los 
arriendos ajustados en julio será del 30,56%. De estar vigente 
la ley proyectada, siendo cierto que en el cuatrimestre anterior 
aumentaron menos los salarios que los precios, el ajuste de los 
alquileres difícilmente podría superar el 20% -o sería inferior 
a este porcentaje- en un período cuatrimestral en que al infla- 
ción fue del 32%. 


Si bien cabe suponer que, al moderarse la inflación, las 
diferencias futuras no serán tan claras y hasta espectaculares, 
resulta evidente que se obtendrán, con esta modificación le- 
gal, dos resultados compartibles: se acompasará cl aumento de 
los alquileres al menor aumento de los salarios y, con ello, al 
aumentar menos los alquileres, se contribuirá a un incremento 
inflacionario más pausado. 


Por otra parte, si hubicra más adelante recuperación sala- 
rial frente al alza de precios, ello no revertiría el fenómeno, ya 
que se aplicaría entonces, con igual o mejor resultado para cl 
asalariado, el menor aumento -cuatrimestral- del índice de 
precios al consumo. 


Y a ello se adicionan las ventajas que, desde otro ángulo, 
expone el Poder Ejecutivo en el mensaje que acompaña su 
proyecto de ley. 


Vuestra Comisión suprimió el numeral 1 del artículo 2? del 
proyecto del Poder Ejecutivo. Y lo hizo por entender que la 
aplicación, aunque fuere por última vez, del procedimiento 
legal vigente, resultaba contradictoria con la urgencia cxisten- 
te en la obtención de los objetivos perseguidos por esta modi- 
ficación legislativa. 


En los arriendos con destino a industria y comercio, artícu- 
lo 3” del proyecto, no hemos suprimido csa última aplicación 
del sistema a derogarse, por entender que los inquilinos de 
esta categoría no tienen las mismas urgencias que los arrenda- 
tarios de casa-habitación. Por lo general, al menos. 


Las excepciones previstas en el artículo 5% son las que 
existían en la legislación vigente y la derogación del artículo 
16 de la Ley N*? 15.799, no requiere explicación. 


En cuanto al artículo 7%, reproduce otro proyecto de ley, 
presentado por los senadores Ricaldoni, Belvisi y Cigliuti que, 
al rebajar el IVA que pagan las pensiones y equipararlo al que 
grava a los hoteles, lo que no parece destinado, beneficiará a 
quienes viven en pensiones en calidad de auténticos inquili- 
nos. 


Es cuanto tenemos que informar al Senado. 


Sala de la Comisión, 19 de julio de 1990. 


Sergio Abreu, Américo Ricaldoni (Miembros In- 
formantes) Senadores”. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se Ice) 
-En discusión gencral. 


Tiene la palabra el miembro informante señor senador Ri- 
caldoni. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: dado que el 
otro miembro informante, señor senador Abreu, se encuentra 
fuera del país, me siento obligado a decir algunas palabras 
respecto de este proyecto de ley. 


El informe de la Comisión, repartido N* 79 Anexo 1, acla- 
ra perfectamente cuáles son los límites que se proponen en la 
enmienda al régimen vigente cn materia de arrendamientos. 


Como algunos de los colegas me han señalado que no lo 
tienen en su poder en este momento, me voy a permilir Icer 
algunas partes del mismo y luego haré algunas consideracio- 
nes, 


Este informe de la Comisión, que sustituye en parte al 
proyecto remitido por el Poder Ejecutivo, da una explicación 
del sistema vigente en estos momentos en materia de ajustes 
de alquileres. En una parte del mismo se señala lo siguiente: 
“El Decreto-Ley N* 15,154, de 14 de julio de 1981, introdujo 
a este sistema” -aclaro que se refiere al sistema anterior, el del 
Decreto-Ley N* 14.219- “las siguientes variaciones: 1) El va- 
lor de la UR, determinado como ya se explicó, se promediará 
cada mes con el correspondiente al de los dos meses inmedia- 
tos anteriores, para evitar lá incidencia de variaciones men- 
suales ocasionales o atípicas. 2) La tercera parte de la suma de 
esos tres valores mensuales se denominará URA (Unidad Rea- 
justable de Alquileres) y corresponderá al último de los tres 
meses promediados, 3) El coeficiente o porcentaje anual de 
aumento de los alquileres será el correspondiente al menor de 
los incrementos porcentuales experimentados en los doce me- 
ses anteriores por.la URA y por el Indice de los Precios al 
Consumo, elaborado por la Dirección General de Estadística y 
Censos. Esta opción beneficia siempre al inquilino, ya que se 
aplica al índice salarial cuando éste aumenta menos que el de 
precios -caída del salario- y, en cambio, se aplica este último 
cuando sube menos que el salarial, esto es cuando hay recupe- 
ración del salario. 


Por último, el artículo 16 de la Ley N* 15.799, de 30 de 
diciembre de 1985, determina que el índice anual de ajuste de 
los alquileres se aplica en adelante a razón de un tercio por 
cuatrimestre. O sea que si el índice es de 90%, no se aplica 
este aumento en su integridad desde que opera el mismo, sino 
30% del primero al cuarto mes, 60% del quinto al octavo mes 
y 90% del noveno al duodécimo mes. 


El proyecto de ley en estudio, tanto para los contratos con 
plazo contractual o legal vigente como para los contratos futu- 
ros, mantiene, en general, el sistema vigente, incluido el pro- 
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cedimiento cuatrimestral de aumentos, pero no sobre la base 
de un único ajuste anual -partido en tercios sucesivos- sino d 
ajustes cuatrimestrales cuyo porcentaje de incremento se co- 
rresponderá con el experimentado en los cuatro meses anterio- 
res por el menor de los índices considerados a partir del De- 
erclo-Ley N* 15.154: el de la URA (variación salarial) y el de 
los precios al consumo (inflación)”. 


El informe continúa y, más adelante, señala que se agrega 
a las materias previstas en el proyecto remitido por el Poder 
Ejecutivo un artículo 7% que “reproduce otro proyecto de ley, 
presentado por los senadores Ricaldon:, Belvisi y Cigliuti que, 
al rebajar el IVA que pagan las pensiones y equipararlo al que 
grava a los hotetes, lo que no parcce desatinado, beneficiará a 
quienes viven en pensiones en calidad de auténticos inquili- 


” 


nos”. 
El informe de la Comisión es del 19 de este mes. 


Creo que de la lectura de estas partes del informe que la 
Comisión en mayoría somete al Senado resulta claro, sin duda 
-al menos esa es mi opinión- que es absolutamente excesivo 
presentar este proyecto de ley como algo que introduce modi- 
ficaciones sustanciales al régimen vigente. 


La mayoría de la Comisión considera, en cambio que, sin 
introducir modificaciones sustanciales, adecua perfectamente 
la fijación de los aumentos de alquiler a lo que es la política 
salarial actual vigente en el país, porque de eso se trata y de 
alguna manera así lo señalaba el Mensaje que acompañaba al 
proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo. 


Si nos estamos desenvolviendo en un sistema en el cual la 
fijación salarial apunta a la inflación futura estimada -obvia- 
mente, sí es futura tiene que ser estimada- la mayoría de la 
Comisión no puede comprender cómo se considera que es 
perjudicial para los inquilinos aplicar un sistema que se basa 
en los ajustes cuatrimestrales, Esto no es una creación de este 
proyecto, sino que es el mecanismo que está vigente. 


Sostengo que cste sistema es más beneficioso que el vi- 
gente, y me voy a permitir demostrar esta afirmación en el 
Senado realizando algunos cálculos que demuestran lo que 
acabo de señalar. 


Con el sistema actual, que es el que resulta de la Ley 
N?* 15.799, del 30 de diciembre de 1985, se establece lo que 
paso a leer. El artículo 16 dispone: “A partir del 1% de encro 
de 1987, los reajustes del alquiler de las fincas con destino a 
casa-habitación (artículos 14 y 15 del Decreto-Ley N* 14.219, 
de 4 de julio de 1974 y sus modificativas), se aplicarán a 
razón de un tercio del respectivo índice durante cl primer 
cuatrimestre, de dos tercios durante el segundo cuatrimestre y 
del cien por ciento durante el tercer cuatrimestre”. 


¿Cuál es el índice al que se refiere la norma? Es aquél 
regulado por el Decreto-Ley N* 15.154, de 14 de juliv de 
1981, que entre otros, por su artículo 1% modificó el artículo 
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15 de la Ley N* 14,219, Es importante señalar que este artícu- 
lo 15 establece, al igual que este proyecto de ley, un sistema 
que parte de las mismas raíces. 


El artículo 15 de la disposición que acabo de citar, señala: 
“El procedimiento para la determinación del reajuste de los 
precios de los arrendamientos regulados por la presente ley, 
cualquiera sea su destino, se efectuará considerando: 


A) La variación del Indice de los Precios del Consumo 
que se obtendrá por el cociente resultante de dividir cl 
númcro índice del mes previo al del reajuste por el 
número índice del mismo mes del año anterior; 


B) La variación de la URA que será el cociente de dividir 
el valor de ésta correspondiente al mes previo al del rc- 
ajuste, por la URA del mismo mes del año anterior, 


C) El coeficiente de reajuste por el que se multiplicarán 
los precios de los arrendamientos, será el que corres- 
ponda a la menor de las variaciones previstas en los 
literales precedentes”. 


La diferencia que existe entre el proyecto de ley que esta- 
mos considerando y el sistema vigente, es que en lugar de 
tomarse el período de los doce meses inmediatamente anterio- 
res al reajuste y clegir el índice menor entre el Indice de los 
Precios del Consumo (IPC) y la Unidad Reajustable de Alqui- 
leres (URA), se toma cl índice menor del cuatrimestre, tam- 
bién comparando el TPC con la URA. 


Vamos a manejarnos, señor Presidente, con una hipótesis, 
De acuerdo con la ley vigente, si vamos a actualizar un alqui- 
ler de NS 1.000 mensuales, tenemos que comparar la URA de 
este año con la del año pasado. Ello nos daría un aumento del 
91,69%. 


Con la fórmula actual, en el primer tercio se produciría un 
incremento que llevaría cl alquiler a N$ 1.305,63 -o sea, el 
13%, aproximadamente- en el cuatrimestre de noviembre de 
1990 a febrero de 1991, se incrementaría a N$ 1.611,27 y 
desde marzo a junio de 1991 se deberá pagar N$ 1.916,90. 


Con el sistema proyectado, y tomando en consideración 
también la URA, el aumento del cuatrimestre, en lugar de 
situarse en N$ 1.305,63, sería de N$ 1.157,77. 


En cambio, si tomamos el indice derivado del IPC, si se 
aplica la fórmula actual a un alquiler de N$ 1.000, de julio a 
octubre de este año se incrementaría a N$ 1.692, y de confor- 
midad con el proyecto, se situaría en N$ 1.238,40, 


Creo que esto demuestra que, contra lo que se suele decir, 
este sistema no favorece precisamente a los propietarios, sino 
que tiende a beneficiar a los inquilinos. 


Admito que es muy difícil hacer proyecciones y determi- 
nar cuál habrá de ser el funcionamiento del proyecto en el 
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futuro. Naturalmente va a depender de la relación que exista 
entre las estimaciones de la inflación futura y la realidad; pero 
tenemos que admitir, para movernos con una hipótesis de 
trabajo, que no corresponde otra cosa que lomar los datos 
ciertos, como son los que acabo de referir y que sirven para 
aclarar, conocidos la URA y el IPC, cuál sería el resultado de 
la ley vigente y cuál el de este proyecto, en caso de que 
convierta en ley y sustituya al régimen actual. 


Por supuesto que esto no tiene nada que ver con el hecho 
de estar de acuerdo o en desacuerdo con la política salarial 
que existe en el país. En el caso del senador que habla, esto 
tiende, simplemente, a buscar la coherencia imprescindible 
entre esa política salarial y los aumentos de los alquileres. 


El informe que acabo de leer parcialmente y que repito 
ahora, señalaba que la Comisión tuvo a bien incorporar a este 
proyecto, otro que presentáramos los senadores Belvisi, Ci- 
gliuti y el que habla, hace pocas semanas en el Senado. Nos 
ha parecido de estricta justicia, incluso por una razón de cco- 
nomía de trabajo, agregarlo a este proyecto de ley, porque 
tiene que ver con el problema de la vivienda. 


En este momento se plantca una situación injusta en lo que 
tiene que ver con los hoteles y las pensiones. A quienes habi- 
tan en los hoteles se les aplica un IVA del 12%, mientras que 
aquellos que viven en las pensiones -gencralmente es gente de 
escasos recursos, y muchas veces, como dice el informe, son 
verdaderos inquilinos- deben abonar la tasa básica del 22%, 
en lugar de la mínima del 12%. Nos ha parccido que esto, 
realmente, no es justo, y por eso proponemos al Cuerpo, en 
este artículo 72 del proyecto, reducir esa tasa en la proporción 
indicada, ya que es la que se aplica en todos los hoteles dcl 
país. 


Existen otras dos disposiciones a las que deseo referirme 
rápidamente. En primer lugar, señalo que el artículo 8* csta- 
blece: “Las disposiciones de la presente ley son de orden 
público”. Con esto se pretende evitar que el acuerdo de partes 
haga válida una modificación de cualquiera de las disposicio- 
nes de la normativa cuya aprobación solicitamos, 


En segundo término, el artículo 9*, que fue agregado por la 
Comisión, dispone: “La presente ley entrará en vigencia a 
partir de la fecha de su publicación oficial en dos diarios de la 
Capital”. Esto se debe al atraso que se viene produciendo cn 
las publicaciones del Diario Oficial, que podría determinar 
una demora imposible de prever, respecto a la entrada cn 
vigencia de la ley, 


Por el momento, señor Presidente, es cuanto tengo que 
informar. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 
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SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: nosotros nos 
vamos a oponer a este proyecto por el cual, sustancialmente, 
se modifica el sistema vigente en lo que hace a la aclualiza- 
ción de los precios de los arrendamientos, que es el punto 
central del proyecto. Por eso nos pronunciamos en general en 
contra de él, pues tiene algunas otras disposiciones que el 
señor senador Ricaldoni recién aludió y que pueden merecer 
otras consideraciones. Pero el punto central cs cómo se actua- 
liza el precio de los alquileres, para hablar en el lenguaje más 
conocido por el público. 


La modificación sustancial, por lo menos desde el punto 
de vista letrista, cs que en lugar de tomarse un Índice que 
liene que ver con el año anterior y dividirlo en tercios, se 
toma ahora un índice relativo a los 4 meses anteriores, y se va 
aplicando cuatrimestralmente. 


Esta es la descripción más sintética que puedo hacer de lo 
que significa esta modificación. 


Para completar este panorama -y creo que es simplemente 
un pie gramatical o expositivo para seguir avanzando, porque 
seguramente los señores senadores conocen en detalle el 
tema- podríamos referirnos al régimen actual, vigente, que 
este proyecto pretende modificar. Si no nos queremos perder 
en los detalles, debemos recordar que las leyes vigentes pre- 
vén dos tipos de índices para actualizar los alquileres: uno de 
ellos tiene como ingrediente fundamental los salarios, y es el 
que se denomina URA (Unidad Reajustable de Alquileres), y 
el otro es el Indice de Precios al Consumo, que nosotros, los 
que no usamos un lenguaje demasiado técnico, le llamamos la 
inflación. He visto con satisfacción que a este último se lo ha 
denominado de esa manera, aun cuando en otras sesiones se 
ha discutido si la suba de precios puede ser llamada inflación. 


De estos dos índices, el régimen actual toma el menor y lo 
calcula según lo ocurrido cn cl año anterior, en términos grue- 
sos, y lo divide en tres etapas. En la primera de ellas se aplica 
un tercio de ese aumento; en la segunda, dos tercios; y en la 
tercera sea aplica tres tercios. Esto es lo que ocurre al día de 
hoy. 


En el artículo 2% del sistema proyectado, relativo a las 
fincas con destino a casa-habitación -me estoy refiriendo al 
artículo central, es decir, al que determina cl contenido básico 
de este proyecto- se establece que de estos dos índices se 
tomará en cuenta el menor, tal como se hace ahora, pero que 
se calculará teniendo en cuenta lo ocurrido en los cuatro me- 
ses anteriores al mes en que se va a hacer el ajuste. Esto 
significa que es multiplicador el coeficiente o índice que se va 
a aplicar cada cuatro meses. 


Si relacionamos lo que fue la Exposición de Motivos del 
Poder Ejecutivo cuando remitió el proyecto, con lo que mani- 
festaron los señores miembros de la Comisión de Constitución 
y Legislación -quienes lo defendieron y lo mejoraron gramati- 
calmente- más lo que acaba de exponer con toda claridad cl 
señor senador Ricaldoní -apoyando también el proyecto- po- 
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dríamos decir que en síntesis los objetivos declaradamente 
perseguidos por este proyecto -y lo dice el Poder Ejecutivo 
tienden a desindexar en materia de precios de arrendamientos. 
El término “desindexar”, bastante vinculado a los barbarismos 
idiomáticos fue primero muy usado en Argentina desde donde 
se trasladó a nuestro país. El lenguaje tradicional uruguayo 
utilizaba otros vocablos que, a mi juicio, eran más precisos 
desde el punto de vista técnico, cuales eran valorismo, realis- 
mo y nominalismo. Se usaban estas palabras para señalar si 
los precios se seguían pagando según los valores faciales del 
dinero o si debían adecuarse a las realidades, De esta forma se 
tomaban valores reales, y por eso se hablaba de realismo, 
valorismo o nominalismo. Reitero que estos términos, en mi 
opinión, revisten mayor precisión técnica. 


Todo esto ocurrió hasta que en el año 1976, el Decreto- 
Ley N* 14,500, de algún modo, terminó con una vieja polémi- 
ca que existía en nuestro país entre valoristas y realistas, y 
entre nominalistas y no nominalistas, con el reconocimiento 
de la inflación. Uruguay tenía una inflación muy grandc. A 
partir de entonces se aceptó que los valores, ya sea en materia 
de préstamos o de arrendamientos, se hicieran reales, es decir, 
que se tomaran los valores reales y se tuviera en cuenta la 
inflación. 


Asimismo, los viejos defensores -entre los que me incluyo, 
aunque nadie lo sabía- del curso legal y del curso forzoso de 
la moneda nacional, admitimos esto, o sea que en un país de 
tanta inflación eso no podía seguir funcionando. Fue así como 
apareció el realismo en los precios. 


Ese principio recogido en el Decreto-Ley N* 14.500, que 
fue bastante aceptado aun por Jos más acérrimos partidarios 
del curso forzoso y del curso legal, a rajatabla, también se 
aplica en materia de arrendamientos, de acuerdo a lo que he 
podido observar en la Exposición de Motivos del Poder Ejecu- 
tivo. Allí se señala que se trata, -en un país que puede tener 
movimientos de inflación a veces inesperados- de mantener el 
valor real de los alquileres. Textualmente, se expresa: “De 
este modo, y ante cambios bruscos en cualquier sentido de la 
tasa de inflación, el ajuste es más rápido” -se está refiriendo al 
ajuste cuatrimestral-” y no cambia el precio real”. Creo que es 
cierto esto que dice el Poder Ejecutivo, es decir, que el precio 
real pactado entre propictarios e inquilinos, con este sistema, 
no cambia, o cambia menos, que con el sistema vigente. Lo 
que discuto es que eso sea justo, porque si al que paga el 
precio real, ese que no debe variar, se le diera un ingreso que 
también variara de manera real, con todo lo que tiene que 
pagar, yo estaría de acuerdo. Pero no puedo compartir que la 
relación entre propietarios e inquilinos, que se pactó y se 
reajustó, se mantenga siempre real y por eso haya que rcajus- 
tarla cada cuatro meses; tampoco estoy de acuerdo con que no 
se mantenga real el ingreso que percibe la persona que debe 
pagar dicho alquiler. Reitero que esto no me parece justo. 


En consecuencia, no creo que sea cierto que cl sistema 
propuesto haya tenido como objetivo -ni que lo sea en la 
realidad- beneficiar a los inquilinos como si tuvieran un pre- 
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cio de reajuste menor que el que tendrían si se aplicara el 
sistema vigente. 


Por el contrario, me parece que los inquilinos tendrán que 
reajustar pagando más de lo que tendrían que abonar si se 
aplicara el sistema vigente. 


Esto puede parecer como si estuviéramos ante un diálogo 
de sordos, pero a mi juicio, no es así. Los ejemplos que se han 
propuesto no son correctos, no porque los números utilizados 
hayan sido manipulados, sino porque no tienen la lógica de 
los razonamientos ajustados y adecuados. 


SEÑOR RICALDONI. - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor Ricaldona, 


SEÑOR RICALDON!L. - En uno de los ejemplos que pro- 
puse, comparando el sistema vigente con el proyectado, ex- 
presé que con el primero, si se aplicara la fórmula actual para 
un reajuste en el corriente mes, ese primer cuatrimestre signi- 
ficará un aumento del 30.56%. Con el sistema proyectado, cl 
aumento significaría el 15.77%, exactamente la mitad. 


No entiendo por qué se dice que este sistema es propieta- 
rista. Esta mañana escuché a un estimado colega del Senado 
en una audición radial sostener que esto revelaba el propósito 
propictarista o algo por el estilo de los que impulsaron esta 
iniciativa. Personalmente, no la he impulsado, lo ha hecho el 
Poder Ejecutivo y yo la comparto. Me parece que no es un 
agravio para nadic, en un sistema constitucional que consagra 
el derecho de propiedad, hablar de propietarismo. Pero no es 
ese el tema; lo cierto es que los números no mienten. Lo que 
me podrán decir -y yo ya lo había señalado antes- es que en el 
correr de los cuatrimestres venideros quedará demostrado qué 
ocurre con la aplicación de esta fórmula. Pero se trata de otra” 
cosa; hay un sistema de política salarial que significa reducir 
la inflación sobre la base de hacer los ajustes sucesivos de 
salarios sobre la inflación que se espera que ocurra y no sobre 
la que clectivamente se ha producido, y de aquí en adelante se 
aguarda que haya menor inflación de la que ha habido hasta 
ahora. 


A través de este sistema se está reconociendo lo que dice 
el señor senador Korzeniak en el sentido de que en el arranque 
de esta nueva política -y aun funcionando bien- va a haber 
una merma salarial y, en consecuencia, se propone una reduc- 
ción en los criterios o en los resultados prácticos de la aplica- 
ción de los reajustes de alquileres. Si esto es ir contra los 
inquilinos, si esto es ser propictarista, creo que debo tener una 
tremenda confusión, 


Considero que aquí existe una loctura equivocada de lo 
que realmente significa este proyecto de ley. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir cl señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Pienso que el razonamiento del 
señor senador Ricaldoni es totalmente equivocado. Y para 
demostrarlo, basta hacer un cálculo de lo que ha ocurrido cn 
este mes. 


Voy a intentar demostrar con cálculos hechos en determi- 
nada etapa y según los mecanismos del índice fijado a través 
de las disposiciones legales, cómo operaba cl sistema vigente 
y cómo lo haría el sistema proyectado. Voy a demostrar que 
aplicando el índice de ajuste de alquileres dictaminado para 
julio, que es del 91.69%, a un alquiler de N$ 100.000 que se 
incremente en esta fecha por la ley vigente, entre los meses de 
julio a octubre pasará a ser de N$ 130.000; de noviembre a 
febrero, N$ 161.000; y de marzo a junio, N$ 191.000, lo que 
daría un promedio de N$ 161.127, 


Por otro lado, por la ley proyectada, el incremento de los 
alquileres de julio a octubre sería del 34,96%, es decir 
N$ 134.957. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Propongo al señor senador que 
revise la ley, ¿Cuánto aumentaron los salarios en el último 
cuatrimestre? 


SEÑOR GARGANO. - El ajuste que se aplica es cl que 
corresponde al cálculo según las disposiciones, en el índice 
que se fija para el ajuste. Luego lo veremos con más deteni- 
miento. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR RICALDONI. - ¿Me permite una interrupción 
para una aclaración, señor senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDON!E. - Con el sistema proyectado no hay 
que mirar un año atrás sino cuatro meses; hay que lencr cn 
cuenta el período marzo-junio o bien la Unidad Reajustable 
de Alquileres o el IPC. Teniendo en cuenta lo que aumentó ta 
Unidad Reajustable de Alquileres, vemos que el cuatrimestre 
marzo-junio de 1990 arroja el 15.77% y no el 34%, como dice 
el señor senador Gargano. Hay un error de cálculo que puede 
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ocurrir, pero esto ha sido controlado porque significa dividir 
el índice del mes de junio, que es 7.160,32 por el de marzo, 
que es 6.184,58. Esto arroja la cifra que acabo de mencionar, 
tanto en el ejemplo de los N$ 100.000 que puso el señor 
senador Gargano como en el de los N$ 1.000 planteado por 
quien habla. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK, - Señor Presidente: expresé que no 
voy a sostener que se estaban manipulando operaciones mate- 
máticas, sino que se estaba aplicando mal la lógica que daba 
base a esas operaciones. Me propongo demostrarlo con toda la 
brevedad que me sca posible, 


En todos estos temas de evoluciones de precios, de sala- 
rios, y para decirlo con un poco más de amplitud filosófica, en 
todo lo que es socio-político, las demostraciones no se pueden 
hacer en tubos de ensayo, ni en un pizarrón como los lcore- 
mas matemálicos, 


Respecto a lo que pueda pasar en el futuro podemos discu- 
tir durante muchas horas. Alguicn podrá hacer un cálculo para 
cl primer cuatrimestre y otro para el segundo y otro para el 
tercero. Pero eso siempre va a depender de dos factores: sala- 
rios o inflación. Podemos hablar de lo que pasa hoy y de los 
cualro meses anteriores, pero no podemos saber lo que pasará 
dentro de cuatro meses. Es verdad que existen teorías. Acepto 
al señor senador Ricaldoni que se trata de acompasar una 
tcoría con otra que el Gobierno está sosteniendo. Pero en los 
fenómenos cconómico-sociales y en las evoluciones cl proce- 
dimiento racional y lógico es manejarse con la historia, con lo 
que ya ocurrió. Tenemos muchos años pasados, pero vamos a 
hacer un cálculo del último para demostrar cuánto era lo que 
pagaba un inquilino aplicándose el régimen vigente y cuánto 
deberá pagar con el proyectado. 


No podemos equivocarnos acerca de la orientación en abs- 
tracto del proyecto, porque todo eso ya ocurrió y se sabe per- 
fectamente cuál fue el índice de salarios y de precios. Este era 
el planteo lógico. Además, tenemos el ejemplo de lo que 
hubiera ocurrido en los años 1987, 1988 y 1989 si se hubiera 
aplicado el régimen proycctado: el inquilino habría pagado 
más al final del año que lo que efectivamente abonó de acucr- 
do con cl sistema vigente, 


SEÑOR RICALDON!I. - ¿Mc permite una interrupción? 
SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Una vez más, pido disculpas al 
señor senador Korzeniak, pero este es un tema que, natural- 
mente, ha sensibilizado a ciertos sectores del país. 


No puedo entender -y lo digo muy respetuosamente, por 
supuesto- cómo se puede sostencr que en todos los casos el 
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régimen vigente implica un aumento menor en los alquileres 
que el sistema proyectado. Y cxpreso que no comprendo esti 
porque se está comparando un cuatrimestre con un año. Ade- 
más, el porcentaje de aumento del cuatrimestre será mayor o 
menor de acuerdo con el curso del Indice de Precios al Consu- 
mo o de la Unidad Reajustable de Alquileres. 


Nos estamos manejando con el supuesto de que la política 
salarial del Gobierno va a rendir exitosamente los frutos pre- 
vistos, con lo que la inflación va a ir descendiendo. Si cllo es 
así, los índices estarán acotados. 


Reitero que no se puede sostencr que el sistema de reajuste 
cuatrimestral va a redundar en un aumento mayor que el que 
implicaría la aplicación de un incremento anual dividido en 
tres. Eso va a depender del período que se tome para efectuar 
la comparación. Pero, moviéndonos en el plano teórico que ha 
elegido cl señor senador Korzeníak, no se puede sostener que 
el sistema propuesto sea peor que cl vigente; por el contrario, 
estimo que es mejor, y prueba de ello es que los propiciarios y 
sus gremiales han señalado su oposición a este proyecto. Crco 
que tienen razón, 


Quien habla, al menos, como batllista -y no creo que los 
batllistas seamos los únicos poscedores de sensibilidad social- 
piensa que si la masa trabajadora realiza sacrificios en lo que 
tiene que ver con la forma como se determinan sus salarios, 
pues también en este período -que esperamos sea de transición 
en la política económica- tendrán que sacrificarse los propic- 
tarios de fincas destinadas a casa-habitación, industria y co- 
mercio, etcétera. 


Por último, prometo que no voy a interrumpir más al señor 
senador Korzeniak. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - No tomo nota de la promesa del 
señor senador Ricaldont porque en todo momento en que me 
solicite una interrupción, no tendré inconveniente en conce- 
dérsela. 


Quiero formular dos puntualizaciones. En primer lugar, 
expresé que el sistema propuesto tiende a mantener cl valor 
del alquiler, ya que el inquilino deberá pagar todos los reajus- 
tes que se produzcan; sin embargo, en cl sistema vigente -y 
ahora lo voy a demostrar- transcurrido un tiempo, el inquilino 
en su relación con el propietario paga en valores reales menos 
de lo que pactó originalmente. Es muy justo que eso ocurra 
porque el inquilino percibe ingresos inferiores. En cl sistema 
proyectado -y esto no lo dice quien habla sino el Poder Ejecu- 
tivo en su exposición de motivos- se trata de que ese valor 
real permanezca incambiado cualesquiera sean las variaciones 
de la inflación en el país. 


En este sentido, me voy a permitir leer la página 2 de la 
exposición de motivos del Poder Ejecutivo, donde establece: 
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“En una economía inflacionaria y con tasa de inflación varia- 
ble, resultaría conveniente que la memoria sea lo más breve 
posible” -y a este extremo nos vamos a referir también- “para 
evitar, dado el rezago del sistema, que haya cambios (aumen- 
tos O disminuciones) muy importantes en el precio rcal, cs 
decir corregido por la inflación”. Y agrega de manera inequí- 
voca: “De este modo y ante cambios bruscos en cualquier 
sentido de la tasa de inflación, el ajuste es más rápido y no 
cambia cl precio real”. 


Según dicen los abogados -y que no se tomen mis palabras 
como una agresión- a confesión de parte, relevo de pruebas. 
En este caso, el Poder Ejecutivo expresa -y me parece muy 
legítimo dentro de su política- que lo que quiere es que el 
precio no disminuya en términos reales, es decir, que se man- 
tenga lo que el inquilino paga al propietario. 


Esta cs la primera aclaración que quería formular con res- 
pecto a los objetivos perseguidos por este proyecto del Poder 
Ejecutivo. Áclaro que, a mi juicio, es injusto porque el inqui- 
lino no vive esa misma realidad cn lo que tiene que ver con 
Sus INQrOsos. 


Por otra parte, existe un factor lógico -que hasta el mo- 
mento no había podido exponer debido a las interrupciones- 
que determina que el sistema vigente sea más contemplativo 
con el inquilino. De acuerdo con el régimen actual, una vez 
fijado el índice de aumentos para cl año, éste se divide en tres 
partes, que no tienen un carácter multiplicador. Es decir que si 
alguien pagaba N$ 100 de alquiler y es objeto de una aumento 
del 90%, en el primer cuatrimestre debe abonar N$ 30. Sin 
embargo, en el siguiente cuatrimestre el aumento no se calcu- 
la sobre la base de NS 130 -que sería lo que pagó en los meses 
anteriores- sino de N$ 100. De esta forma también aumenta 
NS 30 en el segundo cuatrimestre y otros N$ 30 en el último 
período. 


O seca que en este caso se utiliza un concepto de adición y 
no de multiplicación. En cambio, cn el sistema proyectado 
-como surge inequívocamente del texto- se emplea un concep- 
to multiplicador, por el cual el aumento de los últimos cuatro 
meses se incrusta cn cl nuevo precio. Así, el cálculo del si- 
guiente cuatrimestre se realiza sobre un alquiler ya aumenta- 
do, Este factor lógico es el que lleva a que todas las previsio- 
nes futuras que se realicen en los cálculos scan más inseguras 
que la propia inseguridad. 


Por estas razones nos hemos manejado -seguramente algu- 
nos de nuestros compañeros utilizarán ejemplos similarcs- con 
situaciones de años anteriores, a las que aplicamos uno y otro 
sistema. 


SEÑOR RICALDON!L. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra cl señor sena- 
dor. 
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SEÑOR RICALDONT. - Como soy uno de los culpables de 
que el señor senador Korzeniak no haya podido terminar su 
exposición, me siento en la obligación de formular moción en 
el sentido de que se prorrogue el término de que dispone cl 
orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada por el señor senador Rical- 
doni. 


(Se vota:) 

- 24 cn 25.Afirmativa. 

Puede continuar el señor senador Korzeniak. 
SEÑOR ASTORI. - ¿Mc permite una interrupción? 
SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ASTOR!I. - Voy a hacer una pequeña contribución 
para aclarar algunos términos que se están debatiendo en Sala. 


Sin perjuicio de los argumentos que ha expuesto cl señor 
senador Ricaldoni en apoyo de su posición -que no voy a 
discutir ahora- y de este efecto acumulativo al cual se ha 
referido el señor senador Korzeniak en su última intervención, 
deseo invitar al Cuerpo a que reflexionemos sobre lo siguien- 
A 


En un contexto inflacionario -sea la inflación alta, baja o 
mediana, basta que haya variación de precios en el curso de 
un período- sí los períodos de reajuste se acortan en función 
de un índice de precios, sea cualquicra el índice que se elija 
para dicho reajuste, es evidente que en términos reales, de 
poder adquisitivo, de capacidad de compra, de las cifras que 
cstán en juego, siempre se benefician los que reciben y se 
perjudican los que pagan. Es por eso que los que reciben 
siempre van a querer que se acorten los períodos de reajuste. 
Cuanto más numerosos sean éstos en el año, mayor será su 
capacidad real en cuanto a los ingresos que reciben por cual- 
quier concepto; en tanto que los que pagan, siempre van a 
querer que se alarguen los períodos de reajuste porque si ello 
ocurre disminuirá, precisamente, el contenido real de la cifra 
con que están contribuyendo. Este es un razonamiento incquí- 
voco e indiscutible. Por eso los trabajadores reclaman que sus 
ingresos se reajusten en menores plazos, porque ganan cn 
capacidad real. Esto más allá del índice en función del cual se 
reajustan. Por esa razón los pasivos llevaron adelante una 
reforma jubilatoria, porque con ella ahora reciben ingresos 
rcajustados cada cuatro meses y no como antes, cada doce 
meses. 


Por otra parte, en el caso de los arrendamientos, es absolu- 
tamente claro que opera el mismo razonamiento. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-247 


Si se le acorta el período de reajuste al que paga, va a estar 
abonando mayor capacidad real, poder adquisitivo. Tenemos 
que razonar en esos términos. Por supuesto, el que está reci- 
biendo, se beneficia en términos igualmente reales, ya que 
percibe sus ingresos con anticipación al momento en que de- 
bería hacerlo si se mantuvicra vigente el régimen preexistente. 


Más allá de las posiciones que cada uno defiende en este 
debate, invito al Cuerpo a analizar el tema en discusión en 
términos reales, porque estamos en una economía inflaciona- 
ria. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Waller Santoro) 


No voy a discutir acá, ni me anima la mínima intención de 
hacerlo, la política económica del Gobierno. ¡Ojalá tenga éxi- 
to! Sinceramente formulo este desco en términos de conten- 
ción de la inflación; pero basta que haya un margen de altera- 
ción en los precios para que opere este proceso. Naturalmente, 
cuanto mayor sca la inflación, mayor scrá el efecto de este 
razonamiento. En todo caso siempre es válido. No lo sería si 
un período de reajuste se fracciona en varios de menor exten- 
sión con inflación cero. Ahí el efecto cs absolutamente ¡no- 
cuo, pero todos sabemos que, por más éxito que tenga cl 
Gobierno, la inflación no habrá de ser cero. Por lo tanto, habrá 
un efecto, Pensemos en esto. 


Nada más, señor Presidente, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede con- 
tinuar el señor senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK, - Señor Presidente: hasta este 
momento me he estado refiriendo a uno de los aspectos que 
aquí se han debatido; cs decir, a quién en realidad favorecía 
este proyecto, si al propietario o al inquilino. 


El otro objetivo perseguido por la propuesta -reuniendo, 
repito, lo que dice el Poder Ejecutivo y lo que han dicho los 
señores senadores que apoyan el proyecto- sería “desindexar”, 
estabilizar o, para decirlo en términos más sencillos, evitar 
que haya tanta inflación no sólo en materia de alquileres. O 
sea, la coherencia, a la que hoy se refería el señor senador 
Ricaldoni. Diría que esc objetivo tampoco se logra con este 
proyecto. 


A la circunstancia de tener en cuenta los índices de los 
cualro meses anteriores, en lugar de los de todo el año, este 
proyecto le llama “una memoria más corta”. Permitaseme un 
desahogo gramatical, el de catalogar de barbarismo cibernéti- 
co al hecho de llamarle memoria a los períodos de antelación 
que se tienen en cuenta para fijar índices. La memoria más 
corta nunca es estabilizadora; será buena, mala, justa o injus- 
ta, pero en principio no es estabilizadora. Si nosotros estable- 
cemos variaciones, calculadas sobre períodos más cortos, no 
se genera seguridad ni siquiera en la cabeza de la gente que 
influyc mucho en el tema de da inflación. Todos sabemos 
cómo influyen los factores psicológicos cn materia inflaciona- 
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ría. El que de antemano sabe lo que va a recibir de aumento 
durante todo un año, tiene mucho menos propensión a contri 
buir a la inflación que aquel que no sabe lo que sucedera 
dentro de cuatro meses. 


Sin introducirme en esos laberintos tenebrosos de la cco- 
nomía, diría que me parece muy claro que la memoria corta, 
como dice la exposición de motivos del proyecto remitido por 
el Poder Ejecutivo, tampoco contribuirá al objetivo de “desin- 
dexar”. 


En términos breves, he tratado de desarrollar lo que diji- 
mos en el seno de la Comisión y que figura en la discordia 
que redactamos junto con el señor senador Batalla. Esto se 
encuentra en el acta que se ha repartido, aunque no en calidad 
de informe de la minoría. Allí, precisamente, aludimos a esos 
dos aspectos. Manifestamos que no éramos contrarios a que 
hubiera una “desindexación” -creo que lo poníamos entre co- 
millas para señalar que no era un vocablo castizo- pero que 
entendíamos que este proyecto, lejos de contribuir, quizás 
hasta se constituya en un obstáculo para el objetivo que se 
persigue. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Tiene la 
palabra el señor Presidente del Cuerpo. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Señor Presidente: nues- 
tra intervención en este debate obedece únicamente al propó- 
sito de precisar ciertos conceptos sobre el efecto práctico, no 
del Mensaje del Poder Ejecutivo sobre el que tanto se ha 
hecho hincapié, sino de las disposiciones que están a conside- 
ración, que van a entrar en vigencia si este proyecto de ley 
resulta finalmente aprobado y que, además, fueron modifica- 
das cn la Comisión de Constitución y Legislación. Digo cesto 
porque si bien este proyecto en lo sustancial es muy similar o 
idéntico al que envió el Poder Ejecutivo, tiene alguna variante 
Importante. 


Por consiguiente, creo que aquí no corresponde discutir 
sobre lo que con error o acierto se dijo en el Mensaje del 
Poder Ejecutivo, al interpretar las disposiciones que se quiere 
tengan fuerza de ley, sino cuál es el efecto concreto que pro- 
ducirán, de ser aplicadas, dichas disposiciones. 


En primer lugar, respecto a la última parte del discurso del 
señor senador Korzeniak, afirmo que no es propósito de cste 
proyecto de ley -explicitado de esa forma en el Mensaje del 
Poder Ejecutivo- el de “desindexar” en este materia, para cm- 
plear lo que el señor senador Korzeniak califica de barbaris- 
mo, ni ello resulta, en absoluto, de las disposiciones del pro- 
yecto. Aquí no hay ninguna “desindexación”, dado que no se 
liberan los precios de los arriendos al libre juego del mercado. 
Por el contrario, se mantiene, como hasta el presente, un rigu- 
roso procedimiento de ajuste o reajuste -llámesele como se 
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quiera- de los alquileres y en el mismo período cuatrimestral 
que estaba vigente. Tiene que quedar claro que aquí no hay 
“desindexación”. Los alquileres van a seguir reajustándose al 
año del cumplimiento del contrato y luego cada cuatro meses. 
Esta es una primera afirmación clara, contundente e irrcbati- 
ble; quien dice lo contrario, está expresando algo que eviden- 
temente no resulta del proyecto de ley. 


En segundo término, también hay que tener claro que la 
modificación que introduce este proyecto de ley sobre el siste- 
ma vigente es, aunque la consideramos importante, en cierto 
sentido, bastante escasa o limitada a algunos puntos muy con- 
cretos. 


En primer lugar, va a seguir habiendo reajustes del alqui- 
ler; en segundo término, el primer reajuste se va a realizar, 
como hasta hoy, cumplido el primer año de la vigencia del 
contrato; en tercer lugar, de allí en adelante habrá aumentos 
cuatrimestrales, igual que hasta ahora. Actualmente y luego 
del primer año, los alquileres aumentan cada cuatro meses, y 
de la misma forma aumentarán en el futuro. ¿En función de 
qué índice aumentan los alquileres? Hasta el presente, en fun- 
ción del índice menor que dé, en el período considerado, cl 
aumento de la Unidad Reajustable de Alquileres que -de 
acuerdo con la Ley de Viviendas N* 13.728- se calcula en 
función de la variación operada en el índice medio de salarios 


en el período considerado y la variación operada en el mismo 


período en el índice de precios al consumo. Quiere decir que, 
tanto en el régimen anterior como en el que ahora se quiere 
establecer, jugaban dos variantes. De acuerdo con el Decreto- 
Ley N* 15,181 -que creo era de la época del régimen de facto- 
en beneficio del inquilino hasta el régimen vigente y de aquí 
en adelante también, se puede optar por el menor de estos dos 
índices. Es decir que si en el período considerado subieron 
más los precios que los salarios, el inquilino opta por el índice 
salarial, cn su bencficio. Si en el período considerado subicron 
más los salarios que los precios -es decir, se dio ese fenómeno 
que algunos llaman de “recuperación salarial”- el inquilino 
opta por el índice de la inflación, que ocasivnalmente cn ese 
período puede ser menor -como ocurrió alguna vez durante el 
régimen de facto- que el aumento de los salarios. 


Quiere decir que, tanto en la Ley N? 15.799, vigente, como 
en la proyectada, el inquilino podrá optar por cl índice salarial 
-si es menor- o por cl índice de precios al consumo, si es que 
éste es el menor. Se nos podrá decir, dónde es que está la difo- 
rencia entonces. Ella está en dos aspectos, en uno de los cua- 
les tiene razón el señor senador Korzeniak y nosotros lo seña- 
lamos en la Comisión. 


De acuerdo con lo que yo denominé en su momento la 
“enmienda Ricaldoni” -porque fue el Senador amigo quien la 
propuso cuando se tramitó la Ley N* 15,799- la tripartición 
del índice anual en períodos de cuatro meses no opera como 
factor multiplicador. O sea que se calcula el índice anual y 
luego se van adicionando, cuatrimestre a cuatrimestre, los su- 
cestvos aumentos. Mencionaré el mismo ejemplo que él puso 
y que es el actual: en el mes de julio del año 1990 la Unidad 
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Reajustable de Alquileres aumentó en los 12 meses -porque 
ese fue el índice medio de aumento de los salarios- un 
91,69%, lo que da por trimestre un 30,56%. Eso quiere decir 
que, sobre base 100, en los primeros cuatro mescs sc paga 
130,56%, pero e! subsiguiente 30,56% no se calcula sobre 130 
-lo cual Hevaría el índice a 169- sino que se suma sobre 130 y 
llega a 161 y en el último cuatrimestre se llegaría a 191,5, 
aproximadamente. En esta modificación legal no hay adición 
sino que un coeficiente se va aplicando sobre el otro. Por lo 
tanto, si el aumento de los tres sucesivos cuatrimestres fuera 
también del 30%, daría al fin de los 12 meses un alquiler 
mayor y, desde ese punto de vista, tiene razón el señor sena- 
dor Korzeniak, Reitero, tiene razón desde ese punto de vista, 
porque en el futuro el índice cuatrimestral se calculará sobre 
el total del cuatrimestre anterior. En cambio, al presento, sc 
hace el cálculo anual, se divide por tres y se van sumando 
esos tercios al fin de cada cuatrimestre. 


¿Dónde está la diferencia sustancial entre un procedimicn- 
to y otro, que beneficie indiscutiblemente -por lo menos, en 
las circunstancias actuales- a los inquilinos? La diferencia 
sustancial radica en que de aquí para adelante se comienza a 
calcular sobre cl cuatrimestre anterior y no sobre el año antc- 
rior. Y como en el cuatrimestre anterior se comenzó a aplicar 
una política salarial sustancialmente distinta a la que estaba 
vigente en el país -política que ha sido criticada por los mis- 
mos que critican este proyecto de ley, porque dicen que está 
rebajando el salario al calcularlo sobre la inflación futura- cllo 
determina que pueda haber una gran diferencia en este cuatri- 
mestre entre el aumento de los salarios y el del índice de los 
precios al consumo. Como durante los doce meses anteriores 
el aumento del salario se estimaba, no por la inflación futura 
sino por la anterior, paralelamente acompañaba el incremento 
de los precios. Quicre decir que si en un año los salarios 
subieron un 91%, en los mismos doce meses los precios subic- 
ron un 91%, un 95% ó un 100%. Hubo una escasa diferencia, 
si es que la hubo. Y en ese sistema de ninguna manera puede 
darse la circunstancia -como en el ejemplo que puso el señor 
senador Ricaldoni- de que, habiendo aumentado los precios de 
marzo a junio un 32%, la Unidad Reajustable de Alquileres 
haya aumentado el 15,7%. ¿Por qué aumentó muchísimo mc- 
nos? Por lo mismo que critican los señores senadores que se 
están oponiendo a este proyecto de ley; porque se cstimó cl 
aumento de los salarios -quizás con error en cuanto al índice- 
sobre una inflación futura y no sobre la pasada. Si se hubicra 
estimado sobre la inflación pasada, este reajuste cuatrimestral 
de los alquileres tendría que ser del 32%, porque coincidiría cl 
índice de aumento salarial con el índice de aumento de los 
precios, Como no coimciden y los precios subieron más que 
los salarios, es evidente que, como este proyecto de ley da la 
posibilidad al inquilino de optar por el índice menor, éste 
optará por el índice menor, que fue el de aumento de los 
salarios, como está reflejando objetivamente el aumento de la 
Unidad Reajustable de Alquileres, estimada por el Banco Hi- 
potecario del Uruguay. 


De esta manera, si votamos esta ley, en el mes de julio los 
inquilinos tendrían un aumento en sus alquileres un 17% me- 
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nor que el correspondiente al sistema vigente. Esto es de una 
claridad mecridiana y resulta indicutible. Sin embargo, se nos 
dice “vamos a no hacer estimaciones futuras; vamos a estimar 
los alquileres, si estuvieran vigentes los dos procedimientos, 
durante el año anterior, durante el año 89”. Pero, ¿cómo va- 
mos a estimarlos por el procedimiento anterior si durante cl 
año 1989 se aplicaba otra política salarial? Naturalmente que 
si la política salarial consistía en ajustar los salarios paralela- 
mente al aumento de los precios, no podría haber diferencias. 
En tado caso, la diferencia sería mínima entre el aumento de 
los salarios y el de los precios. Por lo tanto, si en lugar de 
adicionar los aumentos por tercios, aplicamos coeficientes de 
reajustes que se van multiplicando el uno por cl otro, natural- 
mente que, entonces sí, tiene razón el señor senador Korze- 
niak. Si aplicamos los mismos dos procedimientos en el año 
1989, el correspondiente al proyecto de ley dará un mayor 
aumento de los alquileres que el que estaba vigente. Pero eso 
ocurre porque la política salarial era distinta. Ella determinaba 
que los salarios se ajustaban por la inflación pasada y nosotros 
hemos comenzado a ajustar por la inflación futura, por lo que 
el resultado es diametralmente distinto. En cualquier hipótesis 
va a beneficiar a los inquilinos, porque si aumentaron menos 
los salarios que Jos precios, al tomar un período de cuatro 
meses en lugar de un año, el aumento de los alquileres será 
menor. 


Si en cl subsiguiente período de cuatro meses hubiera re- 
cuperación salarial, si los salarios aumentaran más que los 
precios, de todos modos los inquilinos sc acogerían al índice 
menor, que sería entonces cl de los precios y que sin duda 
sería inferior al índice de los precios correspondiente al con- 
junto de los 12 meses anteriores, que era el que se tenía en 
cuenta en el procedimiento de cálculo del reajuste que seguía 
la ley vigente. 


No tengo inconveniente en reconocer que no existe ni pue- 
de existic una absoluta certidumbre en cuanto a que este pro- 
cedimiento que tratamos de consagrar en este proyecto de ley, 
en todas las hipótesis posibles -cuando la diferencia entro sa- 
larios y precios se estrechen- dé la seguridad total y absoluta 
de que el aumento de los alquileres sea siempre inferior al que 
daría el procedimiento vigente. De lo que no hay la menor 
duda es de que, con las circunstancias dadas actualmente, con 
lo que ha ocurrido en los últimos cuatro meses, en este reajus- 
te de alquileres o en el próximo -si la Ley entrara en vigencia 
en cl mes de agosto- esta modificación legal beneficia clara y 
sustancialmente a los inquilinos y perjudica de la misma ma- 
nera a los propictarios. De esto no puede caber la mínima 
duda. 


Este ha sido pura y exclusivamente el objeto de nuestra 
intervención. Es decir, clarificar algo que, entre tanto razona- 
miento y tanto ejemplo numérico, se está confundiendo. 


Además, cerco que no voy a cometer una indiscreción -no 
quiero emplear otra palabra de mala memoria en los anales 
políticos nacionales- si digo algo que me manifestó en una 
conversación informal el señor Presidente de la República 


250 -C.S, 


cuando este proyecto de ley acababa de entrar al Parlamento. 
Más allá de lo que diga cl Mensaje -y se puede lecr, relecr 
hacer hincapié en éste- con un lenguaje un poco difícil, que 
sin duda no lo ha redactado el señor Presidente de la Repúbli- 
ca, él me manifestó lo siguiente: “Urge aprobar este proyecto 
de ley de alquileres”. Y, como yo no lo había leído, le pregun- 
té por qué, a lo que el señor Presidente mc contestó: “Porque 
ahora vamos a reajustar los alquileres por el aumento efectivo 
de los salarios que ha tenido la gente. Yo no puedo pretender 
no es justo, que después de haberle aumentado los salarios a 
la gente, por una inflación estimada del quince por ciento, 
ahora tengan un aumento de los alquileres del treinta o del 
treinta y cinco por ciento. Eso es sustancialmente injusto y 
significa quitarle a la gente parte del salario, más allá de lo 
que se ha establecido en el último aumento”. Esto me parece 
de una claridad meridiana. 


SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR AGUIRRE. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr, Walter Santoro). - Puede inte- 
rrumpir el señor senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente, trataré de scr 
lo más breve posible. 


La opción por el índice menor entre salarios O precios, no 
es una opción creada por este proyecto, sino del régimen vi- 
gente, Por lo tanto, este proyecto no hace más que mantenerla. 


Lo que deseo explicar -y en cel momento que pueda me 
propongo dar ejemplos numéricos muy claros- es que mancjar 
lo que ocurría el año pasado, por ejemplo, aplicando un régi- 
men u otro, no es, absolutamente, equivocado; es la única 
manera segura de saber si este sistema cs o no más beneficio- 
so para los inquilinos, Porque en las dos hipótesis, en cual- 
quier política, suban más los salarios o los precios, haya más o 
menos inflación, la opción la tenía y la tiene el inquilino. Lo 
que sí ha variado es la manera de hacer el cáículo del reajuste. 


Para finalizar -y agradezco la intervención- debo señalar 
que los cálculos matemáticos que se hagan para los años ante- 
riores son, desde cl punto de vista lógico, irreprochables para 
saber si un sistema es mejor que el otro; por supuesto, mejor 
desde el punto de vista de que incida más o menos en los 
fondos del inquilino. En cambio, los cálculos que hagamos de 
aquí para adelante, tienen sin duda cl “alea” de no saber -a 
menos que tengamos una enorme seguridad de que las previ- 
siones económicas se van a cumplir- qué es lo que va a pasar 
dentro de los próximos cuatro meses, Se puede decir lo que 
ocurre hoy, teniendo en cuenta los cuatro meses anteriores; 
pero no se puede asegurar, sin posibilidad de equivocarse, to 
que va a suceder. 


Gracias, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puedo con- 
tinuar el señor senador Aguirre. 
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SEÑOR AGUIRRE. - Es exacto lo que expresa el señor 
senador Korzeniak en cuanto a que la opción la tiene el inqui- 
lino cn cl régimen vigente y la tendrá, también, en el régimen 
futuro. 


Pero no es cierto, reitero -y no quicro abundar en razona- 
mientos que ya he realizado- que los cálculos hechos cn fun- 
ción del régimen vigente para el año anterior, sirvan para 
estimar las bondades o deméritos de este proyecto. Señalo 
esto porque esos cálculos se hacían estimando el índice medio 
de salarios en función del cual se fija la Unidad Reajustable 
de Alquileres, en base a una política salarial que determinaba 
el ajuste cuatrimestral de los salarios en función de la infla- 
ción pasada, Con la política salarial actual, el aumento de los 
sueldos se fija en función de la inflación futura y esto ticne 
consecuencias indiscutibles en cuanto a que el índice aumente 
más o aumente menos. Más bien mucho menos. 


Para demostrar que indiscutiblemente cello es así, voy a 
decir que en el ejemplo que ha puesto el señor senador Rical- 
doni, y que es innegable en cuanto al último cuatrimestre, por 
el índice de precios el aumento sería del 32% y por los sala- 
rios estimados -de acuerdo con las valuaciones que ha hecho 
el Banco Hipotecario del Uruguay- del 15,70%. Como el índi- 
ce anual fue del 91%, quiere decir que después de los tres 
cuatrimestres, cl alquiler reajustado en julio, será para el últi- 
mo cuatrimestre un 90% mayor que cl que estaba rigiendo 
hasta el presente. Si se reajusta por el Indice Medio de Sala- 
rios, para alcanzar ese 90% al final del año -luego de este 
15%- tendrían que haber dos aumentos cuatrimestrales del 
30%. Es decir, el Gobierno tendría que estimar la inflación 
futura y, en consecuencia, conceder los próximos aumentos 
salariales cuatrimestrales, en el orden del 30%. Y nadie puede 
ercer en el país que el Gobierno, en la política anti-inflaciona- 
ria en que está embarcado, vaya a estimar la inflación del 
próximo cuatrimestre en un 30% y la del subsiguiente cuatri- 
mestre -tercero, de estos doce meses- nuevamente en un 30%. 
Esta sería la única forma en que los alquileres, al término de 
los doce meses, alcanzaran un aumento total, de julio a julio, 
de esc 90%, que es lo que da la aplicación del régimen vigen- 
tc. 


Finalizo esta intervención volviendo a lo que me expresó 
el señor Presidente de la República y la consecuencia inmc- 
diata de su razonamiento. Decía que si “le hemos aumentado 
a la gente sus salarios en un 15%, estimando que ese va a ser 
cl aumento inflacionario de los próximos cuatro meses, no es 
posible que su aumento de los alquileres esté regido por lo 
gue en materia inflacionaria ha ocurrido en el país durante un 
año, porque esa es la consecuencia del régimen vigente”. Lo 
que el doctor Lacalle me estaba expresando es que si los 
salarios habían aumentado el 15%, él no podía permanccer 
indiferente, por razones de justicia, a que los alquileres se 
siguieran reajustando por índices cuatrimestrales aproximados 
o parecidos al 30%. 


Por las consideraciones cxpuestas, señor Presidente, me 
parece que un análisis desapasionado del proyecto, lleva a la 
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conclusión indiscutible de que éste, en lo inmediato, produce 
un aumento de los alquileres que están sensiblemente por de- 
bajo de los incrementos inflacionarios o de los índices de 
precios, durante los meses pasados. 


Muchas gracias. 
SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Ticne la 
palabra, el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: pienso que cl 
proyecto en consideración encuadra perfectamente bien -diría 
que a las mil maravillas- con lo que es el tratamiento de los 
problemas económicos y sociales de este Gobierno de coali- 
ción. 


(Ocupa la Presidencia el Doctor Aguirre Ramirez) 


Sin responder a lo que se ha manifestado en Sala, creo que 
no es ocioso referirse al Mensaje del Poder Ejecutivo, que es 
transparente en lo que dice a los propósitos por los cuales 
busca modificar cl régimen de ajuste de los alquileres. Aun- 
que signifique reincidir en algo que ya se ha dicho más de una 
vez en el curso de la sesión de hoy, vale la pena señalar que 
en la página dos del Repartido, donde está el Mensaje del 
Poder Ejeculivo, se dice: “El proyecto propone disminuir la 
“memoria” del sistema, esto es, a los efectos del ajuste del 
precio se considera la variación de los índices a que refieren 
los artículos 14 y 15 del mencionado Decreto-Ley N* 14.219, 
producida en el cuatrimestre precedente y no en los últimos 
doce meses. 


En una economía inflacionaria y con tasa de inflación va- 
riable, resultaría conveniente que la memoria sea lo más breve 
posible para evitar, dado el rezago del sistema, que haya cam- 
bios (aumentos o disminuciones) muy importantes en el pre- 
cio real, es decir corregido por la inflación”. 


Quiere decir que lo que le preocupa al Poder Ejecutivo es 
que no haya cambios en el precio real, y ese es el objetivo que 
busca la médula del proyecto que es sustancialmente la misma 
en el que envió cl Poder Ejecutivo y en el que ha aprobado la 
Comisión. Sin embargo, hay algunas características que a mi 
juicio empeoran el proyecto del Poder Ejecutivo porque se 
han introducido cambios, algunos han sido relatados por el 
señor miembro informante; es distinta la redacción de un ar- 
tículo, a través del cual se fija el ajuste porque se introduce la 
variable de los artículos 14 y 15 y lo relativo a la opción más 
favorable, que no figuraba en el proyecto del Poder Ejecutivo. 


Hasta ahora, los alquileres se ajustaban anualmente de 
acuerdo con los índices que se produjeran; inclusive, se toma- 
ba el más favorable. Tengo aquí una lista en la que se incluye 
lo correspondiente a cada mes, desde 1988 hasta ahora, y en 
todos los casos se tomaba el menor de los índices como mcca- 
nismo de ajuste. 
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El hecho de que se tomaran 12 meses no cs cl único ele- 
mento importante. También es necesario destacar que el au- 
mento determinado se pagaba en tres cuatrimestres, no ajus- 
tando por coeficientes -como bien explicaba el señor Presi- 
dente- sino sumando, con lo cual cl mecanismo de ajuste 
favorece al inquilino que es la parte más débil en el contrato, 
en un régimen que en general se caracteriza por la libertad de 
contratación. Precisamente, era un mecanismo de atenuación 
de esa libertad, que ahora cambia radicalmente. La filosofía 
central es la de que se va a realizar el ajuste cada cuatro 
meses, para mantener el precio real, es decir, el precio del 
inicio del arrendamiento. 


Es posible que a través de un cálculo matemático se pueda 
demostrar que en estos primeros cuatro meses va a ser menor, 
Pero lo cierto es que en el año el inquilino va a pagar más de 
lo que pagaba antes. 


He realizado algunos cálculos referidos a lo que hubicra 
sucedido de haberse aplicado este proyecto en épocas pasadas. 
En todos los casos obtengo, con variaciones de menor cuantía, 
que el mecanismo de la ley vigente sobre la experiencia pasa- 
da hace pagar más al inquilino de lo que efectivamente hu- 
biera pagado bajo el régimen vigente. Me parece que aquí está 
la médula de la cuestión. 


Naturalmente, no apuesto a los aciertos del Poder Ejecuti- 
vo en materia de política inflacionaria y de recuperación del 
salario real. Previó una inflación del 15% para cuatro meses y 
ajustó los salarios en función de esa inflación futura, cuando 
los trabajadores habían perdido un 32% en el cuatrimestre 
pasado. Sólo en 45 días ese 15% fue absorbido por cl incre- 
mento de los precios al consumo, por la inflación, como decía 
el señor senador Korzeniak. Ni que hablar de lo que va a 
ocurrir en el tiempo que resta hasta octubre; el ingreso real ha 
disminuido drásticamente. 


Ya veremos cómo varían las cosas desde octubre a febrero, 
pero por ahora los hechos demucstran que el Poder Ejecutivo 
no ha acertado. En las discusiones que mantuvimos sobre al- 
gunos temas, como cl del ajuste fiscal, quizá esté contenida 
aquella razón que expusimos en cl sentido de que los meca- 
nismos de ajuste fiscal no iban a conducir a contener la infla- 
ción sino a mantenerla. 


La filosofía de este proyecto de ley no cambia. Tanto es 
así que en el Mensaje del Poder Ejecutivo se dice: “Sin perjui- 
cio de todo lo expuesto, se sugiere un régimen transitorio y 
especial de ajuste de los contratos vigentes, sólo para el pri- 
mer ajuste que corresponda, y por única vez, a saber. 


a) Casa-Habitación y otros destinos: para el primer cuatri- 
mestre se aplicará 1/3 del respeciivo índice de actualización 
(Artículos 14 y 15 del Decreto-Ley N* 14.219)”. 


¿Por qué planteaba que fuera un tercio? Porque el meca- 
nismo de ajuste iba a ser mayor y no iba a ser tolerado. Ahora 
eso se eliminó del proyecto. En el nuevo proyecto que vino de 
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la Comisión esa disposición se cambia; no se aplica a las 
casas-habitación pero sí a los arrendamientos de la industria 
del comercio. Curiosamente, se dice que allí va a tener un 
impacto mayor. Á mi juicio, si no se hubicra previsto que el 
régimen iba a ser menos favorable para el inquilino no se 
hubiera adoptado por parte del Poder Ejecutivo aquella previ- 
sión de que en el primer ajuste sólo se aplicaría un tercio y 
que recién en el segundo cuatrimestre se aplicaría en su totali- 
dad el nuevo mecanismo de ajuste. 


Pienso que el proyecto -que no cambia todo, pero sí lo 
fundamental, que es el mecanismo de ajuste- es absolutamen- 
te desfavorable en el mediano y largo plazo para los arrenda- 
tarios, que además de sufrir la política salarial que disminuye 
drásticamente el ingreso, van a tener que soportar un mecanis- 
mo de ajuste que los va a obligar a pagar -como dice el Poder 
Ejecutivo- el precio real del arrendamiento. 


Como decía el señor senador Korzeniak, estamos absoluta- 
mente de acuerdo en pagar el precio real del arrendamiento 
siempre que también se pague un precio real por los salarios y 
que estos se ajusten de acuerdo con los mecanismos inflacio- 
narios que operan en la economía que estamos viviendo desde 
hace 35 Ó 40 años, 


Aquí está la médula de nuestra oposición. Por aquí pasa el 
discurso sustancial, más allá de los números que tenemos para 
los episodios anteriores, de la evolución de la economía. Cre- 
emos que ellos demuestran que los ajustes y los mecanismos 
propuestos van a empeorar la situación de los arrendatarios. 


En estos días he escuchado otro razonamiento, que no 
figura en el informe. Se dice que cesto va a permitir que los 
propietarios tengan mayor confianza en los ajustes; que cel 
precio real de los arrendamientos sc mantenga, y que por eso 
van a volcar a la plaza una mayor cantidad de oferta a precios 
reales, porque su bien va a ser retribuido correclamenite. Se 
dice también que eso va a “flexibilizar la oferta”, que no la va 
a volver Lan rígida como lo es ahora, 


Por todas estas consideraciones, creemos que el proyecto 
cambia para peor el actual sistema, Se podrá realizar un 
cálculo matemático y decir que en este cuatrimestre el aumen- 
to será menor, pero lo cierto es que en el año el arrendatario 
va a pagar mucho más de lo que pagaba antes. Lo que dehe- 
mos tencr cn cuenta es que con un ingreso disminuido, con 
una estrategia salarial permanentemente a la baja, los arrenda- 
tarios van a tener que pagar un precio real por los arrenda- 
mientos que contraten de aquí en adelante. Sucederá lo mismo 
con aquellos que lo tuvieron contratado hasta ahora. 


Por las razones que acabamos de señalar, no vamos a votar 
afirmativamente el proyecto ni en general ni en particular. 
Creemos que empeora la situación de los arrendatarios y que 
no va a favorecer al pequeño propietario, que no va a ver 
modificada su situación en el mercado. Consideramos que a la 
larga en cambio, sí va a favorecer a los grandes propietarios. 


SEÑOR BATALLA. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BATALLA. - Hemos votado negativamente el 
proyecto en Comisión y del mismo modo vamos a proceder cn 
el Plenario. 


Desco agregar algunas pocas consideraciones a las ya ex- 
presadas. Creo que es correcto lo que señalaba el señor Presi- 
dente en cuanto a que no puede hablarse de que no hay desin- 
dexación. Entiendo que lo que hay aquí es una indexación a la 
baja. Por lo menos el objetivo del proyecto es indexar a la 
baja los alquileres en una posición que parecería que tiende - 
de acuerdo al Mensaje del Poder Ejecutivo- a ajustar los al- 
quileres en forma menor en comparación con cl sistema ac- 
tual. Creemos que no es así y lo señalamos en la Comisión 
con el señor senador Korzeniak. Naturalmente, compartimos 
cl objetivo; creemos que es lógico y correcto que el Poder 
Ejecutivo pretenda atenuar los índices de variabilidad en lo 
que se refiere a la inflación. 


Lo hizo a través de una solución que nosotros podemos 
objetar pero, en definitiva, eso es lo que intentaba respecto a 
los salarios y parecería que la pretensión es similar en lo que 
refiere al precio de los alquileres. 


Nosotros no compartimos este criterio. Hemos cxaminado 
con mucha atención el proyecto -tenemos una experiencia 
hastante extensa en cl tema alquileres- y es posible que tenga- 
mos muchos prejuicios en la materia, en la medida en que nos 
parece que todo el mecanismo creado por las leyes de julio de 
1974 -nos referimos a las Leyes Nos, 14,219, 14,220 y poste- 
riores- significaron, en definitiva, una profunda transferencia 
de ingresos de todos los sectores del país a la renta de la 
propiedad inmobiliaria. 


Nos parece, además, que en cierto sentido el proyecto 
atiende única y cxclusivamente al tema de ajuste de alquile- 
res, y sobre este esquema tenemos que considerarlo. Es más, 
desde nuestro punto de vista en esto juegan dos elementos 
fundamentales, uno de los cuales tiene carácter económico. 


Pensamos que los mecanismos previstos en cl proyecto no 
tienden a bajar los alquileres o a establecer un sistema de 
mayor heneficio para el inquilino, que el existente a la fecha, 
Tanto se trate de una inflación estabilizada creciente o decre- 
ciente, en las tres posibilidades entendemos que el monto de! 
ajuste de alquileres resulta perjudicial para el inquilino, 


A esto se agrega otro elemento que puede no ser estricta- 
mente económico, y es que cada cuatro meses vamos a crear 
un mecanismo de profunda angustia para el inquilino. Hasta 
ahora, el sistema de ajuste anual se pagaba por tercios y en el 
previsto por el proyecto se va a abonar el total del aumento cn 
períodos más cortos sobre las distintas opciones planteadas en 
la ley. Creemos que esto agrega, también, un factor de incerti- 
dumbre que es profundamente inconveniente. 


Obviamente, esto refiere muy rápidamente al contenido 
del proyecto en sí, pero reconocemos que cl tema de arrenda- 
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mientos cs de enorme complejidad y significación social para 
el común de la gente. Por lo tanto, tendrá que ser asumido a la 
brevedad en sus reales dimensiones por el Parlamento, y no 
sólo en cuanto implica una tenue percepción de los montos de 
alquileres. La posibilidad de acceder a un techo, ya sca como 
propietario o como inquilino, constituye uno de los grandes 
problemas de angustia para nuestra población. Sin duda, este 
es un tema que tiene que preocuparnos a todos, que tendremos 
que asumir en su debida dimensión y espero que dentro de 
poco podamos estar discutiendo sobre él. 


Quizás, como sostuvimos en Comisión, los objetivos puc- 
den ser compartidos; pero la instrumentación y las soluciones 
a que arribe este proyecto no coinciden con aquéllos. Es más, 
la intención puede ser la de proceder a una indexación a la 
baja, pero en la realidad esto no va a ocurrir. Por supuesto, cl 
tiempo dirá quién tiene la razón. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Voy a ser muy 
breve porguc, en parte, no hay muchos argumentos para agre- 
gar y, también, porque a veces resulta muy difícil discutir 
cosas obvias o axiomálicas. No obstante, deseo recorrer algu- 
nos argumentos que se han hecho, a mi juicio cquivocada- 
mente. 


En primer lugar, no creo que sirva para iluminar csta silua- 
ción tomar los ejemplos del pasado en momentos en que exis- 
te una gran diferencia, pues lo que precisamente este proyecto 
busca, es ajustarse al mecanismo de fijación de salarios por la 
inflación futura. Por lo tanto, repito que el pasado no sirve 
como ejemplo para iluminar la mecánica del proyecto. 


En segundo término, no comparto la tesis enunciada por cl 
señor senador Astori en cl sentido de que los reajustes cortos 
benefician siempre al que recibe y perjudican al que paga, 
cualquiera sea la inflación en los distintos períodos. Pienso 
que si la inflación es descendente, precisamente, los efectos 
son los inversos; en el fondo, esto es similar a lo que ocurre 
con los mecanismos de fijación de tasas de interés. En una 
inflación descendente, la tasa fija de interés beneficia y la tasa 
móvil perjudica y, a la inversa, en inflación ascendente son 
preferibles las tasas móviles. Aquí va a suceder algo parecido. 


Por otra parte, no comparto el argumento de que este me- 
canismo va a crear incertidumbre al inquilino. Creo que desde 
el momento en que el sistema se acompasa con sus ingresos 
salariales, y existe, precisamente, la certidumbre legal de ello, 
si algo se le da es tranquilidad, Quizás, se le podrá no dar un 
beneficio adicional en el sentido de que si su salario queda 
por encima de la inflación, tendrá un elemento de “alca” cn 
cuanto a ganar algo; pero, en ningún momento, podrá existir 
incertidumbre desde el momento en que el alquiler va a acom- 
pañar siempre su ingreso salarial. Quizás, ganará pero cn nin- 
gún caso perderá. 
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Tampoco estoy de acuerdo -y creo que esto puede ser fruto 
de un error- con la afirmación del señor senador Gargano en 
cuanto a que el proyecto del Poder Ejecutivo eliminaba la 
elección que actualmente tiene cl inquilino entre acompañar 
los precios o los salarios. Quizás, sc podrá sostener que la 
redacción del proyecto del Poder Ejecutivo era menos clara o 
menos expresa que la elegida por la Comisión; pero, en este 
sentido, no hubo innovación alguna a este nivel. Esa opción 
existía. 


SEÑOR GARGANO, - ¿Me permite, señor senador? 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Perdóneme que no 
se la conceda, pues yo lo quisc interrumpir en su momento y 
no pude. Quizás, hubiéramos aclarado esto entonces, De cual- 
quier manera, le adelanto que en seguida termino mi exposi- 
ción. 


Tampoco creo que se haya entendido bien la diferencia 
entre el régimen actual, donde se divide la inflación pasada cn 
períodos que se suman linealmente, con la aplicación de por- 
centajes en plazos más corlos. 


Efectivamente, este segundo sistema provoca la aplicación 
del porcentaje sobre el porcentaje. Si la imflación pasada y la 
futura fuesen iguales, en ese caso sí podría haber un pequeño 
perjuicio en el segundo sistema. Pero si tomáramos la infla- 
ción de los últimos doce meses y el sistema actual dividido cn 
lercios, y proyectáramos una inflación, -si es que no se quiere 
aquella que anuncia el Poder Ejecutivo- sustancialmente des- 
cendente y le aplicáramos el sistema nuevo, aun cuando éste 
significa la aplicación de porcentajes sobre porcentajes, al ser 
éstos menores hacia cl futuro que hacia el pasado, siempre va- 
mos a tener una cifra final menor a la del régimen actual. 


Asimismo, creo que cs un error sostener que la elimina- 
ción por parte de la Comisión del régimen transitorio que 
propugnaba el Poder Ejecutivo, significa un beneficio para los 
propietarios. Muy por el contrario, el razonamiento detrás de 
esa eliminación fue otorgar los heneficios del sistema a tos 
inquilinos, en forma inmediata, sin demora. 


Me parece, también, que si se esgrimió el argumento -y 
aclaro que no lo escuché- de que este proyecto va a incremen- 
tar la oferta de inmucbles para alquilar, se padece un grave 
error. 


Al tratarse de un mecanismo claramente beneficioso para 
el inquilino -más que cl actual- si provoca algún efecto éste ha 
de ser el de a igual oferta, mayores precios de arranque y, cn 
cuanto al volumen de la oferta la disminuirá y no la aumenta- 


rá. 


Por último, sin querer calificarlo, no puedo dejar de decir 
que no es de recibo el argumento de que este proyecto benefi- 
ciará a los grandes propictarios y perjudicará a los pequeños. 
Francamente, no encuentro sustento alguno para esa afirma- 
ción. Si el proyecto beneficia a los propictarios, lo hará por 
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igual con grandes, medianos y pequeños y si los perjudica, 
también lo hará al barrer, sin discriminación, además, nad 
tiene que ver de acuerdo con esta mecánica el tamaño de la 
propiedad con el tipo de propietario. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - Sin ánimo de alargar el debate -ya que 
no tendría sentido prolongado en estos términos- invito al 
señor senador de Posadas Montero a que medite, simplemen- 
te, durante algunos minutos adicionales, la afirmación que 
hizo de que mi tesis -como así la llamó- no funciona con la 
inflación descendente. 


Quiero recordar que mi tesis consistió en afirmar que en 
una economía inflacionaria, cuando se acortan los períodos de 
reajuste, el resultado real no es igual al que cuando sc alargan. 


Desco manifestar, asimismo, mi acuerdo con el señor se- 
nador de Posadas Montero cuando expresó que es muy difícil 
discutir afirmaciones axiomáticas. En ese sentido, señalo que 
mi intervención no tuvo el carácter de tesis, sino de axioma; 
por lo tanto, coincido con él en que es muy difícil discutir 
sobre afirmaciones axiomáticas. Además, basta con meditar 
durante algunos segundos o minutos para reparar el verdadero 
sentido de ella. 


Nada más. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra 
para contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Suponiendo que 
tuviéramos el poder absoluto sobre la economía, me gustaría 
saber si estaríamos dispuestos a implementar obligatoriamente 
un mecanismo por el que todos los salarios del país fueran 
tijados por inflación futura y todos los precios por inflación 
pasada. Teniendo en cuenta los razonamientos que aquí se han 
hecho, es bueno que tratemos esto por ci absurdo. En virtud 
de que en materia de alquileres se está en contra de acompasar 
ese precio con los salarios, quisiera saber si se defendería aquí 
la tesis de imponerle a la cconomía que todos los salarios se 
basen en la inflación futura y todos los precios en la pasada. 


SEÑOR ASTORL - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Esperando que sea la última, 
tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORL. - El fundamento es la generosidad de la 
Mesa. 


No voy a contestar la pregunta del señor senador porque 
creo que ella carece de sentido en la discusión que estamos 
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llevando a cabo. Simplemente, quiero dejar constancia de que 
no ticne nada que ver en absoluto con el tema que estamos 
discutiendo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el proyecto de ley en general. 


(Se vota:) 

-14 en 23. Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo 1*. 


SEÑOR RICALDONTI. - Mociono en el sentido de que se 
suprima la lectura de los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar si se suprime la lectura de los artículos en la 
discusión particular. 


(Se vota:) 
-15 cn 24. Afirmativa. 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el siguien- 
to: 


“ARTICULO 1*. - A partir del primer mes posterior a la 
publicación de la presente ley (artículo 9%), los reajustes de 
alquiler de fincas comprendidas en el régimen del Decreto- 
Ley N* 14,2]9, de 4 de julio de 1974 y sus disposiciones 
modificativas, se realizarán de conformidad con las siguientes 
disposiciones”), 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-15 en 24. Afirmativa. 

En consideración el artículo 2”, 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el siguicn- 
La: 


“ARTICULO 2”, - Fincas con destino a casa habitación 
y otros destinos que no sean industria y comercio. 


2.1 En los contratos con plazos contractual o legal vigente, 
transcurridos doce meses de la fijación del último reajuste 
anual o de la fecha del contrato, el alquiler se reajustará en 
adelante cuatrimestralmente. El coeficiente de reajuste, por el 
que se multiplicarán los precios de los arrendamientos, scrá el 
que corresponda a la menor de las variaciones previstas en los 
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literales A) y B) del artículo 15 del Decreto-Ley N* 14.219, de 
4 de julio de 1974, en la redacción dada por el artículo 1? del 
Decreto-Ley N* 15.154, de 14 de julio de 1981, producidas cn 
el cuatrimestre precedente al del mes en que se reajuste el 
alquiler. 


2.2 El sistema referido regirá hasta que se produzca la 
restitución efectiva de la finca. 


2.3 Si las partes hubieren convenido incrementos escalona- 
dos del alquiler, se estará a lo convenido por ellas. Cuando el 
incremento pactado fuere superior al resultante del procedi- 
miento de reajuste establecido por esta ley, el arrendatario 
podrá optar por este último dentro del plazo de quince días 
corridos a partir de la publicación en el Diario Oficial del 
coeficiente de ajuste de alquiler. La opción podrá comunicar- 
se al arrendador o al administrador en su caso, por telegrama 
colacionado o por cualquier medio fehaciente. Esta opción 
deberá realizarse por una sola vez y tendrá carácter irrevoca- 
ble. 


2.4 Los contratos futuros se ajustarán según las normas de 
los numerales 2.1, 2.2, y 2.3 precedentes”). 


St no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-16 en 25. Afirmativa. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para fundar cl 
voLo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra cl señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: pido excusas 
porque voy a leer un ejemplo que ha sido contradicho desde cl 
punto de vista lógico. 


En 1989 cl índice menor aplicable fue del orden del 
67.56%. Dicho índice, por el régimen vigente -ya que el pro- 
yecto aún no ha sido aprobado, aunque está cn vías de serlo- 
de enero a abril, aplicando un tercio del aumento, para un 
alquiler de N$ 100.000 arrojaba la cifra de N$ 122.520; de 
mayo a agosto, pasa a N$ 145.040 y de setiembre a diciembre, 
correspondió a N$ 167.560, es decir, un promedio mensual de 
N$ 145,000. 


De acuerdo con el régimen proyectado, utilizando los mis- 
mos índices, que son los que se aplican ahora, de enero a 
abril, cl aumento llega a N$ 118.605; de mayo a agosto a 
NS 147.905 y de setiembre a diciembre, alcanza los 
N$ 187.734, es decir, alrededor de cuarenta mil nuevos pesos 
más que por el otro sistema. 


Tengo varias hipótesis, pero no las voy a leer todas. Muy 
amablemente hemos discutido fuera de Sala si estos ejemplos 
son aplicables o no, siendo que se trata de un año ya transcu- 
rrido. Sin perjuicio de clio, insisto en que, como la opción 
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para el inquilino entre uno u otro de los índices, es por cl 
menor, cualquiera sea la política, los ejemplos ya transcurri- 
dos, desde cl punto de vista matemático, en virtud de que se 
trata de emplear un sistema y no cifras, son perfectiblemente 
aplicables al razonamiento actual. 


SEÑOR POSADAS. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS. - Señor Presidente: desco decir, sim- 
plemente, que, desde mi punto de vista, el señor senador Kor- 
zentak, a través de su fundamento de voto, ha reabierto el 
debate. Lamentablemente, no puedo hacer uso de una inte- 
rrupción en tal ocasión... 


SEÑOR PRESIDENTE. - Perdonc, señor senador, pero la 
Mesa debe aclararle que luego de proceder a la votación de un 
artículo, reglamentariamente sólo se puede solicitar su rectifi- 
cación, su reconsideración o el fundamento de su voto. Por 
esta última vía no se pueden hacer alusiones personales ni 
políticas. Quizás el señor senador Korzeniak, a través del fun- 
damento de voto, haya reabierto el debate, pero la Presidencia 
no puede conceder el uso de la palabra para que se intente 
iniciar, otra vez, una polémica. Lamentablemente, eso es muy 
claro en lo que hace al Reglamento. 


SEÑOR POSADAS. - Pero se reabrió la polémica... 


SEÑOR PRESIDENTE. - A pesar de ello, los argumentos 
ya fucron dados antes y no se pueden reiterar. 


SEÑOR RICALDONI. - Pido la palabra para fundar el 
volo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONTI, - Lo hago, señor Presidente, Obli- 
gado por otro fundamento de voto. 


Desco señalar, simplemente, que debido a los ejemplos 
que acabo de escuchar de parte del señor senador preopinante, 
voto este proyecto de ley con el convencimiento de que di- 
chos ejemplos están basados en datos que reflejan una situa- 
ción de inflación creciente. 


El proyecto de ley que tenemos a consideración, busca una 
solución, partiendo del supuesto de la inflación decreciente a 
partir de la fecha. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración, el artículo 32, 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es cl siguien- 
te: 


“ARTICULO 3%. - Fincas con destino a industria y co- 
mercio. 
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3.1 En los contratos con plazo contractual o legal vigente, 
transcurridos doce meses de la fijación del último reajusi" 
anual del alquiler, se aplicará, por única vez y para los prime- 
ros cuatro meses siguientes, dos tercios del respectivo índice 
de actualización (artículos 14 y 15 del Decreto-Ley 
N*? 14.219, de 4 de julio de 1974 y 1% del Decreto-Ley 
N? 15.154, de 14 de julio de 1981). 

3,2 A partir de esc momento así como para los contratos 
futuros, se aplicarán las normas de los numerales 2.1, 2.2 y 
2,3 que anteceden”. 

St no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 


En consideración el artículo 4*. 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir cs cl siguicn- 
te: 


“ARTICULO 4”. - El Poder Ejecutivo establecerá y publi- 
cará mensualmente los índices de actualización que corres- 
ponde según la presente ley”). 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-18 en 23. Afirmativa. 


En consideración el artículo 52. 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es cl siguien- 
te: 


“ARTICULO $5*. - Las disposiciones de esta ley no se 
aplicarán a los casos previstos por los artículos 2%, 28, 114 y 
102 inciso 3% del Decreto-Ley N* 14,219, de 4 de julio de 
1974 y modificativos”). 

-Si no se hace uso de la palabra sc va a votar. 

(Se vota:) 

-19 en 23. Afirmativa. 


En consideración el artículo 62. 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es cl siguicn- 
te: 


“ARTICULO 6%. - Derógase el artículo 16 de la Ley 
N? 15.799, de 30 de diciembre de 1985”). 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota:) 
-l6 en 23. Afirmativa. 
En consideración el artículo 72. 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el siguien- 
te: 


“ARTICULO 7”. - Modifícase el literal D) del artículo 15 
del Texto Ordenado 1987 (con el texto dado por el artículo 
428 de la Ley N” 15.903, de 10 de noviembre de 1987) que 
quedará redactado en la siguiente forma: 

*D) Los servicios prestados por hoteles y pensiones, rcla- 
cionados con hospedaje. El Poder Ejecutivo determinará cuá- 
les son los servicios comprendidos””). 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 82. 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el siguicn- 
to: 


“ARTICULO 8”. - Las disposiciones de la presente ley son 
de orden público”). 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 9%. 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el siguien- 
to: 


“ARTICULO 9*, - La presente ley entrará en vigencia a 
partir de la fecha de su publicación oficial cn dos diarios de la 
Capital). 

-Si no se hace uso de la palabra, sc va a votar. 

(Se vota:) 


-22 en 23. Afirmativa. 


Queda aprobado cl proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 
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13) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de dos asuntos cn- 
trados, 


(Se da de los siguientes:) 


“El señor senador Jaime Pérez, de acuerdo con lo dispues- 
to en el artículo 118 de la Constitución de la República, soli- 
cita se curse un pedido de informes al Ministerio del Interior a 
efectos de que se sirva informar respecto de los hechos acae- 
cidos en el Plantense Patín Club en la madrugada dci 21 de 
julio próximo pasado”. 


-Procédase de conformidad con lo solicitado. 


“Los señores senadores Carlos Cassina y Hugo Batalla 
solicitan, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 118 de la 
Constitución de la República, se curse al Ministerio de Rela- 
ciones Exteriores un pedido de informes referido a las dudas y 
reticencias planteadas por el gobierno uruguayo en las nego- 
ciaciones desarrolladas con motivo del nuevo Protocolo de 
ALADI, las razones que determinaron al Poder Ejecutivo a 
asumir determinadas actitudes y evaluación que el mismo po- 
der ha hecho de la determinación de los gobiernos de la Repú- 
blica Argentina y de la República Federativa del Brasil de 
llevar adelante la formación de un mercado común regional”. 


-Procédase de conformidad con lo solicitado. 
14) SELEVANTA LA SESION 


SEÑOR RAFFO. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 
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SEÑOR RAFFO. - En el día de la fecha, el Directorio de 
nuestro sector, el Herrerismo, tenía previsto realizar un home- 
naje al doctor Luis Alberto de Herrera, a las 19 horas. Si bicn 
nuestra bancada ha estado presente hasta el momento, solici- 
tamos, en virtud de que tenemos que acudir a esa cita, que se 
levante la sesión. 


En ese sentido, formulo moción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 19 y 30 minutos, presidiendo el 
doctor Aguirre Ramírez y estando presentes los señores 
senadores Arana, Batalla, Blanco, Brause, Bruera, Cadenas 
Boix, Cassina, Cigliuti, de Fuentes, de Posadas Montero, 
Gargano, González Modernell, Írurtia, Korzeniak, Perey- 
ra, Pérez, Posadas, Ricaldoni y Silveira Zavala). 
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